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DOS PALABRAS 



Nuestro objeto, al publicar esta recopilación, es facilitar 
a todo estudiante de Derecho que tenga necesidad de con- 
sultar las decisiones más importantes de la Corte Suprema de 
Filipinas, la rápida busca de las doctrinasen ellas establecidas, 
evitándole así molestias y demoras. 

El método seguido por nosotros, clasificando por materias 
las sentencias contenidas en este tomito y agrupándolas por 
°rden rigurosamente alfabético, contribuirá seguramente a ha- 
cer práctico este "Manual," condición que si responde a nues- 
tro afán de ser útiles a la juventud estudiosa, dejará completa?, 
mente satisfechos nuestros deseos. 

El Autor. 



Manila, Junio, 1915. 



PROLOGO. 



"MANUAL DE JURISPRUDENCIA" es una recopila- 
ción de las sentencias más importantes dictadas por la Corte 
Suprema de Filipinas desde el año 1901 hasta el 1915, 
clasificadas por materias y agrupadas por orden rigurosa-' 
mente alfabético. No puede ser más práctico el método 
seguido por el joven y talentoso autor. Este "Manual" 
facilitará grandemente la busca y el estudio de las doc- 
trinas contenidas en las sentencias que aquí se mencio- 
nan. Hasta ahora que sepamos, esta obra es la primera 
y única de su género que sale a luz, por lo menos en . 
nuestro país, y esto indudablemente aumenta su actualidad 
incuestionable, haciéndola de imprescindible necesidad para 
los estudiantes de Derecho y de utilidad suma para los 
profesionales, sobre todo si se tiene en 'cuenta que hoy 
día los cuestionarios que se dictan en los exámenes pre- 
vios al ejercicio de la abogacía, van siendo más intrinca- 
dos y casuísticos en extremo. 

Emiliano TRÍA TIRONA. 
Director 4e li 'ESCUELA DE DERECHO." 
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Acrecer, Derecho de. 

Un legado de una cantidad determinada a unos sobrinos 
en partes iguales debe pagarse en su totalidad a los sobre- 
vivientes de los mismos en caso de que uno de ellos muera 
antes que el testador. (Del Rosario vs. Del Rosario, 2 Jur. 
Fil., 337.) 

Albaceas y administradores. 

Si bien es cierto que los alb iceas y administradores no 
pueden comprar legalmente los bienes que están a su cargo, 
esta prohibición no es óbice para la adquisición legal por 
el albacea del derecho hereditario de uno de los herederos. 
(Naval y otros vs. Enriquez y otros, 3 Jur. Fil., 087.) 

Arrendamiento. 

(Cobro de alquileres.) 
Cuando resulta probado que el demandado ha ocupado 
terrenos de la propiedad del demandante y los ha estado 
cultivando sin mediar entre ellos ningún contrato expreso 
respecto de los alquileres que habían de pagarse y no ha- 
biendo prueba alguna de la que pudiese inferirse ningún con- 
trato tácito sobre este particular, ni, tampoco prueba sobre el 
valor de la ocupación del terreno durante el período de la 
posesión del demandado o de los frutos realmente percibí, 
dos, es improcedente condenar al demandado a que pague al 
demandante cantidad alguna determinada. (Sugar Estates Co. 
vs. Rosario, 2 Jur. Fil., 680.) 

B 

Bienes gananciales. 

El consorte o la consorte que obró de mala fe no ten- 
drá derecho a la mitad de los bienes gananciales que en 



otro caso le hubiera correspondido, cuya mitad de ganan- 
ciales quedó trasmitida por ministerio de la ley a la con- 
sorte o cónyuge inocente, siendo privado de ella él que obró 
de mala fe. (Sy Joc Lieng, etc. vs. Sy Quia, 16, Jur. 
Fil., 145.) 



Compraventa, Contrato de. 

Habiéndose vendido un inmueble, y habiéndose puesto 
en posesión de él al comprador, no es óbice para que se 
trasfiera a éste la propiedad el hecho de que aún no esté 
pagado "por completo el precio de compra, a falta de una 
condición expresa en contrario. (De la Rama vs. Sánchez 
y otro, 10 Jur. Fil., 438.) 



El demandante traspasó cierto terreno al demandado an- 
tes de que adquiriese su propiedad, pero más tarde obtuvo 
el título sobre dicho terreno: Se declara, Que cuando una 
persona traspasa a otra un terreno que, en la época del 
traspaso, no era dueño, la adquisición posterior de su título 
sobre el mismo convalida el traspaso anterior. (Llacer vs. 
Muños de Bustillo y Achaval, 12 Jur. Fil., 336.) 



Cuando en un contrato se estipula que el demandante 
debe cortar las canas compradas por él antes de un día 
determinado y no las cortare todas antes de ese día, no 
tiene derecho a cortar las que quedaren después de tras- 
currido aquél. (Reyes vs. Tanchaitco y otros, 6 Jur. Fil., 
493.) 



El demandante compró bajo contrato de pacto de retro, 
una casa no inscrita en el registro y permitió que el ven- 
dedor permaneciera en ella como inquilino suyo. El ven- 
dedor vendió otra vez la casa a otra persona, ésta la vendió 
también a otra, quien a su vez la vendió a la demandada: 
Se declara, Que no podía invalidarse el derecho de pro- 



piedad y posesión del demandante, o sea el primer com- 
prador. El comprador subsiguiente de buena Je, queda relevado 
del pago de los alquileres mientras ha estado en posesión 
de la finca. (Davis vs. Neyra, 24 Jur. Fil., 430.) 

Contrato, Validez de un. 

Un contrato verbal de bienes inmuebles es válido, y 
no es necesario que tal contrato conste en un documento 
público según el artículo 1280 del Código Civil. Es proce- 
dente la acción para obligar al cumplimiento de un contrato 
por escrito. (Dievas vs. Co Chongco, 16 Jur. Fil., 451.) 



Un contrato verbal sobre venta de bienes inmuebles es 
válido, eficaz y obligatorio entre las partes, aunque no este 
revestido de las formalidades externas requeridas por la ley, 
pues que la falta de cumplimiento a lo dispuesto en el artí- 
culo 335 del Código de Procedimiento Civil da lugar a que 
no pueda deducirse acción alguna a menos que se cumpla 
con el requisito en él establecido; pero el hecho de no ha- 
berse opuesto a la admisión de la prueba por no ajustarse 
a la ley implica una renuncia del derecho por la misma 
otorgado. Si las partes litigantes durante la vista del juicio 
no se oponen a la admisión de la prueba testifical para 
acreditar la existencia de un contrato de compra y venta 
de inmuebles y permiten que se pruebe la realidad y certeza 
de dicho contrato, quedarán las partes obligadas como si efec- 
tivamente se hubiera consignado el contrato por escrito. (Ga- 
llemit vs. Tabiliran, 20 Jur. Fil., 251.) 



Siempre que concurren los elementos esenciales para la va- 
lidez del contrato, obliga a las partes, sea cual fuere su im- 
porte, y aún cuando el artículo 1280 del Código Civil exija 
su consignación por escrito, el demandante puede ejercitar 
previamente una acción, con arreglo al artículo 1279, para 
compeler el otorgamiento de un documento escrito. 

Un contrato verbal de sociedad celebrado con arreglo a 
los preceptos del Código Civil es eficaz y obliga a las partes 



contratantes aún cuando el capital aportado exceda de la can- 
tidad de 1500 pesetas. (Tunga Chui vs. Que-Bentec, 2 Jur. 
FiL, 586.) 

D 
Daños y perjuicios. 

El cochero o el criado de D. estaba guiando su caballo 
y su carruaje por las calles de la ciudad de Manila y negli- 
gentemente atropello a uno que pasaba por la calle. D. no 
se hallaba en el vehículo en el acto de ocurrir los supuestos da- 
ños: Se declara, Que D. no es responsable de los daños oca- 
sionados por la negligencia del cochero. (Johnson vs. David, 
5 Jur. FiL, 692.) 

Deuda. 

Una cuenta simple entre un acreedor y un deudor no 
constituye necesariamente una sola deuda. Dicha cuenta puede 
contener partidas diferentes y distintas que venzan en fechas 
diferentes, en cuyo caso no hay razón legal para que exista 
retraso con respecto a las partidas ya adeudadas, si el acre- 
edor insiste en su pago. (Villaseñor vs. Erlanger & Galinger, 
19 Jur. FiL, 596.) 

Deudor y fiador. 

El deudor no queda librado de la obligación por el otor- 
gamiento de otra distinta y separada por su fiador a favor 
del acreedor obligándose como deudor principal. (Santos vs. 
Reyes y otros, 10 Jur. FiL, 123.) 

Divorcio. 

La esposa puede destruir la acción del divorcio del marido 
proponiendo que éste le ha perdonado, pero el efecto de se- 
mejante perdón del delito cometido por la esposa no le da 
derecho a divorciarse de su esposo por razón de adulte- 
rio cometido por él no . obstante que él le haya perdonado 
su adulterio de ella. (Benedicto vs. de la Rama, 3 Jur. 
FiL, 35.) 



Donación. 

(Bienes inmuebles.) 
Para que una donación de bienes inmuebles sea vá- 
lida ante la ley, inclusas la dote y otras donaciones prop- 
ter nuptias consistentes en bienes inmuebles, es absoluta- 
mente necesario que se etectúe en documento público 
debidamente otorgado con todas las formalidades prescri- 
tas, y este documento se requiere, no solamente con lo 
que respecta a terceros, sino con respecto a las partes 
entre sí. (Velazquez vs. Biala, 18 Jur. Fil., 231.) 



(Diferencia entre onerosa y remunerativa.) 
Cuando dos personas de edad avanzada que se hallan 
solas» necesitadas del cuidado de individuos más jóvenes, 
celebran un contrato en el que se estipula que, en con- 
sideración a tal cuidado trasmiten sus bienes inmuebles a 
aquellos que los cuidan, dicho contrato no constituye una 
donación remuneratoria sino una donación con causa onerosa 
y se rige por las disposiciones legales sobre contratos y no 
sobre donaciones. 

Una de las diferencias esenciales entre estas dos clases 
de donación es la de que, en el caso de la donación con 
causa onerosa, los servicios, causa determinante de la dona- 
ción, no se han prestado aún, al paso que en el otro caso sí, 
(Carlos vs. Ramil, 20 Jur. Fil., 190.) 

H 

Hijos Naturales, Reconocimiento de. 

En una acción entablada contra uno de los padres para 
exigir el reconocimiento, no es necesario probar que tanto el 
padre como la madre tenían capacidad para contraer matri- 
monio válido al tiempo de la concepción del hijo. Basta pro- 
bar que esto era cierto en cuanto al padre contra el cual se 
deduce la acción. La ley presume que era esa la condición 
del otro padre y por esto no se precisa prueba sobre la iden-^ 
tidad del último. Es impertinente la prueba ofrecida para 



impugnar esta presunción. (Enriquez y García vs. Aquino y 
Aquino, 13 G. O., 140.) 

Para determinar si el padre ha ejecutado actos que equi- 
valen al reconocimiento del. hijo natural, deben tenerse en 
cuenta las leyes vigentes en la fecha de la ejecución de tales 
actos, y no las vigentes en la fecha del nacimiento del hijo. 
(Buenaventura vs. Urbano y otros, 5 Jur. Fil., 1.) 

Hipoteca. 

Un contrato de garantía, bajo el cual se pignora un te- 
rreno para asegurar el cumplimiento de una obligación, que 
asume el asegurador, no inscrito en el registro de la propie- 
dad, no constituye una hipoteca, y el terreno sólo puede ser su- 
jeto al pago de la sentencia por virtud de una ejecución. 
(Kuenzle & Streiff vs. Jiongco, 22 Jur. Fil., 112.) 



(Título de dominio sobre bienes inmuebles.) 

La entrega del título de dominio sobre bienes inmuebles 
como garantía de un préstamo de dinero, no constituye ni 
hipoteca del terreno ni gravamen alguno sobre el mismo. (Al- 
fonso vs. Natividad y otro, 6 Jur. Fil., 249.) 

I 

Iglesia, Propiedad de la. 

El dominio directo de las iglesias . edificadas en Filipinas 
por el Estado corresponde a los Estados Uunidos. 

El dominio útil de estas iglesias corresponde al pueblo de 
las Islas Filipinas. 

El derecho de la posesión y control de estas iglesias co- 
rresponde a la Iglesia Católica Romana mientras continúe usán- 
dolas para los fines con que fueron consagradas. (Barlin 
vs. Ramírez y otro, 7 Jur. Fil., 43.) 

M 
Matrimonio. 

v El matrimonio contraído de buena fe, aunque luego sea 
declarado nulo, produce sin embargo efectos civiles respecto 



del consorte que haya procedido de buena fe y de los hijos 
en él procreados, los cuales merecen por la ley la consi- 
deración de legítimos como si hubieran nacido de padres 
legítimamente casados, y el consorte o la consorte engañada 
disfruta de su pleno derecho a la mitad de los bienes ga- 
nanciales adquiridos durante la sociedad conyugal disuelta 
después por la nulidad de su matrimonio. (Sy Joc Lieng, 
etc., vs, Sy Quia, etc., 16 Jur. Fil., 145.) 

O 

Obligación, 

El que teniendo en su poder fondos en fideicomiso los 
deposita en cuenta personal en un banco y los confunde 
con sus fondos propios, no asume por ello obligación dife- 
rente de la que hubiera contraído si no se hubiera hecho 
tal depósito; ni queda por ello obligado a reembolsar el 
dinero a todo riesgo; y cuando esos fondos son retirados 
del banco mediante fuerza mayor, queda relevado de res- 
ponsabilidad en cuanto a ellos. '(Obispo Católico Romano 
de Jaro vs. De la Peña, 26 Jur, Fil., 149») 



Pantanos y marismas. 

Los pantanos y marismas no utilizables para los fines 
de navegación o usos públicos pueden ser objeto de pro- 
piedad privada aunque estén cubiertos por la marea. (Mon- 
tano vs. Gobierno Insular, 12 Jur, Fil., 592.) 

Préstamo, * 

Un documento acusando el recibo de una cantidad de 
dinero en calidad de deposito, pagadera con interés previo 
aviso con dos meses de anticipación, es prueba de un con- 
trato de préstamo y no de un depósito. (Gavieres vs. Ta- 
vera, 1 Jur. Fil., 72.) . 

Registro de propiedad. — 

En el estado presente de la legislación sobré propiedad 
de bienes raíces enFilipinas, no es inscribible en el Registro de 
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la Propiedad con separación e independientemente del suelo, 
el edificio v que sobre él se levantare. En la Ley No. 496 T 
la frase "terreno o edificios o un derecho en el mismo,' 7 
en vez de la sola palabra * 'terreno," no es fundamento 
bastante para interpretar que la ley autoriza la inscripción 
de edificios levantados en terreno ajeno con separación e 
independencia de la inscripción del terreno, o que la mente 
de la ley fue aludir a edificios pertenecientes a dueño dis- 
tinto del dueño del terreno. Las partes de una ley se 
explican e interpretan las unas por las otras integrando 
el concepto y pensamiento del legislador; en su virtud, 
la frase de que se trata se ha usado en el artículo 2. o 
de la ley en el mismo sentido que aparece más explícita 
y prácticamente en los modelos formulados en el artículo 
21; siendo la natural y lógica interpretación de tal frase 
en la Ley del Registro de la Propiedad de Filipinas, que 
esta autoriza al propietario del terreno para inscribir jun- 
tamente con el suelo los edificios, mejoras o derechos que 
tiene en el mismo, pero de ningún modo que puedan so- 
licitar la inscripción separada e independientemente el 
dueño del terreno y el dueño de los edificios, o sea que 
puedan tener existencia legal en el Registro, separada- 
mente como entidades entre sí independientes, el terreno 
de uno y el edificio de otro levantado en el mismo. 

Los edificios levantados en terreno ajeno no son ins- 
cribibles separada e independientemente del terreno, aun- 
que sean hipotecables los derechos sobre los edificios. 
(Asunto Building and Loan Association y Peñalosa, 13 
Jur. FiL, 579.) 

Registros Parroquiales. 

Las partidas canónicas extendidas en libros parroquiales 
no han perdido el carácter de documento público para el 
objeto de probar los actos a que se contraen, por cuanto 
que, desde el cambio de soberanía en estas Islas, no se 
ha promulgado disposición alguna legal que haya abolido 
el carácter oficial y público que tenían las partidas exten- 
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didas en los libros parroquiíles bajo el régimen de las 
leye3 anteriores. (Estado3 Unidos vs. Arceo, 11 Jur. Fil., 

548.) 



Las partidas eclesiásticas de nacimientos, casamientos 
y defunciones, extendidas desde que se promulgó la Orden 
General No. 68 y se aprobó la Ley No. 190, no son ya 
documentos públicos, ni tampoco se reputan llevados por 
funcionarios públicos debidamente autorizados al efecto. Son 
documentos privados y, por tanto, debe probarse su auten- 
ticidad como la de los demás documentos privados de 
conformidad con las reglas de prueba que el Código de 
Procedimiento Civil establece. 

Los casos que se citan en esta decisión, en los que 
se declara que los certificados de los registros eclesiásticos 
son escrituras públicas, sólo afectaban a registros hechos 
con anterioridad al cambio de soberanía. Estos casos no 
son aplicables a aquellos registros en que se hacen cons- 
tar hechos que han ocurrido con posterioridad a la pro- 
mulgación del Código de Procedimiento Civil. (Estados 
Unidos vs. Evangelista, 13 G. O., 144.) 

Reivindicación. 

El que ha sido privado de objetos de su propiedad a 
consecuencia de un delito, tiene derecho a reivindicarlos, 
anunque estuvieren en poder de un tercero que los haya 
adquirido por medio legal, no siendo de los taxativamente 
señalados en el articuló 464 del Código Civil. 

Una casa-agencia tampoco disfruta del privilegio espe- 
cialmente concedido a los Montes de Piedad. (Várela vs. 
Finnick, 9 Jur. Fil., 494.) 

Responsabilidad solidaria. 

Los que ocasionan un daño mancomunadamente son res- 
ponsables mancomunada y solidariamente por el daño ocasio- 
nado. El damnificado puede demandarles a todos o a cual- 
quier número de ellos que no constituya el todo. Cada uno 
es responsable por todo el daño causado por todos, y todos 
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juntos son responsables por todo el daño. No constituye 
defensa para el que es demandado solo, el que los otros 
que participaron en la comisión del acto malicioso no son 
incluidos con él como demandados; ni constituye excusa 
alguna el que su participación en el daño era insignificante 
comparada con la de los otros. (Worcester vs. Ocampo y 
otros, 22 Jur. FiL, 43.) 



Los demandados eran marido y mujer. Ambos habían, 
mediante actos separados, adquirido géneros, efectos y mer- 
cancías del demandante para ser vendidos en comisión. Por 
la supuesta omisión de devolver los artículos o su precio 
el demandante hizo que se entablara acción «criminal con- 
tra los demandados por el delito de estafa. Ambos proce- 
sados fueron absueltos en definitiva en esa acción. Con 
posterioridad se inició la presente acción contra ellos al ob- 
jeto de recuperar el saldo adeudado por ellos al demandante 
por virtud de dicho contrato original. Se dictó sentencia 
contra ellos solidariamente. Contra esa sentencia apeló la 
esposa bajo la teoría de que su responsabilidad y la de su 
marido no era solidaria sino mancomunada. Se declara: Que, 
sin discutir el efecto de la causa criminal y la absolución 
de los demandados, los autos demuestran que las operacio- 
nes de la esposa con el demandante las efectuó enteramente 
por su propia cuenta; que no había responsabilidad soli- 
daria entre ella y su marido y que ella había pagado al 
demandante el total de la cantidad adeudada por las mer- 
cancías que había recibido de él para su venta. (Cafure 
vs. Morales y Morcoy 25 Jur. FiL, 351.) 

Responsabilidad subsidiaria. 

Se declara, Que cuando A entrega efectos a B, por orden 
de C, C sólo es responsable subsidiariamente, y que deben 
agotarse todos los remedios para cobrar a B la cantidad 
adeudada, antes de que pueda entablarse acción alguna con- 
tra C. (Tan Tioco vs. López, 11 Jur. FiL, 609.') 
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s 

Separación, Convenio de. 

Un convenio entre marido y mujer que dispone la se- 
paración y la división de los bienes de ; la sociedad con- 
yugal entre los mismos, es nulo, a meno3 que en el contrato 
matrimonial se contengan disposiciones permisivas de esa se- 
paración y división. (Quintana vs. Lerma, 24 Jur. Fil., 
296.) 

Sociedades, Personalidad jurídica de las. 

Una sociedad constituida en la forma mercantil* con arre- 
glo al Código Civil puede demandar en juicio como per- 
sona jurídica sin haberse inscrito en el Registro Mercantil. 
(Compañía Agrícola de Ultramar vs. Reyes y otros, 4 Jur. 
Fil., 2.) 

Terrenos agrícolas. 

Se sigue aquí la doctrina sentada en el asunto de Mapa 
contra El Gobierno Insular (10 Jur. Fil., 178) en el sen- 
tido de que los viveros de peces tienen el concepto de te- 
rrenos agrícolas. (Santiago vs. Gobierno Insular, 12 Jur. 
Fil., 615.) 

Terrenos Agrícolas del estado, Prescripción de los. 

Se sigue aquí la jurisprudencia establecida en los asun- 
tos de Valentón y otros contra Murciano (3 Jur. Fil., 550) 
y Cansino y otros contra Valdez y otros (6 Jur. Fil., 329), 
en el sentido de que los terrenos agrícolas del Estado no 
pueden adquirirse por prescripción. 

lia posesión que requiere la Ley No. 926 en su artí- 
éulo 51, párrafo 6, es la ocupación real y material del 
terreno. (Tiglao vs. El Gobierno Insular, 7 Jur. Fil., 82.) 

V 

Venta, Certificado de. 
(Subasta pública.) 
El certificado expedido al comprador de un terreno 
vendido en pública subasta para el cobro de contribuciones 
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7io es transferible y la escritura otorgada a favor de cual- 
quier persona que no sea el comprador en la subasta, es 
nula en .manos de aquella y en manos de su cesionario. 
(Belarmino vs. Baquizal, 15 Jur. Fil., 35l.) 

Venta, Legalidad de la. 

Cuando el dueño de bienes muebles los entrega a otra 
persona para su venta, fijando el precio a que deben ven- 
derse, el haberlos vendido por menos precio que el fijado 
no impide el traspaso de la propiedad al comprador, y los 
objetos no pueden ser recobrados ñor el dueño primitivo. 
(Estados Unidos vs. Torres, 11 Jur. Fil., 624.) 



CÓDIGO DE. COMERCIO 



Compañía Mercantil. 

P era dueño de seis acciones en una corporación, la 
cual hizo una nueva emisión dando a los dueños de las 
acciones antiguas el derecho preferente a comprar una parte 
proporcional de la nueva emisión. P había ya muerto a 
la fecha de la nueva emisión: Se declara, Que las tres ac- 
ciones de la nueva emisión, para cuya compra se con- 
cedió al dueño de las seis acciones el derecho preferente, 
pertenecía a la persona con cuyo dinero se pagaron las 
acciones. (Enriquez vs. Enriquez. 12 Jur. Fil., 390.) 



(Vaudeville.) 
Se declara que el contrato celebrado por una com- 
pañía que se dedica al negocio de hoteles, contrato que 
tenía por objeto el dar funciones de "Vaudeville" con es- 
pectáculos acrobáticos en los hoteles de la compañía, para 
divertir a sus huéspedes y atraer nuevos parroquianos, está 
dentro de los límites de las facultades inherentes a las 
facultades expresas con que fué creada dicha corporación. 
(Coleman vs. Holel de France, 13 G. O., 381.) 
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Compañía Mercantil, Contrato de una. 

Aún cuando el contrato de compañía mercantil, para 
que surta efectos contra terceros, ha de constar en docu- 
mento público inscrito en el Registro Mercantil, sin em- 
bargo, un contrato verbal de sociedad mercantil es válido 
y eficaz respecto de las partes contratantes entre sí. (Tunga 
Chui vs. Que^Bentec; 2 Jur. Fil., 586.) 

Cheques, 

El fechar los endosos en los cheques es inútil. El 
exigir que estén fechados los endosos en los cheques es 
exigir una cosa completamente innecesaria, inútil y molesta. 
Esto no haría más seguras las operaciones comerciales. 
No proporcionaría ninguna protección adicional a los hom- 
bres de negocios. No cumpliría ninguno de los fines para 
los que se han dictado las leyes. Su único efecto sería 
perjudicial, porque no haría más que crear una restricción 
más en el curso de los negocios, introduciendo en la ad- 
ministración de las leyes mercantiles un tecnicismo más, 
siendo éstos ya demasiado numerosos. (The Hongkong 
<fe Shanghai Corporation vs. Hawkes, 16 Jur. Fil., 287.) 

F 

Fiadores. 
(Pagaré) 

Para hacer responsables a los fiadores de una garantía, 
no es necesario que la demanda se entable contra el 
deudor principal, ni que se proteste el pagaré. (Merchant 
vs. International Banking, 9 Jur. Fil., 569.) 

Fletamento. 

El fletador de un buque que solo tiene la facultad de 
señalar los puertos o lugares en que la nave entrará o hará 
escala, de conformidad con el contrato de fletamento, pero 
que no tiene jurisdicción o control sobre los actos del ca- 
pitán, no es responsable de los daños y perjuicios causados 
por negligencia de éste eu la dirección del buque. (Yueng 
Sheng Exchange & Trading Co. vs. Urrutia y Ca., 12 Jur. 
Fil., 772.) 



* 
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.*:.. H 

Hipoteca. , .. .. 

"Lo que distingue al derecho marítimo del común y 
aún del mercantil en general, es su carácter real e hipo- 
tecario, e3 el juego y el organismo de garantías de naturaleza 
real que las C03tumbre3 marítimas de3Í3 tiemoo inm3morial 
la3 leyes, I03 Cóligos y la j:irisi>rad3n3Ía d33pi5i hin es- 
tablecido para proteger I03 diverso? y encontrados intereses 
que se aventuran y arriesgan en la expedición marítima... 
Hasta tal punto llega la derogación del derecho común que 
hay caso3 en que, perdida la C03a hipotecada, desaparece 
la acción personal contra el dueño o el agente del barco." 
(Phílippine Shipping Co. vs. García, 6 Jur. FilL, 291.) 



Pagaré por acomodación. 

Un pagare por acomodación es aquel en el cual la parte 
por acomodación hace constar su nombre, sin causa o con- 
sideración alguna al objeto de acomodar a otra parte que 
ba de hacer uso de dicho pagaré y que se espera que ha 
de pagarlo. (Maulini y otros vs. Serrano, 13 G. O., 123.) 



Sociedad anónima. 

Los administradores o directores de las sociedades anó- 
nimas tienen el carácter de mandatarios de los accionistas 
así como de la sociedad, tan solo en cuanto a los bienes 
que tengan directamente a su cargo y no en cuanto a las 
acciones en poder de los socios. Cuando aquellos no hu- 
biesen hecho manifestaciones de ningún genero o el accio- 
nista no les hubiese pedido informes, pueden adquirir las 
acciones de aquel por compra por medio de mandatario o 
corredor sin necesidad dé revelar el nombre de los que de- 
sean comprar o cuáles sean sus intenciones respecto de la 
sociedad. (Strong y otro vs. Gutiérrez Repide, 6 Jur. Fil., 
702} 
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Sociedad colectiva. 

En una sociedad mercantil regular colectiva los socios 
industriales son responsables con respecto a terceras perso- 
nas de las deudas y obligaciones de la razón social. (Com- 
pañía Marítima vs. Muñoz y. otros, 9 Jur. FiL, 336,) 



COPIGO DE PROCEDIMIENTO 
CIVIL 



Abogado, Sustitución. de. 

No se permitirá que se substituya a un abogado en 
esta Corte a menos que se presente: (1) Una solicitud 
pqr escrito sobre la substitución; (2) el consentimiento por 
escrito del cliente; (3) el consentimiento por escrito del 
abogado substituido; y (4) en caso que no se pueda ob- 
tener dicho consentimiento por escrito deberá presentarse 
con la solicitud una prueba de haberse practicado la noti- 
ficación de la moción al abogado que ha de ser substi- 
tuido, de la manera que prescriben los reglamentos. (Es- 
tados Unidos vs. Borromeo, 20 .Tur. FU., 197.) 

acción, Cambio de, 

(Apelación.) — 

El precepto que autoriza al demandante en un asunto 
apelado del juzgado de paz para reproducir la demanda 
original presentada' en el juzgado de paz, o para presentar 
una nueva demanda, no le faculta para cambiar en la 
nueva demanda la causa de acción ale*gada, sometiendo 
para su determinación en apelación una causa de acción 
en orden a la cual el juez de paz no pudo haber tenido 
competencia. (Rosco y otro vs. Rebueno, 11 Jur. FU., 308.) 
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Acción Civil, 

La parte ofendida en una causa criminal na puede 
recobrar el valor de los bienes sustraídos a menos que se 
pruebe su^ valor. En tales circunstancias, sin embargo, el 
Juez deber reservar a la parte ofendida el derecho a sos- 
tener una acción civil para recobrarlos. (Estados Unidos 
vs. Galanco y otro, 11 Jur. PiL, 593.) 



Para que pueda ejercitarse la acción reclamando abono 
de daños y perjuicios a consecuencia de una denuncia o 
acusación falsa y calumniosa de un delito de carácter 
público, es indispensable que en la sentencia absolutoria o 
sobreseimiento de carácter firma recaído en el juicio moti- 
vado por la referida denuncia o acusación, se haya decla- 
rado que ésta es falsa y calumniosa, sin cuya declaración 
previa no cabe perseguir al falso acusador ni reclamar con- 
tra él indemnización de daños y perjuicios conforme a lo 
dispuesto en el artículo 326 del Código Penal. (Grattage 
vs. Standard Fuel Co., 20 Jur. Fil., 470.) 



Esta Corte no conocerá de actuaciones entabladas para 
recuperar daños y perjuicios, que se alega f nerón motiva- 
dos por la impróvida expedición de un interdicto, cuando 
dicho interdicto fué expedido por un miembro de este Tri- 
bunal en actuaciones para la expedición de un mandamiento 
de avocación en relación con un asunto pendiente en el 
Juzgado de Primera Instancia. (Herrera vs. Barretto y Joa- 
quín, 26 Jur. Fil., 319.) 



, No puede entablarse una acción por separado para re- 
cobrar daños y perjuicios provenientes de un pleito por 
reivindicación, én vista de lo que dispone el artículo 272 
del 'Código de Procedimiento Civil, tal como fué reformado 
por el artículo 17 de la Ley No. 1627, cuyo objeto es 
resolver por modo definitivo todas las cuestionas que pro- 
cedan de la controversia en la acción de reivindicación, 
e impedir de este modo la multiplicidad de pleitos. 
(Pascua vs. Sideco, 24 Jur. Fil., 27.) 



17 



No es necesario que esté registrada una marca de fá- 
brica para poder reclamar daños y perjuicios por la vio- 
lación de los derechos sobre marcas industriales. Basta que 
la parte demandante pruebe que ha usado la marca en sus 
artículos por un período de tiempo suficiente para, que el 
uso por otro lesione sus intereses y tienda a engañar al 
público. (Ubeda vs. Ziálcita, 13 Jur. Fil., 11.) 



El haber dejado de admitir el Juzgado inferior como 
prueba en una causa civil una sentencia anterior absolutoria 
en una causa criminal contra el acusado no constituye error. 
El hecho de que las pruebas aportadas en la causa cri- 
minal fueran insuficientes para demostrar que el acusado 
era culpable de delito alguno no es óbice al ejercicio del 
derecho de la persona injuriada para mantener una ac- 
ción civil por daños y perjuicios. (Worcester vs.Ocampo, 
22 Jur. Fil., 43.) 

Acción Hipotecaria. 

I 
Puede ejercitarse la acción hipotecaria, aunque la ac- 
ción personal para el cobro del crédito asegurado por el 
gravamen o hipoteca haya prescrito al tiempo de interpo; 
nerse la acción hipotecaria, con tal de que la deuda no 
haya sido realmente pagada, y esta última acción no haya 
prescrito. (Súnico vs. Ramirez, 14 Jur. Fil., 513.) 

Administradores y Tutores Residentes, Nombramiento de. 

No existe en vigor disposición alguna legal que exija 
a los Tribunales que nombren solamente administradores 
o tutores residentes. Ninguna persona que no se halle bajo 
la jurisdicción del Tribunal que hace el nombramiento de- 
berá, sin embargo, ser nombrada como administrador o tutor. 
(Guerrero vs. Terán, 13 Jur, Fil., 216.) 
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Alegato. 



El abogado de la apelante en esta causa presentó su 
alegato, en el que no hizo ningún señalamiento específico 
de error, sino qne argumentó dos cuestiones de un modo 
general. El abogado del apelado pidió que se sobreseyera 
la apelación y que se confírmase la sentencia del Tribunal 
inferior, porque la apelante no había cumplido con el re- 
glamento de esta Corte, que requiere una especificación 
de los errores alegados. Se sobresee la apelación. (Paterno 
vs. Ciudad de Manila, 17 Jur. Fil., 26.) 

Alquileres. 

En una acción sobre restitución de terrenos, el deman- 
dante no tiene derecho a reclamar alquileres por el uso y 
ocupación del terreno con anterioridad a la interposición 
de la demanda, a menos que se pruebe que hubo algún 
contrato o promesa, en cuya virtud el demandado o in- 
quilino se obligara a pagar alquileres durante dicho período. 
(Philippine Sugar States Co. vs. Rosario , 2 Jur. Fil., 680.) 
(Aringo vs. Arena, 14 Jur. Fil., 266.) 



El' demandado convino en pagar un alquiler mensual 
estipulado, al dueño de cierta participación en una gallera. 
El dueño primitivo de dicha participación, otorgó una es- 
critura válida de venta de su participación al demandante. 
Más tarde surgió una cuestión en la que el dueño primi- 
tivo negó la pretensión del demandante de que éste hu- 
biera comprado su participación. El demandado, aún 
cuando debidamente notificado por el demandante de que 
había comprado la participación del primitivo dueño y a 
pesar de exigir formalmente los alquileres vencidos, se 
negó a pagar al demandante. &e declara: Que el deman- 
dante tiene derecho a recobrar del demandado el importe 
del alquiler, aún cuando el demandado haya pagado dicho 
alquiler al dueño primitivo. (De Jesús vs. Sociedad Arren- 
dataria, 23 Jur. Fil., 77.) 
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La segunda entrada por 1». fuerza no priva al arren- 
dador de cobrar alquileres atrasados. Por entrar nuevamente 
por medio de la fuerza en finca arrendada con motivo de 
la falta de pago de alquileres por parte del inquilino, el 
arrendador pierde todo derecho a ulteriores alquileres, 
multas, etc., que resulten del contrato. (Municipio de 
Moneada vs. Cajuigan, 21 Jur. Fil . , 189.) 



Cuando se venden bienes inmuebles por virtud de eje- 
cución y el dueño se halla en posesión de los mismos, 
tiene derecho a permanecer en posesión de los bienes ven- 
didos y a cobrar los alquileres y utilidades -de los* mismos 
durante el plazo de retracto legal. (Arts. 464, 465,-468 
y 469 de la Ley No. 190; De la Rosa contra Santos, 10 
Jur. Fil., 149). Por virtud de las disposiciones del artí- 
culo 469 (Ley No. 190), cuando los terrenos se hallen en 
posesión del inquilino al tiempo de la venta por virtud 
de ejecución, predomina una regla diferente. (Riosa vs. 
Verzosa y Bulan, 26 Jur. Fil., 89.) 

Apelación. 

La aceptación por el demandado del dinero que se le 
concede como daños y perjuicios, por la expropiación de 
sus bienes para fines públicos, no empece a su derecho 
de apelar. (Ciudad de Manila vs. Batlle, 25 Jur. Fil., 586.) 



El artículo 16 de la Ley No. 1627, en cuanto tiende 
a prohibir la presentación de apelación para ante la Corte 
Suprema contra una sentencia del Juzgado de Primera Ins- 
tancia dictada en causa civil, en apelación procedente del 
juzgado de paz, está en pugna con la Ley del Congreso 
de l.o de Julio de 1902, y es nulo. 

El hecho de que una ley haya sido aceptada como 
válida, y haya sido invocada y aplicada durante muchos 
años en casos en los que no se haya sugerido o no se 
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haya discutido la cuestión relativa a su validez, no impide 
a un Tribunal decidir con posterioridad sobre su validez 
cuando esta cuestión se haya planteado y * suscitado debi- 
damente. 

Como regla general los Tribunales no decidirán sobre 
una cuestión constitucional o sobre la validez de una ley 
a menos que esta cuestión se sugiera y plantee y sea ne- 
cesaria para la determinación de un asunto. 

Cuando una cuestión pasa para el Tribunal sub süentio, 
la causa en que esa cuestión pase de ese modo no obligará 
al Tribunal. (McGirr vs. Hamilton y Abreu, 13 G. O., 925') 



El derecho de apelar no confiere ningún derecho ad- 
quirido, pues es un remedio legal que el legislador con- 
cede o niega a discreción. En el caso de que el proce- 
dimiento se hubiere iniciado mientras esté vigente una ley 
bajo la cual este permitida una apelación, la derogación 
de este privilegio legal durante la pendencia del juicio en 
el Tribunal inferior anula dicho derecho, excepto en lo 
tocante a su conservación en virtud de ley posterior. (Pavón 
vs. Telephone and Telegraph Co., 9 Jur. FiL, 254.) 



(Fianza) 

Habiéndose admitido la apelación por uno de los Ma- 
gistrados de este Tribunal, para ante el Tribunal Supremo 
de los Estados Unidos, contra una sentencia de esta Corte, 
y habiendo dicho Magistrado suscrito la citación y admi- 
tido y aprobado la fianza para la suspensión de la sen- 
tencia queda agotada la jurisdicción del Magistrado sobre 
dicha suspensión, en defecto de fraude, y el control sobre 
la suspensión, asi como sobre la apelación, queda trans- 
ferida a la Corte Suprema de los Estados Unidos. (Port 
Banga, Lumber Company vs. Export & Import Lumber 
Company, 12 G. O., 1658.) 

C 
Compañía Extranjera, Personalidad jurídica de una. 

Una corporación extranjera si bien no está establecida 
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€n las Islas Filipinas y sus estatutos no están inscritos 
«n ei Registro Mercantil, podrá ejercitar una acción por 
daños y perjuicios, (Damfschieffs Rhederei Unían contra La 
Compañía Trasatlántica.) (Brook Bros. vs. Froelich & Kutt- 
ner, 8 Jur. FiL, 589,) 

Competencia, 

Las Leyes Nos. 2041 y 2131 , en cuanto tratan de con- 
ferir competencia exclusiva o competencia original exclusiva 
■a los jueces de paz para conocer en asuntos de declaración 
<le propiedad de bienes raíces en que la cuantía no exceda 
de doscientos pesos, son nulas, puesto que pugnan con el 
artículo 9 del Bill de Filipinas que confirma la competencia 
originaria de los Juzgados de Primera Instancia en "todo 
juicio civil relativo a títulos de propiedad o posesorios de 
bienes raíces o a derechos sobre ellos/ ' tal como • se dis- 
pone en la Ley No. 136, artículo 56, párrafo 2. o, de la Co- 
misión de Filipinas, 

En razón a que las cláusulas idénticas en las mismas 
leyes que disponen que los jueces de paz tendrán jurisdicción 
concurrente con los Juzgados de Primera Instancia para co- 
nocer en asuntos de declaración de propiedad de bienes in- 
muebles en que la cuantía litigada exceda de doscientos 
pesos, pero menos de seiscientos pesos, son suplementarias 
y dependientes de las disposiciones nulas que tratan de con- 
ferir competencia exclusiva a los jueces de paz, en que la 
cuantía litigada es menos de doscientos pesos, dichas cláusulas 
son también nulas. 

La regla general es la que cuando parte de la ley es 
nula por estar en pugna con la Ley Orgánica, al mismo 
tiempo que la otra parte es válida, ésta última, caso de ser 
separable de la parte nula, podrá prevalecer y regir. Pero 
para hacer otro tanto, la porción válida debe estar tan inde- 
pendiente de la nula que resulte justo presumir que la Legis- 
latura la hubiera promulgado por sí sola si hubiera supuesto 
que no podía constitucional mente promulgar otra. Debe 



22 

quedar lo bastante de una ley para hacer completo, inteligi- 
ble y válido el propósito ríe) legislador. Deben eliminarse 
lis disposiciones nulas sin producir efectos que afecten ai 
fin principal de la ley en forma contraria a la intención de 
la Legislatura. Los términos empleados en !a parte nula de 
una ley no pueden tener fuerza o eficacia legal para ningún 
fin, y lo restante debe ser expresivo de la voluntad del legis- 
lador independientemente de la parte nula, dado que los Tri- 
bunales carecen de facultades para legislar. (Barrameda vs. 
Moir, 25 Jur. Fil. , 45.) 



El Tribunal que es competente para conocer de un pro- 
cedimiento de insolvencia, lo es también para ver y fallar 
mociones sobre la suspensión de una acción pendiente contra 
el ¡recurrente en actuaciones de insolvencia voluntaria, o 
contra el recurrido en actuaciones de insolvencia involuntaria, 
al tiempo de declararse la insolvencia. 

Una moción para suspender el curso ulterior de unas 
actuaciones en apelación, bajo el fundamento deque, después 
de presentada la apelación, se le declaró insolvente al deman- 
dado y apelante y se hallan pendientes unas actuaciones de 
insolvencia conforme a la Ley de Insolvencia, deberá pre- 
sentarse ante el Tribunal que conoce de la insolvencia y no 
ante el Tribunal de apelación, aún cuando la regla general 
es que al' perfeccionarse una apelación el Tribunal de ape- 
lación adquiere competencia sobre las actuaciones apeladas. 
(Bastida vs. Peñalosa, 13 G. O., 839.) 



El Juez que presencia parte de las pruebas y se ausenta 
de la jurisdicción del Juzgado ante el cual se practicaron 
aquéllas antes de que la causa sea terminada no tiene com- 
petencia para dictar sentencia en la misma. (Estados Unidos 
vs. Macavinta, 8 Jur. Fil., 449.) 



Si se inicia una acción en el juzgado de paz y ese juz- 
gado carece de competencia sobre tal acción, y se suscita 
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propiamente y a su tiempo la cuestión de competencia» e,l 
Juzgado de Primera Instancia no tiene competencia sobre tal 
dicción en apelación,, excepto para determinar si el juez de 
paz tenía o no competencia. Kn una apelación procedente 
«del juzgado» de paz el Tribunal de apelación solamente tiene 
la competencia que tenía el juzgado de paz. Si este último 
<uo tenía competencia, el Tribunal de apelación, no la ad- 
quiere mediante la apelación, siempre que se haya discutido 
la competencia del Juzgado inferior tanto ante éste como en 
apelación. (Lucido y Lucido vs. Vita, 25 Jur. Fil., 426.) 



Guando el Tribunal de apelación procede, con todo, a 
•celebrar el juicio de la causa en el fondo, ejercita su compe- 
tencia originaria y no su competencia en apelación; y si las 
partes voluntariamente presentan sus escritos de alegaciones 
y llegan a la celebración del juicio, sin oponer objeción al 
ejercicio de la competencia originaria por el Tribunal de ape- 
lación, se considerará que han renunciado su derecho a li- 
mitar la acción del Juzgado al ejercicio de su competencia 
en apelación, y se declarará que consintieron en el ejercicio 
de la competencia originaria y que el Tribunal juzgó la 
causa de la misma manera que si el juicio hubiera comen- 
zado originariamente en el. (Nolan vs. Montelibano y Ramos 
y otros, 13 G. O., 372.) 



Cuando vence un debito separado, es exigible en un 
juicio separado. Por lo tanto, ni un deudor ni un tercero 
pueden alegar falta de jurisdicción porque la cantidad de dos 
débitos separados exceda de la cantidad por que se puede 
demandar en los juzgados de paz. Por otra parte, si una 
deuda es simple, un acreedor no puede dividirla con el ob- 
jeto de hacer que el caso caiga dentro de la jurisdicción de 
un juez de paz. (Villaseñor vs. Erlanger & Galinger y otros, 
19 Jur. Fil., 596.) 

Contra — Demanda. 

No es preciso que la contra-demanda nazea de la acción 
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ejercitada en la demanda, ni que tenga relación alguna con 
la materia del juicio. (Art. 95, Cód. de Proc. Civ.) (Feli- 
ciano y otro vs. Del Rosario y otro, 6 Jur. FiL, 72.) 

D 
Demanda Enmendada. 

Loe demandados presentaron un demurrer contra la de- 
manda, cuyo demurrer fué estimado. Los demandantes 
luego presentaron una demanda enmendada en la que se 
remitían al Exhibit "A" para la descripción del terreno 
litigioso. El Exhibit "A" no obraba unido a la demanda 
enmendada sino que formaba parte de la demanda original. 

Se declara, Que bajo una interpretación liberal de los 
escritos la demanda enmendada debe considerarse como si 
el Exhibit "A" hubiese sido unido a ella materialmente. 
(Cansino y otro vs. Validez y otro, 3 Jur. FiL, 440.) 

Demanda Suplementaria. 

En la fecha en que se entabló esta acción, la cantidad 
garantida por la hipoteca cuya ejecución se pretendía, no 
había vencido aún. Mientras estaba pendiente la acción, y 
antes del juicio, venció dicha cantidad: Se declara, Que ha- 
biendo ocurrido este hecho después de entablada la acción, no 
pudo alegarse en una demanda suplementaria, y que no 
puede sostenerse tal acción poi haberse entablado prematura- 
mente. (Limpangco vs. Mercado y otro, 10 Jur. Fil., 515.) 

Demurrer. 

La presentación de una contestación hallándose pendiente 
de resolución el demurrer del demandado, produce el efecto 
de dejar sin lugar el demurrer. (Magatinge vs. La Electricista, 
2 Jur., Fil., 189.) 



(Mandamus) 

Contra el mandamiento perentorio dirigido a un Juez 
de Primera Instancia a tenor de lo dispuesto en el artículo 499 
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del Código de Procedimiento Civil referente a la aprobación 
de una pieza de excepciones, no es procedente la presenta- 
ción de un demurrer o excepción dilatoria sólo permitida 
en un juicio ordinario. (Cedre y otro vs. Jenkins, 5 Jur. 
Fil., 676.) 



(Mandamus) 

Cabe interponer demurrer contra la solicitud presentada 
para obtener un mandamiento perentorio (mandamus) preci- 
samente como en los juicios civiles ordinarios. 

Es procedente plante ir por medio de demurrer Ja cues- 
tión de si el solicitante tiene otro remedio expedito y eficaz 
que no sea el de mandamus. (Hoey vs Baldwin, 1 Jur. 
Fil., 576.) 

Depositario. 

Aunque se haya apelado de una causa y se haya perfeccio- 
nado la apelación, el Juzgado de Primera Instancia tiene aún 
facultades para ver y decidir una solicitud pira el nombra- 
miento de un depositario. 

En tal caso podrá considerarse la acción como pendiente 
aún, al objeto de la solicitud sobre el nombramiento de un de- 
positario. (Velasco y Cía. vs. Gochuico y Cía. y otros, 12 
G. O., 1720.) • 



El nombramiento y cese de un depositario, según el ar- 
tículo 176 del Código de Procedimiento Civil, no producen' 
la disolución de una sociedad y no alteran lá propiedad 
o el derecho de posesión de los bienes, sus derechos cor- 
porativos, o los derec h os de los accionistas. (Whalen vs. 
Pasig Iron Works, 13 Jur. Fil., 422.) 

E 

Embargo. 

Es regla general que, cuando una persona, en virtud 
de sentencia para el cobro de una deuda, consigue .un 
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embargo contra bienes que resultan haber sido anterior- 
mente vendidos, aunque el comprador no los hubiera de- 
bidamente inscrito a su nombre, este último tiene derecho 
preferente, puesto que el embargo no confiere ningún de- 
recho real. {Galindo y Escosura, sobre Legislación Hipoteca- 
ria, Tomo 2, pag.680), (Aristón vá. Cea, 13 Jur. FiL, 111.) 

Emplazamiento. 
(Demanda) 

Cuando una parte ha sido debidamente emplazada, 
aún cuando no se haya unido al emplazamiento copia al- 
guna de la demanda, debe comparecer y objetar a la com- 
petencia del juzgado. La falta de comparecencia será motivo 
suficiente para que se dicte sentencia en rebeldía. (Paga- 
laran vs. B.d-latan, 13. Jur. FiL, 138.) 

Estoppel. 

Cuando una hipoteca, pagaré u otro instrumento se 
otorga a favor de una corporación como tal, las partes 
otorgantes no pueden negar la existencia corporativa de 1 > 
corporación. El acto de otorgar un pngiré u otro instru- 
mento a favor de una corporación es *una admisión de 
su existencia, y a la persona que celebra tal contrato no 
puede permitírsela que niegue que la corporación, a cuyo 
favor lo otorga, no* está debidamente organizada. (Cámara 
de Comercio China vs. Púa Te Ching, 14 Jur. FiL, 225.) 



Para la existencia del estoppel es necesario no sola- 
mente demostrar cuál fué la conducta de la persona con- 
tra la cual se quiere hacerlo valer, sino que se debe tam- 
bién probar que la persona que pretende tener el estoppel 
a su favor tenía conocimiento de semejante conducta, y fundada 
en ella, arregló sus actos conforme a la misma con perjuicio 
propio. (Fabie y otros vs. Ciudad de Manila, 10 Jur. FiL, 65.) 



Una sociedad mercantil irregular y no inscrita, carece 
de personalidad jurídica como tal para entablar un pleito 
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y obtener sentencia en nombre de la razón social. No 
obstante* los socios de dicha razón social pueden entablaí 
ün pleito mancomunadamente y las personas que negocien 
con la sociedad están impedidas de negar el derecho de los 
socios a hacer otro tanto. (Strachan & MacMurray vs. 
Emaldi, 22 Jur. Fil., 300.) 

Expropiación forzosa. 

Ni la escritura en que consta el precio que se ha pagado 
por una parcela de terreno, ni la prueba del valor de la renta ¡ 
de la misma, por sí solas, son prueba competente para 
fundar en ellas una apreciación del valor del inmueble. 
El verdadero valor de un terreno es el valor en plaza. Por 
valor en plaza se entiende: el precio fijado por el comprador 
y el vendedor en el mercado en el curso usual y ordinario del 
comercio y de la competencia lícita; el precio y valor esta- 
blecido o justificado por las ventas publicas o privadas, en 
la forma ordinaria de los negocios; el precio justo del terreno 
entre uno que quiere vender y otro que desea comprar; el 
precio corriente; el precio general y ofdinário por el que 
puede comprarse y venderse un terreno en una lor»alidad^ 
determinada. Las escrituras tienen peso para probar el v*lor 
en plaza, con tal que se pruebe que se hicieron' en el curso 
ordinario de la competencia y negocios legales, y que los 
precios consignados en dichos documentos eran reales y no 
fijados bajo circunstancias extraordinarias. Una persona 
puede estar más deseosa que otra de conseguir una deter^ 
minarla parcela de terreno, y, por consiguiente, puede estar 
dispuesta a pagar más por él que cualquier otra persona; 
en tal caso, el precio consignado en la escritura no sería 
prueba del valor en plaza. (Manila Railway Co. vs. Fabie, 
17 Jur. Fil., 208.) 

F 

Fiadores. 

Hablando en términos generales, aquel que no ha firmado 
ana obligación no puede ser considerado responsable por ella; 
y el demandado S, que no ha firmado la fianza objeto de 
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este litigio, no puede ser considerado responsable por ella. 
(Molina vs. Somes, 24 .Tur. Fil., 51.) 



El obligado en virtud de una fianza de la naturaleza 
de las otorgadas para suspender la ejecución de una sentencia 
o para los efectos de una apelación, como la transcrita en la 
decisión, no queda liberado de tal obligación por razón 
de aplazamientos de vista acordados con el consentimiento 
de las partes litigantes que éstas creyeron convenientes y 
necesarios en el curso del procedimiento, cuando no hubiere 
alegación o prueba de fraude o connivencia, y cuando tales 
aplazamientos no fueren por un período tan largo que equival- 
gan a una infracción de una obligación, tal vez implícita» 
por parte de aquel en cuyo favor se otorgó la fianza, de 
activar la tramitación del asunto con diligencia razonable. 
(Spreckels vs. Ward, 12 .Tur. Fil., 426.) 



Se dictó sentencia por el Juzgado inferior. Se prestó 
fianza para impedir la ejecución de dicha sentencia mien- 
tras estuviera pendiente la apelación. Perfeccionada 
la apelación, una de las partes presentó una mo- 
ción en el Tribunal de apelación solicitando que fuera 
relevada de responsabilidad en dicha fianza. Se desestimó la 
moción. 

Una fianza es un contrato. Es un contrato anulable 
mediante condiciones resolutorias. Una fianza prestada con*el 
objeto de perfeccionar una apelación para impedir que se 
ejecute una sentencia es un contrato y es tan obligatoria 
para las partes, sujetas a las condiciones en ella señaladas, 
como cualquiera otro contrato. Las partes en esa fianza no 
tienen más derecho a ser relevadas de su responsabilidad, 
sin cumplir las condiciones señaladas, del que tienen eñ 
otro contrato. El relevo de responsabilidad sólo puede ob- 
tenerse de conformidad con los métodos y por las razones 
que establece la ley por las cuales las partes pueden ser 
relevadas en contratos ordinarios. , (Uy Soo Lim vs. Choa 
Tek Hee, 12 G. O., 2542.) 
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Fianza. 

No podrá ejecutarse una fianza dada por unos fiadores 
bajo la condición de devolver los bienes citados en ella, a 
menos que se determine primeramente el valor de dichos 
bienes o se convenga de un modo concreto sobre la cantidad 
de los mismos. (Crame Sy Panco vs. Gonz;iga y otro, 10 
Jur. Fil., 656.) 



Cuando, sin embargo, la fianza para la apelación prestada 
en el juzgado de paz no puede decirse que sea absolutamente 
nula, y se hubiera prestado de buena fe, y no con el mero 
objeto de dilatar la tramitación del asunto, la fianza es su- 
ficiente para conferir jurisdicción al Tribunal de Primera 
Instancia, cuando menos para autorizar alguna enmienda, 
y no debe sobreseerse la apelación sin dar al apelante 
una oportunidad razonable de perfeccionar la fianza cuando 
esta fuere defectuosa, o de prestar una nueva fianza en 
la forma y condiciones que exige la ley. (Tirangbuaya vs. 
Juez de Primera Instancia de Rizal, 14 Jur. Fil., 629.) 

H 
Habeas CORPUS. 

Un Juez de Primera Instancia, por medio de la ac- 
tuación especial de habeas corpus, no está facultado para 
revisar los errores de hecho y de derecho que él cree que 
han sido cometidos por otro Juez en un juicio criminal. 

Ningún Juez debe intervenir mediante el mandamiento 
de habeas corpus, en la causa de un preso que es juzgado 
por otro Juez y mientras la misma está pendiente ante 
el Juzgado. (Yambert vs. McMicking, 10 Jur. Fil., 96.) 

Honorarios de. Abogados. 

En un juicio seguido en virtud de una fianza prestada 
para responder de los daños y perjuicios que se ocasionaren 
por causa de una detención ilegal, los honorarios satisfechos a 
un abogado por la persona perjudicada, para conseguir su 
libertad, pueden ser legítimamente incluidos en los dafios 
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y perjuicios causados por dicha detención ilegal. ^Dragón 
vs. De la Cavada y otros, 9 Jur. FiL, 473. > 



Un abogado no tiene derecho de aplicar a la satis- 
facción de honorarios, que entiende haber devengado, los 
fondos que tenga en su poder como mandatario de la esposa 
de su cliente. (Sarmiento vs. Montagne y Domingaez, 4 Jur. 
FiL, 1.) 

I 
Inhibición. 

Aún cuando una orden expedida por esta Corte en una 
acción de rrmndamus para obligar a un Juez del Juzgado de 
Primera Instancia que proceda a la vista de una causa, 
habiéndose concluido en la acción que el Juez no estaba 
inhabilitado como pretendía y sostenía el, se dirige a aquel 
Juez solo, dicha orden no es óbice a que se vea la causa 
por otro Juez que haya sustituido, ya permanente o tem- 
poralmente, al Juez a quien la orden se dirigió, en la pro- 
vincia en que la acción esté pendiente. (Joaquín vs. Ba- 
rreto, 26 Jur. FiL, 285.) 



Cuando la contestación a una demanda en la que se 
alega la existencia de un matrimonio y se pide un divor- 
cio niega que haya existido matrimonio, el Juez se extra- 
limita de su competencia al conceder a la demandante ali- 
mentos pendente lite, y si trata de compeler obediencia al 
auto por el que se concedan alimentos, la parte perjudicada 
podrá utilizar en defensa el mandamiento de prohibición. 
(Yangko vs. Rohde, 1 Jur. FiL, 419.) 
Interdictos mandatorios preliminares. 

La facultad de otorgar interdictos preliminares, pro- 
hibitorios o mandatorios, es un incidente de las faculta- 
des generales conferidas a I03 Juzgados de Primera Instancia en 
estas Islas como Tribunales de archivo, de jurisdicción general e 
ilimitada, en derecho y equidad. 

Deberá cumplirse lo que la ley prescribe o limita en 
cuanto al ejercicio de esta facultad; fuera de esto, y en 
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casos no previstos o determinados por la ley, estos Tri- 
bunales deberán ejercitar su jurisdicción en la expedición 
de interdictos preliminares, basados en principios sanos apli- 
cables a las circunstancias de cada caso particular, it^ftíéti- 
do en cuenta la naturaleza del recurso y la doctrina y |>rác- 
tic\ establecidas en los Tribunales sobre que ae ha mode- 
lado nuestro sistema judicial. 

La únici limitación impuesta a lo* Juzgados de Primera 
Instancia acerca de la expedición de interdictos preliminares, 
mandato rios o prohibitorios, es la de que habrán de expe- 
dirse de la "manera" o de conformidad con el "método" es- 
tablecido para ello en el Código de Procedimiento Civil. 

Aunque es generalmente impropio expedir interdictos man- 
datorios antes de la .vista definitiva-, sin embargo, en casos de 
urgencia extremada, cuando el derecho sea muy patente, 
cuando militen a favor del solicitante consideraciones de 
inconveniencia relativa, cuando aparezca que hay invasión 
voluntaria e ilegal del derecho del demandante contra su 
protesta y súplica, siendo el daño continuado, y cuando el 
efecto del interdicto mmdatorio sea más bien para restablecer 
y mantener una relación pre-existente y continuada entre 
las partes, reciente y arbitrariamente interrumpida por el 
demandado, entonces existirá la jurisdicción para conceder 
interdictos preliminares man b\ torios para establecer una 
nueva relación. 

No se expedirán interdictos mandatorios preliminares 
cuanio puedan utilizarse, de manera adecuada, los proce- 
dimientos de mandamus, sostenidos por las disposiciones de 
la ley que facultan el pronto despacho de esos procedi- 
mientos; o en cualquier caso en que tenga el -que reclama 
medios adecuados de desagravio sin necesidad de la expedi- 
ción de un interdicto de esta clase. 

Cuando una corporación de servicios públicos, que ha 
adquirido un monopolio sustancial sobre el suministro de 
luz, potencia motriz, agua, trasporte o cosa semejante, ar- 
bitrariamente y con provocación y violación manifiestas dt 
las leyes y reglamentos por virtud de los cuales funciona, 
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pretende hacer distinciones en contra de uno de los que 
dependen de ella en el suministro de e3tas necesidades, y 
sin causa o excusa justas arbitrariamente y con infracción 
manifiesti de un deber continuado, impuesto a ella por la 
ley y sus propios contratos, deja de suministrar tales ne- 
cesidades en condiciones tales que sea procedente un man- 
damus para obligarla a efectuarlo, no puede haber duda de 
que, mientras está pendiente la decisión definitiva en las 
actuaciones de mandamus, el Tribunal en que se tramiten 
tales actuaciones tiene jurisdicción para expedir un inter- 
dicto mandatorio temporal en una causa en que el daño, 
motivo de la reclamación, e3 uno continuado y cuando la in- 
vasión de los derechos del que reclama sufrirían gran daño 
durante la tramitación de I03 procedimientos para ló que no 
hay otro recurso adecuado en el curso ordinario de la ley. 
(Sl.fi. R. and L. Co. vs. Del Rosario y José, 22 Jur. FU., 447.) 

J 

Jurisdicción. 

El hecho de que una imagen de la Inmaculada Concep- 
ción haya estado por muchos años en una iglesia de la 
Provincia de Rizal no priva al Juzgado de Primera Instan- 
cia de Manila de Su competencia para conocer de un juicio 
para la restitución de dicha imagen cuando el demandante 
reside en Manila. (Harty vs. Luna, 13 Jur. Fil., 32.) 



La demandante, una compañía ferroviaria, entabló una 
acción en el Juzgado de Primera Instancia de la Provincia 
de Tárlac sobre expropiación de ciertos terrenos que se de- 
cía en dicha demanda estaban situados en la Provincia de 
Tárlac. Después de la presentación de la demanda, la de- 
mandante tomó posesión de los terrenos en ella descritos, 
construyó su línea, estaciones y estaciones de término, y 
puso la misma en explotación. Nombráronse comisisnados 
para justipreciar el valor de los terrenos así expropiados. 
Celebraron varias sesiones, practicaron considarables pruebas 
y, por último, presentaron su informe. Después de presen- 
tado éste en el Juzgado, la demandante notificó a los de- 



mandados que en cierta techa presentaría una moción al Juz- 
gado pidiendo que se sobreseyera la acción bajo el fundamento 
de que el Tribunal carecía de competencia para conocer de 
la materia litigiosa, habiendo averiguado recientemente la de- 
mandante que los terrenos que se trataban de expropiar es- 
taban situados en la Provincia de Nueva Ecija, en vez de la 
de Tárlac, según se alegaba en la demanda. La moción fué 
vista y después de madura deliberación el Juez sobreseyó la 
moción bajo el fundamento de que dado que los terrenos des- 
critos en la demanda estaban situados en la Provincia de Nue- 
va Ecija en vez de la de Tárlac, el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de la Provincia de Tárlac carecía de competencia para 
conocer de la materia litigiosa. Se declara: Que el Tribu- 
nal a quo incurrió en error. 

Los artículos 55 y 5ft de la Ley No. 136 de la Comisión 
de Filipinas confieren a los Juzgados de Primera Instancia 
plena y perfecta jurisdicción sobre todos los terrenos compren- 
didos en las Islas Filipinas. Dicha jurisdicción no se hace 
depender de la localidad. No hay limitación alguna. Es uni- 
versal. Por lo que a la jurisdicción sobre la materia litigiosa 
atañe, el Juzgado de Primera Instancia de una provincia puede, 
caso de no haber oposición por ninguna de las partes, cono- 
cer de una acción relativa a terrenos situados en otra provincia. 

Ciertas leyes confieren jurisdicción. Otras establecen el 
preved i miento mediante el cual dicha jurisdicción se hace efec- 
tiva. El objeto del procedimiento no es el de restringir la 
jurisdicción del Tribunal sobre la materia litigiosa-, sino con- 
ferir tal jurisdicción de una manera efectiva. La jurisdicción 
dei Tribunal sobre la materia litigiosa existía y estaba fi- 
jada antes de que el procedimiento en un caso concreto 
comience. El procedimiento no altera o cambia tal poder o 
autoridad. Simplemente regula la forma como debe ejer- 
citarse. En cuanto a la materia litigiosa, nada puede al- 
terar la jurisdicción del Tribunal. Ninguna de las partes 
en el pleito puede aumentarla o disminuirla o decir cuándo 
se ha de ganar o perder, Por otra parte, las cuestiones 
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de procedimiento civil, hablando en términos generales, de- 
penden de la voluntad de las partes. 

La determinación del lugar en que procede ejercitar 
la acción es cosa más bien procesal que sustantiva. Se 
refiere a la jurisdicción del Tribunal sobre la persona, más 
bien que a la materia litigiosa. Lis disposiciones legales 
relativas a la misma no se propusieron restar nada a las 
facultades del Tribunal, sino más bien conceder algo a una o 
ambas partes. Crearon una relación, no entre el Tribunal y la 
materia litigiosa, sino entre el demandante y el demandado. 

El artículo 377 del Código de Procedimiento Civil que 
dispone que las acciones relativas a bienes inmuebles se 
entablarán en la provincia en que radique el terreno en- 
vuelto en el pleito, total o parcialmente, no afecta a la 
jurisdicción de los Juzgados de Primera Instancia sobre ej 
terreno en sí, sino que se refiere simplemente a los de- 
rechos personales de las partes en cuanto al sitio donde 
se ha de celebrar el juicio. 

La Comisión de Filipinas ha conferido en los términos 
más latos a los Juzgados de Primera Instancia jurisdicción 
ilimitada sobre bienes inmuebles situados en las islas Fili- 
pinas, por la Ley No. 136, y tal jurisdicción no debe 
declararse rescindida excepto en virtud de una ley igual- 
mente expresa o tan evidentemente incompatible con ella 
que equivalga a otro tanto. 

La determinación del lugar donde procede ejercitar la 
acción, no está relacionada con la jurisdicción sobre la ma- 
teria litigiosa, y los derechos de los demandados con res- 
pecto a ella tal cual están conferidos por el artículo 377 
antes mencionado, pueden renunciarse expresa o implícita- 
mente. La Ley No. 136 antes aludida, habiendo conferido 
la jurisdicción más plena y completa posible a los Juzga- 
dos de Primera Instancia en lo relativo a bienes inmuebles 
en las Islas Filipinas, el artículo 877 de referencia no debe 
interpretarse o entenderse en el sentido de que limita di- 
cha jurisdicción, por cuanto que no contiene disposiciones ex- 
presas en este sentido. 



Es un principio general el de que una persona puede 
renunciar cualquier derecho que la ley le confiere a menos 
que dicha renuncia esté expresamente prohibida, o el de- 
recho conferido sea de tal naturaleza que su renuncia sea, 
contra el orden público. Este derecho a renunciar está tan 
ampliamente establecido y lo estaba al entrar en vigor el 
Código de Procedimiento Civil, que su ejercicio por un de- 
m andado en relación al lugar donde procede ejercitar 
la acción no se declarará limitado por el artículo 377 
sin una disposición evidente al efecto. No habiendo parte 
alguna de dicho artículo lo bastante terminante para pro- 
ducir tal resultado, dicho artículo no limita el derecho del 
demandado a renunciar el privilegio a el conferido en el mis- 
mo. Si las partes consienten en ello, no hay razón legal al- 
guna por la cual el Juzgado de Primera Instancia de Manila 
no pueda conocer y resolver acerca de una controversia que 
afecte a la propiedad o interés sobre bienes inmuebles situa-- 
dos en llocos Norte, o en otra provincia cualquiera. 

La expropiación de terrenos por una compañía ferrovia- 
ria se rige por las leyes especiales relativas a aquella y las 
disposiciones del artículo 377 del Código de Procedimiento Ci- 
vil que tratan de la determinación del lugar dónde procede 
ejercitar la acción, en actuaciones de expropiación en general, 
no son aplicables a la acción entablada por una compa- 
ñía ferroviaria para expropiar terrenos. El artículo 377 se pro- 
puso simplemente abarcar acciones relativas a la expropia- 
ción de terrenos cuando el de que se trata es, compara- 
tivamente hablando, de una extensión única y compacta. 
No tuvo por objeto resolver una situación creada por una 
acción sobre expropiación de terrenos contiguos que se ex- 
tiendan desde un extremo a otro del territorio. 

En una acción entablada por una compañía ferroviaria 
para expropiar terrenos, aunque, con el consentimiento del 
demandado, expreso o tácito, puede entablarse la acción 
y verse el asunto en cualquier provincia que elija el de- 
mandante, siempre que sea una en la cual el terreno que 
se trata de expropiar, o alguna parte del mismo esté si- 
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tuada, sin embargo, los demandados que tienen terrenos si- 
tuados en otra provincia o cualquiera de dichos deman- 
dados, puede, mediante oportuna petición al Tribunal, exi- 
gir que el lugar en que ba de verse la acción en cuanto 
a sus terrenos o su terreno, si se trata de uno solo, sea 
trasladado a la provincia en que sus terrenos, o su terreno, 
estén situados. En tal caso la acción, en cuanto a todos los 
demandados que no se oponen, continuará en la provincia 
donde primitivamente se inició; pero se interrumpirá en cuan- 
to a los demandados que se opusieran y se ordenará que siga 
ante el Juzgado de la provincia o provincias correspondientes. 

Habiendo la demandante entablado la acción, necesaria- 
mente se sometió a la jurisdicción del Tribunal. Se aprove- 
chó de la situación que ella misma se había creado para to- 
mar posesión de los terrenos descritos en la demanda, cons- 
truyó su línea., desvíes, estaciones, "yarda" y estaciones ter- 
minales y llevó el asunto por dos años de costoso litigio. No 
puede permitírsela ahora que anule todo lo hecho alegando 
su propia negligencia, como motivo para ello. Bajo tales cir- 
cunstancias la demandante está impedida de alegar que el 
Juzgado carecía de competencia sobre el asunto. (Manila Rail - 
road Co. vs: Fiscal General, 20 Jur. Fil., 588.) 

(Arbitraje) 

Una cláusula en un contrato que disponga que todos los 
asuntos en disputa entre las partes habrán de someterse ex- 
clusivamente a arbitros para su arreglo sin intervención judi- 
cial, es contrario al interés público y no puede limitar la ju- 
risdicción de los Tribunales. (Wahl, etc., vs. Donaldson, Sims 
y Cía., 2 Jur. Fil., 817.) 



(Convenio) 

La ley no auturiza a los litigantes a someterse anticipa- 
damente, mediante convenio previo y expreso, a la jurisdic- 
ción de un Juzgado determinado en perjuicio de la competen- 
cia que por ley corresponde a otro Juzgado distinto. Todo 



37 

convenio expresamente estipulado con el objeto de privar a 
un Juzgado de la competencia atribuida al mismo por la ley es 
ineficaz y no puede surtir efecto alguno Jegal en derecho. (Mo- 
lina vs. De la Riva, 6 Jur. Fil., 12.) 

L 

Lttts-pendenoia. 

Aunque el Tribunal del Registro de la Propiedad de- 
cidiera que el terreno en cuestión no podía ser registrado 
a nombre del solicitante, bajo el fundamento de que las 
pruebas demostraban que pertenecía al opositor, sin embargo, 
dicho terreno no podría ser registrado a nombre del último 
en las mismas actuaciones por no tener el Tribunal jurisdicción 
o facultades, según la ley, para hacerlo así. 

En un asunto sobre registro de terreno, el único me- 
dio mediante el cual el opositor puede obtener un remedio 
afirmativo es el de hacerse solicitante. 

Pueden estar pendientes en el mismo Tribunal, a la 
vez y entre las mismas partes, dos actuaciones para el re- 
gistro del mismo terreno. No puede prosperar la alegación 
de litis-pendencia en el Tribunal del Registro bajo tales 
circunstancias. (Tecson- vs. PP. Dominicos, 19 Jur. Fil., 83.) 

M 

Man d am us. 

No procede el recurso de mandamos para obligar a un 
Juzgado de Primera Instancia a expedir un mandamiento 
de ejecución en virtud de una sentencia definitiva, confir- 
mada en apelación por la Corte Suprema, cuando se ha 
impedido al demandante, por medio de un interdicto pro- 
hibitorio preliminar, verificar el cobro de la sentencia, in- 
terdicto expedido por el mismo Juzgado de Primera Ins- 
tancia en un litigio en el que dicho Juzgado tenía com- 
petencia tanto sobre las partes como sobre la materia del 
litigio. (Behn, Meyer & Co. vs. Juzgado de 1.a Instancia, 
13 Jur. FU., 135.) 



B había sido elegido por los accionistas de una corporación 
bancaria como miembro de la junta directiva. El presi- 
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dente y miembros' de dicha junta trataron de privarle a 
B de su derecho a participar en los negocios de dicha cor- 
poración como miembro de la expresada junta, basados en 
la teoría de que había renunciado a su calidad de miem- 
bro. Se declara: Que las pruebas presentadas no eran sua 
ficientes para demostrar que B había renunciado su cargo 
de miembro de dicha junta y que por consiguiente teñí- 
derecho a ser repuesto como tal miembro y a participar en 
los negocios de la junta como miembro. B no había per- 
dido su derecho a actuar con la junta a menos y hasta 
que hubiera renunciado. Se declara además: Que una re- 
nuncia por un miembro de una junta directiva puede ser 
tanto verbal como por escrito. Deberá aparecer, sin em- 
bargo, que él positiva y afirmativamente indique su inten- 
ción de renunciar. Si existiere la más ligera condición in- 
cluida en esta renuncia no será entonces una renuncia hasta 
que la condición se cumpla o ejecute. Una mera manifes- 
tación por un miembro de una junta directiva acerca de 
que se retira de la junta o de que ya no quiere nada 
con el cargo, no es suficiente, por sí misma, para funda- 
mentar en ella una renuncia absoluta. Si la renuncia fue- 
re absoluta e incondicional no se requiere aceptación for- 
mal de la misma; ni se riquiere tampoco que se haga cons- 
tar en el acta de la junta esa renuncia. Es suficiente, si 
constan los hechos, que el interesado haya renunciado absolu- 
ta e incondicionalmente. (Brías vs. Hord, 24 .Tur. Fil., 298.) 

Mandato. 

Vendida en f*l,500 una finca por una persona que re- 
sultó luego que no es dueña del inmueble si al ser inte- 
rrogado en el proceso criminal instruido contra el vende- 
dor el verdadero propietario de dicha finca manifestó que 
en efecto había consentido en que se efectuase aquella venta, 
por lo que fue absuelto de la acusación el referido vendedor 
no es lícito ni lo es permitido al mencionado propietario 
retractase y negar después su anterior declaración prestada 
bajo juramento expresivo de que había consentido dicha 
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venta verificada por un tercero, pariente suyo. (Arts. 1709, 
1710 y 1727, Cód. Civ.) 

La declaración prestada bajo juramento por el propietario 
de la finca en la causa por estafa, determinó la absolución 
del acusado borrando el engaño que en un principio apare- 
cía cometido en perjuicio del comprador, y vino a confirmar 
y ratificar la venta efectuada, y por esta razón se halla el 
propietario obligado a cumplir las obligaciones contraídas por 
su gestor que efectuó la venta como si hubiera precedido au- 
torización y mandato expreso dado por escrito. 

Aún en el caso de que el propietario de la finca no 
haya autorizado previamente a su pariente a que pudiera 
realizar la venti de la misma, y de que el mencionado 
consentimiento fuere posterior al acto, cuando es hecho jus- 
tificado qne el dueño del inmueble aprobó lo hecho por 
su 'pariente quien, al venderlo, obró como gestor de sus 
negocios, la ratificación que dicho propietario hizo después 
al prestar su aprobación y consentimiento en la mencio- 
nada venta produjo los efectos de un mandato expreso pu- 
rificando así el contrato celebrado, por el que no tenía au- 
torización ni representación legal para ello, de los vicios 
de que adoleciera el mencionado contrato de venta en el 
momento de su celebración. (Arts. 1259 y 1313, Cód. Civ.) 

La acción de nulidad que pudo haberse entablado en 
un principio quedó legalmente extinguida desde el momento 
en que el referido contrato de venta fué ratificado y confir- 
mado válidamente, f Art. 1309, Cód. Civ.) (Gutiérrez Her- 
manos vs. Orense, 13 G. O., 83.) 

N 
Notarios Públicos. 

La fe de conocimiento que, conforme a la legislación 
vigente, hace constar el notario al refrendar un documento, 
no es la fe de conocimiento que la legislación notarial es- 
pañola exigía al notario para autorizar o legalizar un do- 
cumento. Conforme a la legislación notarial española, debía 
ser conocimienio personal de antemano o sea anterior al 
otorgamiento, y si no le tenía el notario, se suplía por dos 
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testigos de conocimiento, y así se hacía constar en el instru- 
mento. Conforme a la legislación vigente, el conocimiento 
de que da fe el notario es el que adquiere en el acto "por 
ser la persona que otorgó el documento preinserto." (Chiu 
Yuco y Chiu Juaneo vs. Pore, 20 .Tur. Fil., 394.) 

p 

Partes, Multiplicidad de. 

El artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, que 
se refiere a los asuntos en que hay multiplicidad de par- 
tes interesadas, y que dispone que, en ciertas circunstan- 
cias, una o más de dichas partes pueden demandar o ser 
demandadas en beneficio de las demás, no es aplicable a 
las acciones entabladas para la reivindicación de bienes in- 
muebles. Esta clase de acciones debe siempre entablarse por 
los mismos interesados y a nombre de todos y cada -uno 
de ellos a fin de que, como preceptúa el artículo 114 de 
dicho Código, haya una determinación completa de todas las 
cuestiones en litigio. (Rallonza vs. Evangelista, 15 Jur. Fil. , 
547.) 

Pautes Litigantes. 

Se alega en la demanda y se probó durante el juicio 
que uno de los demandantes era responsable con los de- 
mandados del pago del crédito enjuiciado. No se le in- 
cluyó como demandado. Se declara, Que hallan dose este 
individuo ante el Tribunal quedaría obligado por la senten- 
cia dictada por el Juez resolviendo los derechos de todas 
las partes interesadas en el asunto, y que era indiferente 
que hubiese comparecido como demandante o demandado. 
(AngSeng Quen y otros vs. Te Chico y otros, 7 Jur. Fil., 580.) 



S. cedió al demandante B. las acciones que le com- 
petían contra el demandado, y en su virtud B. entabló 
este pleito como único demandante. Se probó en el juicio 
que la cesión se hizo sin causa y que S. era el verdadera- 
mente interesado: Se declara, que el Juez no incurrió en 
error al acordar que se enmendara la demanda incluyendo a 
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S. como codemandante de B. (Art. 110 del Código de Pro- 
cedimiento Civil.) (Brocal vs. Molina, 5 Jur. Fil., 531.) 



Se otorgó un pagare a favor de N. T. H. & Co., quienes 
luego a su vez lo endosaron a uno de sus socios, el cual lo 
volvió a endosar en blanco. Tanto el primero como el segundo 
endoso se hicieron después de vencido el pagare y ni uno ni 
otro han concurrido con la entrega ni el pago. La demandada . 
alega que la sociedad demandante no es la verdadera parte 
interesada: Se declara, Que la transacción no está regida 
por las disposiciones del Código de Comercio sino por las 
del Código Civil, y que, como los' endosos no han trans- 
ferido la propiedad, el pagare continuó perteneciendo a la 
sociedad que es la parte a cuyo favor se ha expedido pri- , 
mitivamente. (Haahirn & Co. vs. Testamentaría de Kernan, 
11 Jur. Fil., 448.) 
f ■ ; 

El Juzgado sentenciador declaró nula y de ningún va- 
lor una concesión del Estado, y declaró además que el te- 
rreno era de la propiedad del Estado, aunque este no era parte 
en* el litigio. Esto constituyó un error. Los Tribunales no 
están facultados para conceder remedios a los que no se 
hallan debidamente ante ellos y que no piden tales reme- 
dios . ( M ad*. riaga vs . Cast ro , 20 Ju r . Fil . , 570.) 



Una de las demandantes era casada, pero su marido no 
fué incluido con ella en 'a demanda. El objeto del litigio 
era, entre otras cosas, cobrar daños y perjuicios por el uso 
de ciertos bienes inmuebles pertenecientes a la mujer: Se 
declara r Que el marido tenía un interés directo en los daños 
y perjuicios reclamados, y era, por consiguiente, parte ne- 
cesaria en la acción, según el artículo 115 del Código de 
Procedimiento Civil. (Arts. 1385 y 1401, Cód. Civ.) (Quison 
vs. Salud, 12 Jur. Fil., 112.) 



El principal que ordena a su agente que extienda y fir- 
me un pagaré en su concepto de tal en fu presencia, será 
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responsable en cualquier- juicio que se entablare para su 
cobro sin que . sea necesario hacer parte al agente para que 
prospere la acción. (Lo Sui vs. Wyatt. 5 Jur. Fil., 519.) 



Una sociedad colectiva puede sostener una acción a, 
nombre propio sobre un 'contrato celebrado por uno do 1 )s 
socios en su nombre particular solamente. (Taason y otro 
vs. Zamora e hijos, 2 Jur. Fil., 322.) 



(Arrendamiento) 

Una acción para el cobro de daños y perjuicios con- 
tra el ocupante de un edificio que ilegalmente detenta el 
mismo, no puede ejercitarse por el arrendatario de dicho 
edificio que no ha tenido nunca posesión de la fines en 
virtud del contrato de arrendamiento, por no existir entre 
las partes litigantes relación jurídica alguna. (Donaldson, 
Sim & Co. vs. Smith, Bell & Co., 2 Jar. Fil., 803.) 



(Sociedad mercantil) 

Los miembros de una sociedad mercantil cuya escritura 
social no ha sido inscrita en el registro mercantil, puedan 
sostener, como individuos particulares, una 'acción en bene- 
ficio *de la sociedad. (Ang Seng Quen vs. Te Chico, 12 Jur. 
Fil., 565.) 

Pieza de excepciones. 

L03 apelantes que piden que se anule o se modifique 
una sentencia del Juzgado inferior por haber admitido o re- 
chazado ciertas pruebas documentales, deben hacer de dichas 
pruebas documentales una parte de la pieza de excepciones, 
haya sido admitido o no tal . documento en el juicio por 
el Juzgado inferior, con objeto de que esta Corte pueda 
teiier. ante sí todos los hechos presentados al Juzgado inferior. 
(Ayala vs. Valencia. 5 Jur. FiL, 189.) 



Cuando al presentarse excepción contra una sentencia 
se ha sol|citaio a la vez la anulación de la mism i y la 
celebración de nueva vista por motivos señalados por la ley 
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procesa], si la pieza de excepciones no se presentare por 
la parte recurrente dentro de los diez días siguientes con 
motivo de que el Juez dejó de proveer hasta mucho des- 
pués la petición de nulidad del fallo y la celebración de 
nueva vista, no por e30 quedará ciducado su derecho, siem- 
pre que la «pieza fuere exhibida dentro de los 10 días si- 
guientes a la fe^ha de la resolución, desestimando dicha pe- 
tición de nulidad y de nueva vista. (García vs. Amblery otro» 
4 Jur. Fil., 81.) 



Xo es preciso que la pieza de excepciones sea presen- 
tada para su aprobación durante el mismo período de sesio- 
nes en que recayó la sentencia. 

El plazo de diez días de que habla el artículo 143 del 
Código de Procedimiento Civil para la presentación de la 
pieza de excepciones, para su aprobación, después de hecha 
la notificación de la intención de instar la misma, puede pro- 
rrogarse por* orden del tribunal o por consentimiento de las 
partes. (Gómez García vs. Hipólito y otros, 2 Jur. Fil., 766.) 



M t ntabló una acción en el Juzgado de Primera Instan- 
cia contra C sobre divorcio y partición de los bienes ganan- 
ciales. El Juez después de oir las pruebas, decretó el divor- 
cio en favor de M, y nombró una comisión para que hicie- 
ra, un inventario de los bienes de la sociedad conyugal, y 
diera cuenta al Tribunal, al objeto de proceder a la partición 
de diches bienes. C se excepcionó de la sentencia de divor- 
cio, y, sin esperar a que m se hiciera la partición de los bie- 
nes de la sociedad conyugal, presentó una pieza de excepcio- 
nes que le fué admitida. Después que la pieza de excep- 
ciones se recibió en la Corte Suprema, M presentó una mo- 
ción pidiendo que la apelación de C fuera desestimada bajo 
el fundamento de que la sentencia del Juez de Primera Ins- 
tancia no era definitiva: Se declara, Que debe accederse a 
lo solicitado en la moción, por razón de que el Juez no ha- 
bía resuelto más q lé parte, tle la. cuestión presentada y que 
.Ja sentencia apelada no fallaba de una manera definitiva la 



41 " 

acción o procedimiento en aquel caso; que las piezas de ex- 
cepciones tan sólo deben admitirse en los casos de sentencias 
definitivas en que se falle definitivamente también la acción 
o procedimiento pendiente en primeía Instancia. ^Montema- 
yor vs. Cunanan, 14 Jur. Fil., 465.) 



Uno de los Jueces áú Juzgado de Primera Instancia de 
Manila, rehusó, en 25 de Julio, aprobar una pieza de excep- 
ciones. El apelante presentó la misma pieza en 27 de Agosto a 
otro Juez de dicho Juzgadr, y este la aprobó: Se declara, 
Que la pieza de excepciones debe declararse mal admitida. 
(Reyes vs. Siguion y otros, 4 Jur. Fil., 644.) 

Cuando ambas partes, demandante y demandado, se han 
excepciomdo contra el fallo del Juez, cada uno de ellos debe 
presentar su respectiva pieza de excepciones con la corres- 
pondiente relación de errores porque estos, sin dicha pieza, 
no serán tomados en consideración, ni podrá el Tribunal 
revisar la decisión apelada respecto a las Cuestiones plantea- 
das, por el apelante, quien se presume que ha renunciado 
a su dereoho y desistido del recurso interpuesto, colocan 
dose en la situación del que no se ha excepcionado contra 
una sentencia, la cual por tal motivo adquirió carácter firme 
por misterio de la ley y es susceptible de ejecución. (Ull- 
man vs. Ullman y Cía., 10 Jur. Fil., 466.) 

Prescripción. 

La prescripción no puede objetarse en demurrer. La ob- 
jeción de que. la causa de acción está prescrita en virtud de 
la ley de prescripciones no puede alegarle en demurrer, sino 
que debe oponerse como defensa en la contestación a la de- 
manda. (Domingo vs. Osorio, 7 Jur. Fil., 419.) 

Procf:dtmiento en las acciones ctviles, El. 

El procedimiento en las acciones civiles está prescrito 
por el Código de Procedimiento Civil y debe cumplirse. Es 
una ^cuestión de orden e interés públicos que no puede en 
manera alguna ser modificada o regulada por convenios o es- 



45 

tipulaciones entre las partes de un juicio. (Arzadón vs. Ar- 

zadón, 15 Jur. Fil., 81.) 

Pruebas. 

Aunque es un hecho bien sabido que las notas taqui- 
gráficas tomadas por un taquígrafo no pueden siempre ser 
leídas y transcritas por otro, sin embargo, cuando los taquí- 
grafos usan el mismo sistema de taquigrafía las notas toma- 
das por uno pueden ser leídas por otro que esté familiarizado 
con ese sistema. En el caso de autos el taquígrafo que tomó 
las notas taquigráficas falleció antes de que las mismas fue- 
ran transcritas. Fueron transcritas por otro taquígrafo que usa- 
ba el mismo sistema. Se declara: Que, en vista del certificado 
del taquígrafo que transcribió las notas y a falta de prueba ten- 
diente a demostrar que la transcripción no en correcta, de- 
berá aceptarse la transcripción como transcripción verdadera 
y correcta de las notas tomadas de las pruebas aducidas 
durante la vista de la causa. (Estados Unidos vs. Choa 
Tong, 22 Jur. Fil., 584.) 



Tanto los recibos de la contribución territorial como 
las declaraciones de propiedad hechas para los fines del 
amillaramiento, cuando no están corroborados por otras prue- 
bas positivas, no son pruebas del derecho a la posesión de 
bienes inmuebles; pero," cuando la persona que alega el tí- 
tulo presenta una escritura otorgada a su fa^or por el primitivo 
dueño, los recibos y las declaraciones de referencia demues- 
tran en cierto modo la buena fe del que ocupa y retiene 
la posesión del terreno en cuestión. (Elumbaring vs. Elum- 
baring, 12 Jur. Fil., 394.) 



En un pleito de tercería de dominio, no es improcedente 
la admisión de un documento privado expresivo de un con- 
trato de compraventa, para hacer valer los efectos del mismo 
contra el que ha obtenido el embargo' de la cosa vendida, cuan- 
do este no ha adquirido sobre ella ningún derecho real, ni 
algún gravamen, y sólo tiene acción personal contra el anterior s 



dueño para el cobro de na crédito. (Guillermo vs. Matienzo 
y otros, 8 .Tur. Fil., W$.) 



El mero hecho de que ciertos bienes hayan sido embarga- 
dos como de la propiedad del demandante, no es prueba con- 
tra una person que no e^ pirte en el embargo, de que eJ 
demandante es dueño de los citados bienes. (Mendoza y 
otros vs. Nabong y otros, 9 Jur. Fil., 700.) 



Los libros de contabilidad, aún cuando no hayan sido lle- 
vados con arreglo a las disposiciones del Código de Comercio, 
pueden admitirse como prueba si están comprendidos en al- 
guno de los casos de la regla referente al manuscrito de 
difuntos o pueden ser utilizados por un testigo para ayudar 
a su memoria. (Tan Machan vsT De la Trinidad y otras, 
•HMur. Fil., 708.) 

R 
Rebeldía. 

Habiéndose hecho entrega debidamente del emplazamiento 
al demandado, y no compareciendo éste dentro del término 
lijado en dicho emplazamiento, no será preciso esperar a que 
trascurra el término para contestar para que pueda dictarse 
sentencia en rebeldía. (Behn Meyer & Co. vs. Arnalot Hermanos, 
71 Jur. Fil., 761.) (Wolfson vs. Chinchilla, 8 Jur. Fil., 470.) 

Reivindicación. 

La acción reivindicatoría es esencialmente distinta de 
lfl denominada acción plenaria de posesión y en manera al- 
guna podrá confundirse con ésta en razón á que amella 
tiene por objeto recuperar el dominio de la eos i como pro- 
pietario de la misma, y la ¡icción plenaria de posesión sólo 
tiene por objeto la restitución de la posesión de una cosa, 
cuya posesión ha perdido hace más de un año, por no 
serle ya posible ejercitar la acción íestitutoria establecida 
en el artículo 80 del Código de Procedimiento Civil.. (Del Ro- 
sario vs. Celosia, 2(> Jur. Fil., 426.) 

Res .vhjrDicATA. 

Los daños y perjuicios irrogados con motivo de haberse 
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conseguido el nombramiento de un depositario judicial sin 
causa suficiente que lo justifique, deben determinarse y de- 
clararse en los mismos autos en que el depositario fué nom- 
brado, y si se hubiere dictado sentencia definitiva en di- 
chos autos, la cuestión de daños y perjuicios fundada en tal 
supuesto, es cosa juzgada. (Art. 177, Cód. de Proc. Civ.) (Yap 
Unki vs. Chua Jamco, 14 Jur. Fil., 617.) 

Rescate. 
(Hipoteca) 
No existe derecho' de rescate a favor del deudor hipo- 
tecario después de ejecutada la venta de los bienes hipo- 
tecados y de la confirmación de la misma por el Juzgado. 
(Benedicto vs. Yulo, 26 .Tur. Fil., 167,) 

S 
Sentencia. 

Cuando por esta Corte se dicta una sentencia en favor 
del. apelante fundada tan sólo en uno de los varios errores 
señalados y esta sentencia es revocada posteriormente por 
el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, al considerar tan 
sólo ese mismo error y se devuelve el asunto a esta Corte 
para ulteriores trámites no incompatibles con la decisión de 
aquel Tribunal, esta Corte está facultada para considerar y 
decidir los errores señalados por el apelante en su apelación 
origina] que no hayan sido resueltos ni por la sentencia de 
esta Corte ni por la del Tribunal Supremo de los Estados Uni- 
dos. (De la Rama vs. De la Rama, 7 Jur. Fil., 765.) 



Cuando los administradores sucesivos permiten que una 
sentencia de desahucio en contra de sus inquilinos quede 
sin ejecución durante un plazo largo, reconociendo como ta- 
les a dichos inquilinos, la sentencia pierde su fuerza l eje- 
cutoria y no puede ser ejecutada. 

Después de perdida la fuerza ejecutoria de una senten- 
cia de desahucio por hafyer reconocido el arrendador a 
los arrendatarios como tales, al faltar 'estos de nuevo al cum- 
plimiento de la obligación de satisfacer los alquileres, este 
hecho no hace revivir la primitiva sentencia y es preciso 
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presentar nueva demanda. (Enriquez vs. Watson y Cía., 1 
Jur. FiL, 45.) 



Un Juez del Juzgado de Primera Instancia de Manila 
sobreseyó esta causa con relación al demandado A, conti- 
nuándola, sin embargo, con respecto al demandado C. Más 
tarde, el 30 de Abril, otro Juez del mismo Juzgado dictó 
una sentencia contra C y también contra A, con respecto 
al cual se había sobreseído la causa. El 4 de Junio un ter- 
cer Juez del mismo Juzgado anuló la parte de la sentencia 
de 30 de Abril referente a A: Se declara, Que esta última 
sentencia de 4 de Junio no fué errónea. (Moguer vs. Car- 
bailo y otro, 5 Jur. FiL, 202.) 



El Juez de Primera Instancia ante el cual se practi- 
caron las pruebas en este asunto dimitió su cargo sin haber fa- 
llado el pleito. Otro Juez del mismo Juzgado teniendo a la 
vista todas las pruebas así practicadas ante el primer Juez 
dictó sentencia definitiva: Se declara, Que esta senten- 
cia no era nula porque los testigos no hubiesen declarado 
ante el Juez que la dictó. (Ortiz vs. Aramburo y otros, 8 
Jur. FiL, 96.) 

Sobreseimiento. 

El sobreseimiento de un juicio con costas al demandado 
ha de entenderse que es un sobreseimiento sine die, y 
que defii itiva y concluyentcmente da fin a la reclama- 
ción o petitoria de la demanda, a menos que el Fobresei- 
miento se haya decretado de conformidad y por virtud de 
las disposiciones del artículo 127 del Código de Procedimiento 
Civil. (Ya^ngko vs. De Asis, 22 Jur. FiL, 205.) 

Testamentaría. T 

(Reclamaciones) 

La comisión nombrada al objeto * de admitir las recla- 
maciones que se presenten contra los bienes de un difunto, 
no está facultada para considerar o admitir reclamaciones 
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contra la testamentaría nacidas después del fallecimiento del 
finado. (Philippine Trading Qom pan y contra Crossfield, 5 Jur. 
Fil., 419.) Los Tribunales cpmpetentes en materia de testamen- 
ta rías deben velar siempre con el m^yor celo por los intereses de 
los bienes pertenecientes a las mismas y cuando en los ac- 
tos realizados por cualquiera que esté relación» do con la 
administración de aquéllos hubi< se intervenido el más ligero 
fraude, dichc s Tribunales intervendrán para remediar cual- 
quier perjuicio que con tal motivo se hubiere irrogado a la 
testamentaría. (Darii.no vs. Fernández Fidalgo, 14 Jur. 
Fil.- 62.) 

Testamento. 

La cuestión de si un testador y Jos testigos de un su- 
puesto testamento firmaron éste en presencia unos de otros, 
no depende de la prueba del hecho de que su vista estu- 
viera materialmente fij i en el papel en el acto de estam. 
parse la firma, sino que en dicho acto existían, condiciones, 
y su situación, con relación unos de otros, era tal que con 
sólo volver la vista en la dirección conveniente podían verse 
firmar unos a otros. 

Si se hubiera probado que un testigo de un testamento 
se hallaba en una habitación exterior, al tiempo en que e\ 
testador y. los otros testigos estamparon su firma en el tes- 
tamento en una habitación interior, S3 hubiera considerado 
nulo el -testamento, puesto que la firma del mismo, bajo 
tales circunstancias, no se habría verificado "en presencia" 
del testigo que se hallaba en U habitación exterior. (Ñera 
vs. Rimando, 18 Jur. Fil., 457.) 

Testigo. 

(Esposo) . . . 

El esposo de una de las demandadas declaró como tes- 
tigo en favor- del demandante contra la oposición y sin el 
consentimiento de aquélla. La esposa no apeló de la sen- 
tencia dictada contra ella : Se declara, Que los otros de- 
mandados que apelaron no podían invocar aquella objeción, 
(Ortiz vs. Áramburo y otros, 8 Jar. FU., 96.) 
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DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 

C 

Ciudadanía. 

Hay una gran diferencia entre los varios Estados en 
cuanto a la ciudadanía de los hijos nacidos de extranjeros en 
el Estado, afirmando algunos el principio del jus solí y otros 
el del jus sanguinis. 

Se evitan generalmente los conflictos por el tácito con- 
sentimiento de cada nación en no hacer uso de su autoridad 
sobre tales personas mientras permanezcan en territorio ex- 
tranjero, y en no oponerse a que se ejerza la soberanía sobre 
ellas por la otra, mientras residan dentro de sus límites. 

Como solución definitiva de la cuestión, casi todos los es- 
tados soberanos han reconocido el principio de que el indivi- 
duo, al llegar a la mayor edad, tiene el derecho de optar ei\- 
tre el país de su nacimiento y el de origen de sus padres. 

Según los principios que rigen tal derecho de opción, tal 
como aparecen en la Legislación y Reglas del Departamento de 
Estado de los Estados Jnidos, dicho individuo, si re- 
side en el país de origen de su pxdre, al llegar a la 
mayor edad, debe ejercitar su derecho de opción en breve 
plazo si desea conservar su ciudadanía americana, regresando 
prontamente a los Estados Unidos. 

El solicitante nació en las Islas Filipinas de padre chino 
y madre filipina y salió para China a la edad de cinco 
años, quedándose allí hasta su regreso a las Islas Filipinas 
cinco años después de haber cumplido la mayor edad y 
alega el derecho a entrar en este país como ciudadano d^el 
mismo. Sedee/ara: Haciendo aplicación de los principios 
de ciudadanía que rigen en tales casos en los Estados Uni- 
dos (Roa vs. Administrador de Aduanas, 23 Jur. FiL, 321), 
que el solicitante ha perdido su derecho a alegar la ciuda- 
danía filipina por no haber ejercitado su derecho de opción 
dentro de un plazo razonable después de haber cumplido la 
mayor edad. (Lim Teco vs. administrador de Aduanas, 24 
Jur. FiL, 87.) 
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Un varón, nacido en las Islas Filipinas de madre fi- 
lipina y padre chino, habiendo estado este último domici- 
liado permanentemente en las Islas Filipinas, es prima facie 
cuidadano de las mismas, y el hecho de que a la edad de 
catorce años se fuera a China y permaneciera allí hasta 
1897, fecha en que regresó a las Islas donde ha residido 
continuamente desde entonces, no era de suyo suficiente para 
cambiar su estado como ciudadano d» las Islas Filipinas. 

Las reglas generales adoptadas por el Departamento de 
Estado del Gobierno de los Estados Unidos, relativas a la 
pérdida de la ciudadanía por la continuada residencia en t\ 
extranjero son al efecto de que la continuada residencia en 
el extranjero por espacio de tres años, después cié haber al- 
canzado la mayoría de edad, produce la perdida de la ciu- 
dadanía, a menos que se pruebe de una manera clara que 
existía el animus revertendi. 

En el caso de autos la intención de regresar es un he- 
cho admitido, como también lo es el de que impidieron el 
regreso circunstancias ajenas a la voluntad del solicitante. 
Bajo tales condicione^ no se pierde la ciudadanía, cuando 
la permanencia en el extranjero no se prolonga más allá de 
lo probado en el presente caso y cuando el interesado re- 
gresa en efecto, de buena fe, al país nativo con la intención 
sincera de establecer en el su domicilio y patria permanen- 
tes. (Muñoz vs. Administrador de aduanas, 20 Jur. Fil., 503.) 



R nació de legítimas nupcias en las islas Filipinas en 6 
de Julio de 1889, siendo su padre natural de China y su 
madre una filipina. Su padre estuvo domiciliad'» en ti 
país hasta el año 1895, en el cual se ausentó a China de donde 
jamás volvió, falleciendo allí en el año de 1900. En Mayo 
de 1901, R, que entonces era menor de edad, fue envia- 
do a China por su madre viuda al solo objeto de qué es. 
tudiara, y volvió en Octubre de 1910 cuando tenía unos 21 
eños v tres meses de edad. Se le negó la admisión por 
la Junta de investigaciones Especiales, cuya decisión fue con- 
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firmada por el Juzgado de Primera Instancia en actúa" 

¥ ciones de habeas corpus. Se declara: Que se incurrió en error 
al apreciar que no era un ciudadano de las Islas Filipinas. 

Al transferirse un territorio, ya sea por conquista, o 
de otra macera, las leyes políticas cesan inmediatamente 
de surgir efecto salvo en cuanto continúan en vigor po r 
el consentimiento expreso de la nueva soberanía. Las leyes 
\ .generales del territorio transferido, sin embargo, que no sean 
incompatibles con las leyes de la nueva soberanía, continúan 
- en vigor sin el expreso consentimiento de la nueva soberanía. 
Según las leye3 de los Estados Unidos, la ciudadanía de- 
~ pende generalmente del lugar del nacimiento. Esta es la doc- 
trina del jus soli y es la que predomina. Por tañí ó, si el 
apelante hubiera mcido en los Estados Unidos y ahora tra- 
tase de entrar de nuevo en aquel prís b*jo las mismas con- 
diciones, no podría negarse su derecho a desembarcar. 
V La preponderancia de las autoridades milita en el sen- 

tido de que el matrimonio de una americana con un ex- 
tranjero, le confiere la nacionalidad de éste durante su estado 
de mujer casada ; pero a la disolución del matrimor io por 
muerte del marido, a la mujer vuelve ipso Jacio a su primiti- 
Ta condición jurídica, a menos que por sus actos o conducta 

^demuestre que prefiere conservar la nacionalidad de su ma- 
rido. En la Monarquía Española también prevalece esta doc- 
trina con la diferencia de que una española debe hacer una 
declaración, ante los funcionarios competentes, de que renun- 
cia a- la nacionalidad de su difunto esposo. 

v -Los padrfs pueden elegir li nacionalidad^para sus hijos 
menores. Al llegar a la mayor edad los hijos pueden op- 
tar a ella por sí mismos. En los Estados Unidos no se re- 

~ quiere declaración formal alguna de su elección. En España 
•se exige tal declaración ante el funcionario competente. 

• ■v.'.v'-.*-'El d erecn0 de expatriarse es natural e inherente a todos 
áós •puebles." La Ley de los Estados Unidos no prescribe 

trma alguna como debe renunciarse la ciudadanía. Si un indi- 
dio -se lia expatriado depende de las condiciones de cada 
caso^ en particular. • 



Las leyes que regulan la ciudadanía deben ser objeto de 
una interpretación amplia en favor del que la reclama. Si la 
admisión del apelante como ciudadano de las Islas Filipinas 
no es incompatible con ninguna disposición de la Constitución, 
T^ey del congreso, decisión del Tribunal Supremo de los Es- 
tados Unidos o la política general de los Pastados Unidos en 
cuanto a ciudadanía, el artículo 4 del Bill de Filipinas, debe 
interpretarse, a ser posible, en su favor. Nunca se ha pro- 
puesto el Congreso por este artículo privar déla ciudadanía 
iih'pina a las personas colocadas en la situación en que eí 
apelante se encuentra. 

Si puede decirse que, durante la vida del padre, los hi- 
jos de menor edad siguen la nacionalidad de aquél, y por el 
hecho de ponerse la viuda y sus hijos bajo la jurisdicción 
de los listados Unidos a la muerte del padre, en cuya vir- 
tud ella recobra su primitiva nacionalidad y siendo la tutora na- 
tural de sus hijos, se desprende lógicamente que los hijos de- 
ben seguir la nacionalidad de la madre, entendiéndose que 
al llegar a la mayor edad pueden elegir su nacionalidad. 
(Roa vs. Administrador de Aduanas, 28 Jur. Fil., 321.) 

CÓDIGO PENAL. 

A 

Adultehio. 

Desde la promulgación de la ley No. 1773 el hecho de 
que la parte ofendida haya consentido en la comisión de 
los actos de adulterio querellados, no constituye defensa al- 
guna para' el delincuente. (E. U. vs. Hernández, 14 Jur. 
Fil., 656.) 



Según el artículo 433 del Código Penal, se declara adul- 
terina la infidelidad de una mujer casada para con sus vo- 
tos matrimoniales, aún cuando pudiera demostrarse que ella tie- 
ne derecho a que se declare nulo e ineficaz su matrimonio, 
hasta que y a menos que obtenga realmente una declaración 
formal judicial anulando el matrimonio. (E. U. vs. Mata y 
otro, 18 Jur. Fil.. 500.) 
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Tampoco es motivo de defensa o de exención de res- 
ponsabilidad criminal, para la mujer casada que hubiese 
cometido adulterio, y para su cómplice en dicho delito, el 
haber aquella yacido con éste mediante pago en dinero o 
por interés pecuniario. (E. U. vs. Serrano y Ananías, 12 
G. O., 2196.) 

Allanamiento de morada . 

Cuando un individuo es acusado del delito de allana- 
miento de morada, los hechos o circunstancias de las cua- 
les pueda, en un caso dado, inferirse la oposición de loa 
moradores, deben ser anteriores o coetáneos a la entrada, 
y en ningún caso podrán hechos que hayan surgido des- 
pués de haberse efectuado la entrada con el consentimiento 
tácito o expreso de los moradores, cambiar el carácter de 
aquélla, convirtiéndola de una entrada con el consentimiento 
de los moradores, en otra en contra de él. (E. U. vs. 
Dionisio y del Rosario, 12 Jur. Fil., 291.) 



El artículo 491 del Código Penal se refiere no sola- 
mente a la forma en que uno puede traspasar los umbra- 
les de la morada de otro, sin su consentimiento, sino 
también a su conducta, o actos por él ejecutados, inmedia- 
tamente después de penetrar en ella, y cuando varias per- 
sonas, ya sea por la fuerza o no, penetran en una tienda y 
casa habitación de unos chinos, e inmediatamente les aco- 
meten con palos, son culpables del delito de allanamiento 
de morada, previsto y penado en dicho artículo. (E. U. 
vs. Gamilla, 15 Jur. Fil., 438.) 



El agente de la autoridad, que no estuviere provisto del 
correspondiente mandamiento judicial, entrare en la morada 
de un ciudadano y practicare en ella un registro sin con- 
sentimiento de sus moradores, incurre en responsabilidad 
criminal prevista en el artículo 205 No. l.o del Código 
Penal. (E. U. vs. Macaspac, 9 Jur. Fil., 213.) 



Armas de fuego, Posesión ilegal de. 

La posesión de una escopeta y de un revólver por la 
misma persona, al mismo tiempo, y en el mismo lugar, no 
es sino un sólo acto de posesión, una infracción de la ley, 
y la condena y pena por la posesión de una de las armas e^ 
óbice al procesamiento por la posesión de la otra. (E. U. 
vs. (instilo, 19 Jur. Fil., 220.; 
Asesinato. 

Es reo del delito de asesinato el que contribuye con 
otros a detener y sacar de su casa al occiso aún cuando 
en el camino se separe de sus co-reos y no presencie el 
hecho de la muerte de aquel, pues cooperó a la comisión 
del delito por actos anteriores. (E. U. vs. Cariaso y otros, 
4 Jur. Fil., 265.) 
Atentado contra la autoridad. 

Si una persona es agredida deliberadamente por un 
policía, aquélla está justificada al defenderse, y tal defensa 
no puede considerarse como un atentado contra la autori- 
dad. (E. U. vs. Pescador, 10 Jur. Fil., 265.) 
Autor. 

El que se vale de un agente inocente para oomtter un 
delito es responsable como autor aunque personalmente no 
baga más para cometer realmente ' el delito. (E. U. vs. 
Juan, 2H Jur. Fil., 108.) 



Cuando las sustracciones o burtos y robos de ganado 
may^or que suelen ocurrir en pueblos y provincias rurales tle 
este archipiélago, se efectúan por individuos de una asociación 
partida de ladrones, que al efecto se reúnen para tomar 
acuerdos y resoluciones, ya para cr meter tales atentados 
contra el derecho de propiedad, o ya, para repartirse las 
utilidades y lucro en metálico que los mismos producían, 
consistentes ordinariamente en el precio de la venta o del 
rescate que obtenían por la devolución a sus dueños de los 
animales hurtados o robados, los cuales, en el entretanto, 
eran cuidadosamente ocultados en el bosque hastíi que sean 
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vendidos o rescatados por sus dueños, se~ consideran auto- 
res de tales hechos delictivos todos los individuos que for- 
man parte de la asociación, aún cuando fueran sólo algu- 
nos los que hayan ejecutado materialmente el delito; y 
todos son responsables igualmente del mismo, inclusos los 
que no tomaron parte material en su perpetración, toda vez 
que la ejecución del hurto o robo por algunos de los aso- 
ciados se efectúa por inducción directa, o por mandato o 
encargo de los otros que no tomaban parte en el hecho, 
o en virtud de convenio y acuerdo entre todos, o de cual- 
quier otro acto que, con la esperanza de lucro, constitu- 
yera una verdadera excitación intencional hecha de propósito 
especialmente por .la persona que por su cargo o empleo 
oficial, por sus recursos, o posición en la localidad ejer- 
ciera gran ascendiente y decidida influencia sobre los otros 
que se encargan de cometer el delito, cuya persona incurre 
en responsabilidad criminal, no como mero encubridor del 
delito, por recibir parte del precio de la venta, o del pro- 
ducto del rescate que se obtenía de los dueños de los ani- 
males sustraídos, o a veces parte de la carne de las reses que 
los asociados daban muerte para la común alimentación de 
la partida, sino como verdadero coautor del delito y por 
cuanto que ha tomado narte en las deliberaciones y acuer- 
den de los asociados, preparando y planeando la manera 
de ejecutar la sustracción, siendo decisivas las indicacio- * 
nes y determinaciones del socio que en el lugar ejerce gran 
influencia por su cargo de teniente del barrio, o por su 
notable posición entre sus convecinos. (E. U. vs. Saulog, 
26 Jur. Fil., 161.) 

C 
Circunstancia agravante. 
(Reincidencia.) 
Cuando una persona es condenada por un delito y 
completamente indultada después, y más adelante es de 
nuevo condenada por otro delito, al imponérsele la condena 
por el delito posterior no se puede considerar como cir- 
cunstancia agravante la condena por el delito anterior. 
(Amnistiado.) (E. U. vs. Francisco, 10 Jur. Fil., 187.) N 



Un indulto según el artículo 130 del Código Penal no 
extingue por completo la pena y todos sus efectos. Por lo 
tanto, no es óbice el que una condena anterior sea tenida 
como circunstancia agravante. (Indultado.) (E. U. vs. 
Sotelo, 12 G. O., 1968.) 



Se presentaron tres acusaciones separadas contra el acu- 
sado pero todas fueron juzgadas juntas. El Tribunal sen- 
tenciador declaró que el acusado era dos veces reincidente. 
No había sentencia firme contra él, y, en realidad la sen- 
tencia en ninguna de las tres causas podría ser definitiva 
sino al menos después de quince días. Constituyó, por lo 
tanto, error al declarar que el procesado era reinciden te. 
(E. U. ví?. Tórrida, 28 .Tur. Fil., 190.) 

CmcUNSTANOIA ATENUANTE. 

(Arrebato y Obcecación.) 
Se declara: Que la comisión del delito por el que se 
condenó al procesado se hallaba marcada con la circuns- 
tancia atenuante que se define en el inciso 7, artículo 9, 
Código Penal, en cuanto que el procesado * 'obró por estí- 
mulos tan poderosos que naturalmente hayan producido 
arrebato y obcecación," demostrando las pruebas que en el 
calor de la ira dio muerte a la occisa que hasta entonces 
había sido su querida (concubina o amante), al descubrir 
que se hallaba en flagrante comunicación carnal con un co- 
nocido de ambos. (E. II. vs. De la Cruz, 22 .Tur. Fil., 
443.) 



Los estímulos que en el ánimo producen arrebato y 
obcecación y que atenúan la responsabilidad criminal son 
los que se originan en sentimientos legítimos y no aque- 
llos que nacen de pasiones inmorales, viciosas y censura- 
bles, por lo que en este caso no es procedente estimar la 
concurrencia de la circunstancia atenuante 7.a, del artículo 
9.o del Código Penal. (E. II. vs. Hicks, 14 Jur. Fil., 
220.) 
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(Asesinato.) 
Un individuo perteneciente a una tribu no civilizada 
sorprendió a su mujer m fraganti en brazos de otro indivi- 
duo de la tribu, a quien agredió en el acto; de las prue- 
bas se desprende que el acusado y la mujer no estaban 
casados legalmente, sino que vivían juntos como marido y 
mujer, y como tales les consideraban los de la tribu, ha- 
biéndose celebrado la ceremonia nupcial de costumbre en 
la tribu: Se declara, Que, aún cuando no son aplicables 
las disposiciones del artículo 423 del Código Penal, la re- 
lación que existía entre las partes interesadas constituye una 
circunstancia atenuante bien caracterizada. (E. U. vs. 
Tubban, 13 G. O., 448.) 

Circunstancia eximente. 
(Defensa propia.) 

Una mujer, en defensa de su honor, tiene derecho a 
inferir heridas a su Agresor con un bolo que a la sazón 
llevare, aunque sus gritos de auxilio pudieran haber sido 
oídos por personas que se hallaban inmediatas al lugar 
del suceso. (E. U. vs. Santa Ana y Ramos, 22 Jur. Fil., 
25o.) 

Coacción. 

El policía que sin mandamiento de arresto, detiene 
por una falta a uno que no ha cometido falta alguna, co- 
mete el delito de coacción según jurisprudencia sentada en 
la causa No. 2550 contra Ventosa, (E. U. vs. Alexander, 
8 Jur. Fil., 28.) 



Se declara, Que el acusado cometió el delito de coac- 
ción cuando con violencia obligó al ofendido a que le en- 
tregara los tres carabaos de su propiedad que habían pene- 
trado en las sementeras de palay del ofendido, y de los 
cuales éste se había apoderado, constando que el ofendido 
cuando fue obligado a entregar los carabaos, los llevaba 
al juzgado de paz, alegando que tenía derecho a retenerlos 
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en contra del acusado, con el objeto de depositarlos en el 
juzgado de paz, entre tanto se resolviera su reclamación 
por daños y perjuicios. (E. U. vs. Mena, Jur. 11 Fil., 
561.) 



Si a nadie le es lícito tomarse la justicia por su mano, 
,el que con violencia o acto de fuerza material que pro- 
duce intimidación se apoderase . de efectos pertenecientes a 
su deudor para hacerse pago con ellos, comete el delito de 
coacción. (E. U. Tupular, 7, Jur. Fil., 8.) 



El acusado creyéndose dueño de determinados bienes 
muebles que se hallaban en poder del mandatario de otro, 
se posesionó de dichos bienes muebles mediante la intimi- 
dación del mandatario. Se declara, Que estos hechos son 
constitutivos del delito de coacción pero no del de robo. 
(E. ü. vs. Vega y otros, 2 Jur. Fil., 174.) 

D 

Delito. 

Cuando el supuesto occiso es completamente descono- 
cido, el cadáver no ha sido encontrado, y sólo existe un 
testigo que declara sobre el hecho de la muerte, no puede 
estimarse probado el cuerpo del delito. (E. U. vs. Sama- 
rin, 1 Jur. Fil.. 246.) 

Desacato. • 

Toda persona que ejecute un acto impropio, que directa 
o indirectamente tienda a entorpecer la administración de jus- 
ticia, incurre en desacato y puede ser castigada por los Tri- 
bunales. 

Se declara: Que el apelante era culpable de desacato, 
constando que él consiguió detener y arrestar a un testigo 
citado, de comparecencia en el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Cebú, acusado de la falta de que no sp había 
provisto de cédula ; que el objeto del apelante al ejecutar 
el arresto y detención de este testigo en la determinada fe- 
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cha en que lo hizo, era el de impedir que aquél compa- 
reciera en el Juzgado de Primera Instancia en cumplimiento 
del mbpoena que el apelante sabía perfectamente que se ha- 
bía expedido para obligar su comparecencia como testigo; 
que haya sido o no el arresto del testigo técnicamente le- 
gal, el apelante no lo ejecutó de buena fe, er> el cumpli- 
miento de ningún deber que él creía le estaba encomendado, 
yn como funcionario público o como particular; que pres- 
cindiendo de la cuestión de si el testigo compareció final- 
mente para declarar en la causa con cuyo motivo se le citó 
mbpoena, el apelante, en realidad, por su malvado proce- 
der, le impidió que compareciera en la hora consignada en 
la citación mbpoena. (E. U. vs, Jaca, 26 Jur. FU., 103.) 



Siendo esencial para la debida administración de justi- 
cia, según lo autoriza y dispone el artículo 11 del Código 
de Procedimiento Civil, que loe Tribunales tengan facultad 
para ejercer su control sobre los actos oficiales de aquellas 
personas que desempeñan la administración de sus asuntos, 
un funcionario del Juzgado, que es negligente en el desem- 
peño de sus deberes oficiales, debe ser declarado culpable 
de desacato. (E U. vs. Manalo, 16 Jur. Fil., 661.) 



No puede ser castigada una persona por desacato, por 
la supuesta desobediencia a una orden del Juzgado, no di- 
rigida a ella. Un mandamiento de ejecución expedido por 
un juez de paz al sheriff, ordenándole a éste que ponga en 
posesión al demandante de bienes retenidos por el deman- 
dado, no es una orden dirigida al demandado. Dicha or- 
den es dirigida a un funcionario del Juzgado y no podría 
ser dirigida ni al demandante ni a,l demandado. La parte 
que se hallaba en posesión puede que no quisiera entregar 
el terreno, pero esta falta de voluntad no constituye un acto 
de la desobediencia que se define en el artículo 252 del Có- 
digo Penal. La desobediencia de que trata dicho artículo 
comiste en la falta de cumplimiento o en la negativa a cum- 
plir una orden judicial directa y no una orden que es me- 
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ramente declaratoria del derecho de las partes. En el caso 
de autos, aunque la orden determina que el poseedor en- 
tregue los bienes no le ordena ni podría ordenarle que lo 
haga. El acto de hacer la entrega es uno que incumbe soló 
al sheriff, a quien la ley confía la ejecución de las senten- 
cia. (E. U. vs. Ramayrat, 22 Jur. Fil., 186.) ~ 
Drogas y alementos puros, Infracción de la Ley de. 

De conformidad con la Ley de Drogas y Alimentos Puros 
es bastante probar el hecho de la venta.de productos alimen- 
ticios y drogas que estén prohibidos, para corroborar una ccm^ 
dena por infracción de la ley, sin probar el conocimiento de" 
lictivo del hecho de la adulteración o de la intención crimi- 
nal al efectuar la venta que no sea el que la ley necesariamente 
prosupone envuelto en la comisión del acto prohibido. 

Al interpretar y poner en vigor las disposiciones de esta 
Ley se le puede declarar criminalmente responsable al princi- 
pal por los actos, omisiones o faltas de su agente o emplea- 
do dentro de la esfera de acción de su empleo u oficio; y, 
en el presente caso, se le declaró debidamente responsable cri- 
minalmente al principal por la venta prohibida de café adul- 
terado efectuada por su empleado, dentro de las atribuciones 
de su cargo, aún cuando resulta afirmativamente que el prin- 
cipal no tenía conocimiento delictivo deshecho de que el cafe 
estaba adulterado o que se había vendido cafe adulterado por 
su agente. (E. U. vs. Si y Cong Bieng y Co Kong, 13 G. 
O., 947.) 

E 
Encubridor. , 

El mero silencio sobre la existencia de un delito, por 
uno que está enterado . de su perpetración, no constituye un 
delito, según el Código Penal, y no erige en encubridor, por 
sí solo, a la persona que así guarda silencio. (E. U. vs. Ca- 
llapag, 21 Jur. Fil., 270.) , M 

Estafa. 

Del hecho de haberse entregado a otra tercera perdona el 
objeto recibido en comisión para vender con el compromiso 
de devolverlo si no se realizare, o de entregar su precio, 
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sin conocimiento ni autorización de su dueña, se originan 
los dos elementos constitutivos de estafa, que son, el en- 
gaño con que se intentó defraudar, y el perjuicio ocasionado. 
(E. U. vs. Alabanza, 11 Jur. FiL, 491.) 



El acusado prometió a una persona presa en un juzga- 
do de paz, terminar favorablemente su asunto por 100 pe- 
sos. No teniendo los 100 pesos, el detenido entregó al acu- 
sado un caballo, y más tarde fué condenado por el juez: 
Se declara, Que el acusado fué culpable del delito de es- 
tafa, según el artículo 535, No. l.o del Código Penal. (E. 
U. Afionuevo, 5 Jur, FiL, 354.) 



Se declara, Que el hecho de dar a los centavos de co- 
bre legítimos la apariencia de pesetas de plata blanqueán- 
dolos con azogue con el objeto de defraudar a terceras per- 
sonas engañándolas acerca del valor real de las monedas en 
cuestión, constituye el delito de estafa y no el de falsifica- 
ción de moneda. (E. U. vs. Basco, 6 Jur. FiL, 114.) 



La no devolución por los socios industriales al socio ca- 
pitalista del capital por éste aportado a la sociedad, no es nin- 
guno de los hechos constitutivos del delito de estafa, definido 
en el No. 5 del artículo 535 del Coligo Penal. (E. U. vs. 
Clarín, 17 Jur. FiL, 86.) 



El hecho de que el acusado recibiera cierta cantidad de 
carne para su consumo, prometiendo pagar a la tesorería 
municipal I03 derechos que se exigían por la matanza del ani- 
mal, descui lando después efe3tuar el pag), no es constitutivo 
del delito de estafa. La obligación contraída por el acusado 
era puramente civil en su naturaleza y la omisión de cum- 
plirla daba solamente derecho al ejercicio de la acción civil 
correspondiente. (E. U. vs. Figueroa, 22 Jur, FiL, 275.) 



El que induce a otros a firmar los nombres de terce- 
ras personas en una nómina, aunque no traten de imitar las 
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firmas verdaderas, es reo de una falsificación por haber su" 
puesto en el acto la intervención de personas que no la tu- 
vieron. (E. U. vs. Freimuth, 3 Jur. Fil., 326.) 



El acusado recaudó dinero de los vecinos de cierto mu- 
nicipio, alegando que lo invertiría en el pago de la licencia, 
para una gallera. Luego abrió y mantuvo abierta una galle- 
ra por espacio de algunos meses, pero no pagó la licencia re* 
querida por la ley: Se declara. Que la parte perjudicada por 
la falta de pago fué»el Gobierno, y que el hecho de que el 
acusado fué procesado posteriormente por tener abierta una 
gallera sin la debida licencia, no le exime de la acusación 
por estafa. (E. U. vs. Callego, 10 Jui. Fil., 225.) 



El otorgante de un vale dado en pago de dinero perdido 
en el juego de monte en una casa de juego, que se incau- 
tase de éste y lo ocultase o lo rompiese, es prima facie cul- 
pable del delito de estafa. (E. U. vs. Gómez Ricoy, 1 Jur. 
Fil., 621.) 



Comete estafa y no cohecho el funcionario municipal 
que exige y recibe dálivaa de los vecinos del pueblo bajo 
promesa de relevarles de determinadas obligaciones comuna- 
les. (E. U. vs. Jader, 1 Jur. Fil., 305.) 



La acusada recibió de P cierta cantidad de dinero con 
encargo de entregarla a D; pero, en lugar de hacerlo así, 
lo qué hizo fué pedir y obtener de ésta otra suma adicio- 
nal de parte de aquélla. Mucho después, la acusada sus- 
cribió un documento confesando que debía a D el dinero 
y comprometiéndose a trabajar por cuenta de P, en pago. 
La defens i alegó que se la ha acusado en la querella de 
dos delitos distintos, y que el dinero se obtuvo en ca- 
lidad de préstamo. Se declara: Que la excepción de dos 
delitos acusados en una sola querella constituye únicamente 
un defecto de forma, fácilmente subsanable, que debía ha- 
berse alegado antes del comienzo del juicio, y tal excep- 
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ción no puede oponerse por primera vez en apelación; y 
que, con respecto al dinero, aunque el documento en cues- 
tión tiene la apariencia de un contrato de préstamo, no 
contiene la relación de los hechos originales, sino lo con- 
venido posteriormente por vía de transacción para asegurar 
el pago de la cantidad estafada, y, por tanto, no impide 
el ejercicio de un proceso criminal. (E. U. vs. Macaspac, 12 
Jur. Fil., 27.) 



La circunstancia de haber estado presente la esposa en 
el acto de recibir el marido unos efectos para su venta 
en comisión, aún probado que el último se había apro- 
piado o había distraído los efectos recibidos, dicha circuns- 
tancia no determina responsabilidad criminal por parte de 
la mujer, si no resultare demostrado que esta haya tenido 
participación directa o indirecta en la comisión del hecho 
delictivo, pues, como suele ocurrir, el dolo o el engaño 
no. ha concurrido en el acto de celebrarse el contrato de 
comisión y sólo sobrevino, después de recibidos dichos efec- 
tos, como que solo el marido faltó al compromiso de de- 
volverlos o de pagar su valor, por lo que la mujer no ha 
contraído responsabilidad alguna can motivo del hecho eje- 
cutado por su marido. (E. U. vs. Mallari y Sunga, 17 
Jur. Fil., 148.) 



La comisión de los actos relacionados en la decisión 
se declara constitutiva del delito de estafa, de fin inicio y 
penado en el inciso 8 del artículo o3o del Código Penal, 
es decir, el empleo de fraude en el juego para asegurar 
la ganancia. (E. U. vs. Ner, 18 Jur. Fil., 545.) 



El dueño de ciertas alhajas las pignoró en garantía 
de un préstamo ; la hija del acreedor pignoraticio las pig- 
noró a su vez a una tercera persona en cuyo poder se 
perdieron las alhajas. El último acreedor pignoraticio re- 
cibió una cantidad de dinero en pago del valor de las 
alhajas. Se declara, Que la segunda pignoración no es cons- 
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titutiva del delito de estafa en cuanto al dueño primitivo 
de las alhajas. (E. U. vs. Ortiz, 1 Jur. Fil., 642.) 



A fin de que un funcionario publico pueda ser decla- 
rado culpable de malversación de fondos o efectos públicos, 
deberá hallarse actuando, al tiempo de cometer la distrac- 
ción, como funcionario público, y deberá de estar mane- 
jando fondos o bienes públicos, o fondos o bienes que han 
adquirido el atributo o carácter público. (E. U. vs. Re- 
gala, 12 G. O., 1793.) 



A y B lograron obtener recibos de contribución re- 
ferentes a bienes pertenecientes a un tercero, e indujeron 
a su coacusada C a que compareciera ante el Tribunal 
con los recibos, figurando ser la verdadera dueña de las 
fincas y suscribir una fianza de apelación en cierto asunto 
civil como fiadora, por lo cual recibieron una cantidad de 
dinero de los apelantes. En apelación el asunto fué falla- 
do en contra de los apelantes, pero los apelados no pu- 
dieron cobrar su sentencia porque los apelantes se habían 
retirado de sus negocios, uno de los fiadores resultó in- 
solvente y la dueña de los bienes cuyo nombre había sido 
usado por los acusados en esta causa, se negó a pagar la 
la fianza: Se declara, Que constituye estafa. 

Para integrar el delito de estafa debe haber (1) engaño 
y (2) daño o perjuicio resultante. El lucro de los defrau- 
dadores no ha de obtenerse necesariamente de la persona en- 
gañada. (E. ü. vs. Rivera y otros, 23 Jur. Fil., 391.) 



El agente de una casa mercantil quien extiende reci- 
bos falsos firmados con el nombre de otro, no es culpable 
de la falsificación prevista en los artículos 300 y 304 del 
Código Penal, si no procura imitar la firma d-^1 otro. (E. 
U. vs. Paraíso, 1 Jur. Fu 1 ., 67.) 



Un policía en quien recae el deber de arrestar en su 
distrito a los morosos en el pago de sus cédulas personales 
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y que recibe dinero para pagar dichas cédulas y no com- 
pra las cédulas ni devuelve el dinero a aquellos, es cul- 
pable del delito de estafa, previsto y penado en el pá- 
rrafo 5 del artículo 535 del Código Penal. (E. U. vs. 
Peralta, 23 Jur. Fil., 26.) 



La ocultación de un documento de crédito infiere un 
perjuicio real y verdadero al ofendido dificultando el cobro 
del crédito y es constitutiva del delito de estafa, sin que 
pueda influir en la calificación de delito ya consumado el 
hecho de que posteriormente se haya podido cobrar el cré- 
dito. (E. ü. vs. Tan Jenjua, 1 Jur. Fil., 39.) 



Cuando se otorga un contrato de venta de bienes mué 
bles como garantía de un préstamo y el prestatario con- 
serva en su poder los bienes, la venta subsiguiente de 
dichos bienes a un tercero no constituye el delito de es- 
tafa. (E. U. vs. Terrell, 2 Jur. FiL, 232.) 



Un agente de la policía secreta, obrando en virtud de 
instrucciones dadas por las autoridades militares, que se 
apodera de dinero en una casa habitación y se apropia 
parte del mismo antes de entregar el restante a sus su- 
periores no comete el delito de robo. (E. U. vs. Atienza, 
2 Jur. Fil., 253.) 

F 

Falsificación. 

En el desempeño de sus deberes, el acusado estaba fa- 
cultado para hacer uso de un sello de goma que llevaba 
el nombre de la compañía, firmando su propio nombre al 
pie del mismo, con el fin de comprar efectos para la com- 
pañía, pero no para obtener dinero. De este modo el acu- 
sado firmó un documento comprometiéndose al pago de 
1*150, que él había recibido y aplicado a su propio uso: 
Se declara, Que el acusado es reo de infracción del pá- 
rrafo 2.0 del artículo 306 del Código Penal, por cuanto que, 
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al verificar la transacción, hizo constar que la compañía 
era parte en ella interesada, siendo así que, en realidad 
de verdad, la compañía no había tenido participación al- 
guna en aquélla. (E. U. vs. Braga, 12 Jur. Fil., 207.) 



. Comete el delito de falsificación de documento notarial 
o público el particular que aprovechándose de la ocasión 
en que se otorgaría en su favor una escritura de poder, 
cual deseaban los interesados poderdantes, en vez de este 
documento extendió con malicia y dolo un documento de 
venta a su favor, haciendo creer mediante engaño a dichos 
interesados que se otorgaba el documento de poder, cuando 
que realmente era de venta el expresado en el mismo, 
practicando igual engaño cerca de *los dos individuos que 
firmaron en lugar de los figurados vendedores que no sa- 
bían leer ni escribir, así como respecto de los dos testigos 
'que autorizaron dicho documento como presenciales de su 
otorgamiento, habiendo luego conseguido que por un nota- 
rio se extendiera acta en la que se hizo constar haber 
comparecido ante este funcionario los supuestos vendedores 
a ratificar el contenido del documento simulado, a pesar 
de no haberlo hecho. (E. U. vs. Capule, 24 Jur. Fil. 13.) 



El acusado falsificó un billete del Tesoro de los Es- 
tados Unidos de la denominación de un dollar pegando 
sobre el un pedacito de papel con el número "LO" en- 
cima del número "1" que aparecía en el billete y lo cambió 
como del valor de diez dollars: Se resuelve, que el acusado 
es culpable con arreglo al artículo 289 del Código Penal 
del delito de falsificar un ' 'título al portador x x x cuya 
emisión hubiera sido autorizada por una ley." (E. U. vs. 
Gardner, 3 Jur. Fil., 408.) 



Requerido M, en Octubre de 1911, para los fines de 
una declaración jurada, a que exhibiera su cédula pesonal 
para el año 1911, a un juez de paz, presentó también 
su cédula de 1910; al leer su cédula de 1910, lo que 
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antes no había hecho, M encontró que su edad estaba 
impropiamente escrita, y, temiendo l^s resultados de pre- 
sentar a un funcionario público una cédula que contenía una 
manifestación incorrecta sobre su propia edad, cambió di- 
cha edad, convirtiéndola en 25 en vez de 23; habiéndose 
descubierto el cambio por el juez de paz a la presentación 
de la cédula, M, sin turbarse, expuso detalladamente la 
participación que había tenido en el cambio y las razones 
que para ello tuvo; se admite que la edad en la cédula 
era incorrecta y que el cambio hecho en la cédula evi- 
denció su verdadera edad; M fué juzgado por falsificación 
de cédula y fué condenado. Se declara: Qut fué un error. 

Para que el delito de falsificación de una cédula sea 
cometido es necesario que la cédula, después de la altera- 
ción, sea susceptible de dar lugar a un fraude o engaño 
contra el Gobierno, ó de obtener, para la persona que la 
altera, algún privilegio o inmunidad de que no podría go- 
zar a no haber efectuado la alteración, 

Para que pueda reputarse cometido fl delito de falsi- 
ficación de cédula es necesario que la alteración sea esen- 
cial, esto es, susceptible de causar daño al Gobierno o 
de beneficiar al acusado. Un cambio que no pueda con 
posibilidad producir cualquiera de esos resultados, ya per- 
judiciales o beneficiosos, no es suficiente para constituir una 
infracción de la Ley No. 1189. 

La cédula de 1910, que era la cédula por cuya alteración 
fué condenado el acusado, no estaba en vigor o no servía 
en Octubre de 1911, cuando el cambio se hizo, y por lo 
tanto no podía ser empleado con objeto alguno. Cualquier 
alteración en la edad marcada en la cédula no agregaría 
nada a la cédula, y tal como fuera alterada sería tan 
innocua y tan falta de valor como antes. 

Una alteración que hace una que cédula diga la verdad 
no puede servir de base para una acción criminal. Es la fal- 
sificación y no la corrección lo que castiga la ley. 

Cuando, en una acción criminal, el Gobierno tiene en 
su poder y a su alcance unos antecedentes que piobarán 
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fuera de duda razonable un hecho dado, deberán presentarse 
esas pruebas, y no deberá dejarse que sea objeto de» meras 
conjeturas el hecho que evidenciarían esas pruebas. (E. U. 
va. Mateo, 2o Jur. FiL, 333.) 



El telegrafista funcionario público que, con propósito de 
lucro, redujere, el número de palabras consignadas en un des- 
pacho telegráfico que recibiere para su curso, haciendo en su 
redacción alteraciones n que no está autorizado por el re- 
mitente, y trasmitiendo el despacho por el cable en la forma 
pos él enmendada con supresión de algunas palabras en él 
contenidas, comete el delito de falsificación de un despacho 
telegráfico, previsto y castigado en el artículo 303 en rela- 
ción con el 300 del Código Penal. (E. V. vs. Romero, 17 
Jur. Fil., 77.) 



El que siendo, como el procesado, mero dependiente de 
una casa comercial hace un contrato en relación con el ramo 
de industria de su principal de orden y cuenta de ésta, 
no tiene derecho a percibir por su cuenta particular canti- 
dad alguna por razón de su trabajo, como le tendría si, 
trabajando particularmente por cuenta propia y bajo su rt s- 
ponsabilidad personal, hubiese contratado con una casa para 
proveerse de material y con otra persona para servirle con 
su industria una instalación de alumbrado eléctrico. El he- 
cho de informar el mandatario al mandante que el precio 
de la instalación eran 1*10 y al dueño de la instalación que 
eran 1*30 alterando luego la cuenta de aquél para poder per- 
cibir de éste mayor cantidad conforme a lo engañosamente 
manifestado a uno y otro, ofrece los caracteres de un de- 
lito de estafa, además de la falsificación que ha servido de 
medio, en razón a que, valiéndose de medios engañosos, lo- 
gró un precio que no hubiera obtenido revelando la verdad. 
Es por tanto reo del delito de falsificación de documento 
privado ctm perjuicio de tercero tanto por el descrédito que 
causó a su principal cuanto por el lucro que indebidamente 
obtuvo de un tercero mediante el documento de aquél, fal- 



sificado en la cuantía del pago de un trabajo industrial sin 
que el Código Penal en su artículo 304 haga distinción en- 
tre perjuicio y perjuicio ni de quien sea el que lo haya 
soportado. (E. F. vs. Victoria, 9 .Tur. Fil., 88.) 

Falso tkstimonio. * 

Para condenar a una persona acusada de falso testimo- 
nio cometido en juicio civil, deben probarse los siguien tes- 
hechos: (1) Que la declaración se haya prestado enjuicio 
civil. (2) Que la declaración se refiere a las cuestiones plan- 
teadas. (3) Que la declaración sea falsa. (4) Que el pro- 
cesado declare a sabiendas de que es falso cuanto declara, (o) 
Que la declaración se haya prestado maliciosamente con la 
intención de afectar a las cuestiones planteadas. (E. V. vs. 
A ragó n , ó .Tu r . Fi 1 . , 49 1 . ) 



La eficacia. o no del testimonio de un testigo en favo- 
del reo para nada influye, ni se debe tener en considera- 
ción para estimar o no probada la existencia del delito de 
falso tesiimonio, la cual se basa exclusivamente en que lo 
declarado por el testigo bajo juramento es falso y que éste a] 
hacerlo faltó conscientemente a la verdad. (E. l.\ vs. Felipe, 
r> Jur. Fil., 851.) 

H 

Homicidio. 

El acusado era un cocinero y el occiso un serviente, 
y ambos estaban empleados en el mismo sitio y solían 
dormir en la misma habitación. Una noche, después que 
el acusado se había acostado, fué despertado por alguien 
que trataba de abrir la puerta, y preguntó dos veces 
44 ¿Quién está allí? No recibió ninguna respuesta, y te- 
miendo que el intruso fuese un ladrón, saltó de la cama 
y gritó de nuevo: "Si entras, te mato." TDn aquel mo- 
mento sintió sobre sí el golpe de una silla que se hallaba 
contra la puerta. Creyendo que era atacado, cogió un cu- 
chillo de cocina y pegó e hirió mortalmente al intruso, 
que resultó ser su compañero de habitación . Entonces llamó 
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a sus amos y corrió de nuevo a la habitación para pro- 
curar vendas con que envolver la herida. El acusado fué 
acusado de asesinato. Aunque no puede haber duda al- 
guna de que el acusado estaría libre de responsabilidad si 
el intruso hubiera sido realmente un ladrón, la cues- 
tión que se presenta es la de si en esta jurisdicción 
puede declararse a uno responsable criminalmente cuando, 
por un error en cuanto a los hechos, ejecuta un acto 
por el cual estaría exento de responsabilidad criminal si 
los hechos hubieran sido tales como él los creía, pe? o 
que constituiría el delito de homicidio si el autor hubiera 
conocido el verdadero estado de cosas en el momento de 
cometer tal acto. 

Se declara, Que, bajo tales circunstancias, no existe 
responsabilidad criminal alguna, con tal que la ignorancia o 
error de hecho no se deba a negligencia o mala fe. En 
otras palabras, si tal ignorancia o error de hecho es 
suficiente para estimar que no hubo la intención, que se- 
gún la ley, es elemento esencial del delito que se imputa, 
destruye la presunción de intención y da lugar a la ab- 
solución; excepto en aquellos casos en que las circuns- 
tancias exigen una condena bajo las disposiciones penales 
relativas a la imprudencia temeraria, y en los cas^s en que, se- 
gún el artículo 1 del Código Penal, uno que comete vo- 
luntariamente un delito o falta incurre en responsabilidad 
criminal, aunque el acto cometid sea distinto del que se pro- 
puso cometer. (E. U. vs. Ah Chong, lo Jur. Fil., 502.) 



Si es hecho cierto según resulta del proceso que una 
mujer soltera de unos 25 años, al despertarse de noche 
en la casa en que estaba dormida sola, por haber sen- 
tido que alguien le tocó o le cogió el brazo izquierdo, 
creyendo que alguien trataba de abusar de ella, en seguida 
preguntó quién era y por no haber recibido contestación 
en seguida acometió con un cortaplumas a la persona que 
estaba a su lado, no lo es menos que para defenderse 
de una agresión que creía iba dirigida a su honra hubo 
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de levantarse o al menos incorporarse sentándose en el 
suelo en que estaba acostada y en esta posición acometió al 
individuo, su supuesto agresor, pues que la forma y di- 
rección de la herida inferida entre la segunda y tercera 
costilla del lado izquierdo sobre la teta del mismo lado 
en dirección de arriba abajo y de fuera adentro, según 
reconocimiento facultativo, / demuestran que la mujer al 
inferir dicha herida no estaba acostada sino levantada o 
al menos incorporada y sentada en el suelo, como que 
después de encendida la luz por su hermana, esposa del 
herido, la vio parada delante de éste, de todo lo cual 
se infiere que si la acusada creyó firmemente que hubo 
agresión ilegítima hecha a su honra y no hubo provoca- 
ción suficiente de su parte, es indudable que al hacer 
uso de una arma mortífera siquiera en defensa de su 
honra y derechos se excedió en la defensa, por no 
haber habido verdadera necesidad de herir con dicha arma 
al que solo la cogió del brazo y lo hizo tal vez para desper- 
tarla, porque aún cuando creyó que era el comienzo de un 
atentado, pero una vez despierta y levantada no había mo- 
tivo racional ni justo para dar un golpe y herir con arma 
mortífera en el centro del cuerpo, en que están asentados 
los órganos más principales de la vida, a la persona que no 
ha insistido ni repetido acto alguno que pueda considerarse 
como un verdadero atentado a, su honra. 

De estos hechos probados se infiere que sólo ha con- 
currido en la ejecución del delito la circunstancia especial 
de exención incompleta, por no haber mediado uno de los 
tres requisitos señalados en el caso 4. o, artículo 8.0 del 
Código Penal, por tratarse de un hecho que con dichos 
requisitos no es del todo excusable, por lo que siendo una 
mujer ignorante desprovista de instrucción la acusada, se 
debe tener en cuenta la circunstancia establecida en el 
artículo 11, con la modificación introducida por la Ley 
No. 2142 en concepto de atenuante, sin ninguna agravante, 
y por tanto la pena inferior en dos grados que autoriz a 



el articulo 86 del Código, dehe serle impuesta en el período 
mínimo. (E. U. vs. Apego, 23 Jur. Fil., 400.) > 

Homicidio, Tentativa de. 

El hecho de arrojar violentamente al mar a una per- 
sona que no sabe nadar exponiéndola a muerte de asfixia 
por sumersión reviste caracteres del delito de tentativa por 
lo menos de homicidio, por cuanto que el ejecutor de tal 
hecho punible dio principio a la perpetración del delito di- 
rectamente por actos exteriores, y si no se consumó aho- 
gándose el atropellado ha sido por la oportuna intervención 
de dos testigos que acudieron a los gritos del agraviado que 
zozobraba y se sumergía debajo del agua, prestándole el 
socorro necesario para salir de ella y llegar a tierra e im- 
pidiendo a que el agresor consiguiera apartar pon un remo 
al ofendido, que consiguió agarrarse al borde de la ban- 
quilla, privándole en absoluto de apoyo, para no sumer- 
girse. (E. U. vs. Bien, 20Jur. Fil., 363.) 



Hurto. 

El acusado tenía la posesión de unos bienes, de hecho 
y de derecho. Tenía derecho a disponer de una parte alí- 
cuota de la cosecha. El haber dispuesto ilegalmente de la 
parte de su socio o copropietario no fué un acto consti- 
tutivo del delito de hurto, porque la propiedad no fué qui- 
tada ni sustraída a otro. El hecho de quitar y sustraer 
es lo que constituye el delito de hurto. (E. U. vs. 6 Re- 
yes, Jur. Fil., 455.) 



La sustracción de fondos de una caja por un empleado 
sin el consentimiento de la persona encargada de su custodia, 
con el ánimo de apropiárselos, es constitutiva de hurto y no 
de estafa o de uno de sus delitos congénere* en un caso en 
que resultaba que aunque al empleado se le había confiado 
la combinación y la llave de la caja, no tenía control al- 
guno sobre su contenido y no. estaba autorizado para abrir 
la caja o sacar su contenido o parte de él, a no ser por 



orden expresa, de la persona encargada de la custodia del con- 
tenido y responsable del mismo. (E. ü. vs. Wickersham, 
20 Jur. Fil., 450.) 

I 

Imprudencia temeraria. 
(Bigamia.) 

Es culpable de imprudencia temeraria la mujer que con- 
trae segundas nupcias dentro de los dos años de haber tenido 
noticias de la supuesta muerte de su esposo sin haber emplea- 
do la mayor diligeneia en averiguar la certeza de tales noti- 
cias. (E. U. vs. Reyes, 1. Jur. Fil., 888.) 
Incendio. 

El incendio, declarado en un edificio, no es necesario que 
consuma todo el edificio para ser calificado como delito con- 
sumado; ni, por sofocado en seguida, deja de ser delito con- 
sumado. (E. U. vs. Po Chengco, 23 Jur. Fil., 499.) 

Infidelidad. 

El simple hecho de detener la correspondencia depositada 
en la oficina de correos, sin dar curso a las cartas o paque- 
tes para su destino, o el hecho de desviarlas, cambiando mali- 
ciosamente su ruta ordinaria para algún fin no autorizado por 
la ley y los reglamentos de correos, aún sin haberlas abierto, 
ni sustraído valores en ellas contenidos, es en sí constitu- 
tivo del delito de infidelidad por parte del funcionario que 
tiene el estricto deber de despachar y dar curso a la co- 
rrespondencia pública y privada sin dilaciones ni demoras no 
justificadas. (E. U. vs. Filoteo 14 Jur. Fil., 74.) 

L 

Ley ex pox facto. 

Cometido el delito y pendiente ya el pcoceso para su 
castigo con anterioridad a la aprobación de la ley qué dis- 
pone que la pena de muerte se ejecutará por la horca, ésta 
no puede tener efecto retroactivo y la sentencia de muerte 
que recaiga debe ejecutarse en garrote de conformidad con 
lo dispuesto en la ley vigente en la fecha de la comisión 
del delito. (E. Ü. vs. Merin, 2 Jur. Fil., 91.) 



Libelo. 

Se declara: Que las manifestaciones hechas en una co- 
municación a los comisionados nombrados para oirías reclama- 
ciones contra una herencia, en oposición a la concesión de 
una reclamación ' contra la herencia, son privilegiadas, según 
los hechos de la presente causa. (Zurbito vs. Bayot, 20 
.Tur. Fil., 228.) 



El artículo 9 (Ley No, 277) dispone que tales comu- 
nicaciones deben hacerse con el único objeto de proteger 
los intereses (a) del que la hace (b) de aquél a quien 
se dirige. Dichas comunicaciones deben dirigirse a perso- 
nas que tienen facultad para otorgar tal protección. De lo 
contrario, tales comunicaciones holgarían y la disposición 
de la ley no significaría nada. Si resulta que la comunica- 
ción fue hecha maliciosamente o a persona que no podía 
otorgar dicha protección, entonces el mero pretexto no puede 
servir de protección bajo la ley, ni dar ocasión a una co- 
municación privilegiada. (E. U. vs. Bustos, 13 Jur. Fil., 
695.) 



Para protegerse contra los resultados legales de la pu- 
blicación de un libelo contra Qtro, debe probar un acusado 
no sólo la verdad de su imputación sino también que tal 
imputación se publicó con buenos motivos y v fines justifica- 
bles. (E. U. vs. Contreras, 28 Jur. Fil., 525.) 



La tentativa de probar la verdad de un libelo y el fra- 
caso en conseguirlo, es prácticamente una repetición y nueva 
publicación del libelo, y justifica la imposición de uña pena 
más elevada que la impuesta por el libelo original. (E. U. 
vs. Ocampo y otros, 18 Jur. Fil., 1.) 



El envío de una carta que contiene materia libelosa en 
un sobre cerrado al ofendido, no constituye, en sí mismo, 
un libelo por falta de publicación. (López vs, Delgado, 8 
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Jur. FU., 25.) Si, con todo, el remitente y escritor de la 
carta publica el contenido de la misma y los hechos en ella 
expresados son libelosos, será culpable, desde el momento de 
su publicación, del delito de libelo. (E. U. vs. Ramos, 12 
G. O., 1974.). 



Se acusó a S de haber infringido la Ley de Libelo 
(Ley No. 277). Se defendió alegando que por virtud de 
las disposiciones del artículo 131 del Código Penal había 
prescrito dicha acción. Se declara: 

l.o Que, por virtud del artículo 7 del Código Penal, 
algunas disposiciones generales de dicho Código no son apli- 
cables a las leyes penales de la Comisión de Filipinas, a 
menos que, por disposición expresa legal, se declaren apli- 
cables ; 

2.o Que no hay disposición legal general o especial que 
declare que ninguna disposición del Código Penal sea apli- 
cable a Ley de Libelo de la Comisión de Filipinas (Ley No. 
277), excepto las disposiciones relativas a prisión subsidia- 
ria cuando se impone multa. (Ley No. 1732); 

3. o Que el período de prescripción que fija el artículo 
131 del Código Penal para la calumnia y la injuria no es 
aplicable al delito de libelo tal y como se define y pena 
en la Ley No. 277 de la Comisión de Filipinas: 

4.o Que, a menos, que se determine un período de 
prescripción o limitación por la ley para un delito deter- 
minado o falta, no será óbice el transcurso de tiempo para 
el ejercicio de la acción con motivo de tal delito o falta; 

5. Que la Ley que define y pena el delito de libelo 
(Ley No. 277), no ha fijado período alguno de prescripción 
o lintitación dentro del cual deba iniciarse una acción por 
tal delito. (E. U. vs. Serapio, 23 Jur.FiL, 601.) 

Lotería. 

Se declara: Que, según los hechos que se relacionan 
en la decisión, el acusado era culpable evidentemente de una 
infracción del artículo 3 de la Ley No. 1523 de la Comisión 
de Filipinas. E. U vs. Reyes y otros, 23 Jur. Fil., 39.) 



M 
Malversación. 

G, Juez de paz, falló un asunto civil pendiente en su 
juzgado entre D y C, a favor de D. C apeló y depositó en 
manos de G ?*16, los derechos de inscripción, que habían 
de remitirse al Juzgado de Primera Instancia, como exige 
la ley. G dejó de enviar los autos al Juzgado de Primera 
Instancia y destinó a usos propios los F.16. Se declarar Que 
G recibió el dinero como funcionario público y que lo ha- 
bía destinado a usos propios; que era, por consiguiente, cul- 
pable de malversación y no de estafa. (E. U. vs. Guzman- 
25 Jur. FU., 24.) 



Los que toman parte directa en la comisión del delito 
de malversación de caudales públicos por funcionarios públi- 
cos, como se define por la Ley No. 1740, y los que cooperan 
en la comisión de dicho delito por medio de actos sin los cua- 
les no hubiera podido realizarse, son culpables como autores, 
aunque no sean funcionarios públicos. (E II . vs. Ponte y 
otros, 20 Jur. Pil., 388.) 



Un funcionario público que facilita fondos públicos con el 
objeto de cubrir el déficit existente en las cuentas de otra 
oficina, al ser examinadas oficialmente, es culpable del delito 
definido y castigado en el párrafo 3 del artículo 392 del 
Código Penal. (E. ü. vs. Valencia, 8 Jur. Fil., 742.) 

Matrimonio de menores. • ■ . 

En un proceso contra un clérigo, por haber solemni- 
zado un matrimonio entre personas que no tienen la edad 
para poder prestar su consentimiento, Se declara : ^ue no 
teniendo conocimiento personal de la edad de los contra- 
yentes, y habiendo practicado de buena fe la investigación 
que exige la ley para esclarecer el hecho relativo a la edad, 
no puede ser declarado responsable criminalmente aún cuan- 
do se descubra que en realidad erró. (E. U. vs. San Juan, 
25 Jur. Fil., 531.) " 



Matrimonio ilegal. 
(Testigos presenciales. ) 
Cuando no se demuestra que los testigos en una ceremo- 
nia de casamiento tuvieron alguna otra participación que la 
de meros testigos presenciales, no pueden ser condenados 
como cómplices por el delito de matrimonio ilegal. (E. U. 
vs. Gaoiran y otros, 17 .Tur. Fil., 403.) 

O 
Opto. 

Para condenar por el delito de posesión ilegal de opio es 
necesario demostrar (a) la ocupación o apoderamiento, y (b) 
la intención de poseer. Si faltare alguno de estos elemen- 
tos, no se habrá probado el delito. (E. U. vs. Chua Lui, 
26 Jur. Fil., 97.) 



El poseer 137 latas de opio ilegalmente y vender ile- 
galmente 30 latas de opio, no son un hecho que constituye 
dos delitos, ni un delito, medio necesario para cometer el 
otro. Son dos hechos aislados penados cada uno de por 
sí. Solamente, si toda la cantidad de opio poseída fuese 
la misma que en su totalidad se poseía con el fin de ser 
entregada como materia u objeto de una venta anterior- 
mente ajustada, podría decirse que la posesión del opio 
era medio necesario para realizar la venta. (E. U. vs. Look 
Chaw, 19 Jur. Fil., 358.) 



Se sigue la doctrina sentada en la causa de los Es- 
tados Unidos oontra Gustilo (19 Jur. Fil., 220), en el 
sentido de declarar que no fué la intención de la Legisla- 
tura que se presenten querellas separadas contra una per- 
sona % quién se halla en posesión ilegal de opio y de una 
pipa para fumarlo, esto es, una por posesión ilegal de opio 
y otra por posesión de la pipa. (E. U. vs. Poh Chi, 20 
Jur. FiL, 145.) 



• Al que se le encuentre solamente con manchas de opio 
o de sus derivados, en las manos o ropas, no se le puede 
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condenar por tener en su poder opio o sus derivados. (E. U. 
vs. Tan Seng Ki, 12 G. O., 1793.) 



Pena, Imposición de la. 

La limitación establecida en la regla segunda del ar- 
tículo 88 citado para la imposición de las penas, es apli- 
cable solamente a los delitos que se persiguen en un solo 
proceso, en el que por razón de ellos o entidad de las pe- 
nas que deben aplicarse sea necesario imponer más de tres 
o más de cuarenta años de condena, en cuyo caso no se 
podrá aplicar más del triple de la que corresponde al más 
grave, ni exceder en ningún caso de cuarenta años, lo cual 
no quiere decir que la pena a que se haya hecho acreedor 
un procesado deje de aplicarse porque en otros procesos y 
por otros delitos esté condenado a más de cuarenta años. 
(Sentencia del Tribunal Supremo de España de 8 de Abril 
de 1903.^ (Celis vs. El Alcaide de Bilíbid; 18 Jur. FU., 378.) 



El procesado a quién se ha condenado por ocho delitos 
de estafa debe ser sentenciado a una pena que no exceda 
del triple de la pena correspondiente a uno solo de dichos 
delitos. (E. ü. vs. Ballesteros, 1 Jur. Fil., 213.) 

Perjurio. 

Con vista de las pruebas que se mencionan en la de- 
cisión, Se declara, Que el juez de paz procesado era culpa- 
ble del delito de "inducción al perjurio,' ' y que fué debi- 
damente condenado en el Juzgado inferior y sentenciado a 
seis meses de prisión y al pago de una multa de ^200. 
(E. U. vs. Pizarro, 12 G. O., 1382.) 



(Falso Testimonio.) 

El perjurio, según ha sido modificado por la ley, puede 
definirse "la aserción voluntaria y maliciosa de ana falsedad, 
bajo juramento o afirmación administrados en virtud de dis- 
posición legal acerca de un extremo esencial," habiéndose 
ampliado el delito y hecho extensivo a los falsos juramen- 
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tos distintos de los prestados en el curso de actuaciones ju- 
diciales. Hay una diferencia entre el perjurio y el falso tes- 
timonio: el uno es obstinado y malicioso, al paso que el 
otro es simplemente falso y carece de los elementos cons" 
tituvos del delito de perjurio. (E. U. vs. Estraña, 16 Jut. 
Fíl., 520.) 

PREVARICACIÓN. 

Un teniente de barrio que faltando a los deberes de su 
cargo dejó maliciosamente de promover la persecución y cas- 
tigo de un delito de incendio que le fue denunciado, co- 
metería, en caso de resultar debidamente probado, el delito 
de prevaricación comprendido en el artículo 355 del Código 
Penal, pero no el de encubrimiento del incendiario. (E. Uo 
vs. Mendoza, 23 .Tur. FU.. 105.) 
Prisión subsidiaria. 

La pena de prisión subsidiaria o de destierro subsidiario 
no puede imponerse por insolvencia o falta de pago de las 
costas causadas en favor del Estado con arreglo a los artí- 
culos 49, 50 y 51, del Código Peual. La prisión subsidiaria 
puede imponerse en defecto del pago de las costas del acu- 
sador privado en delitos privados. (E. ü. vs. Mercado y 
Rey. 13 Jur. Fil., 629.) 

R 
Rapto. 

Según constante jurisprudencia de los Tribunales, se 
entiende consumado el delito de rapto con anuencia de la 
raptada y con miras deshonestas, aunque la misma no ha 
sido sacada o extraída de la casa de sus padres o encargados 
de su guarda y custodia, puesto que basta que la joven 
menor de edad haya abandonado la casa donde vivía, sus- 
trayérfSose del poder de sus padres o encargados y ce- 
diendo a la seducción, halagos y promesas de su raptor 
que la llevare consigo con propósitos deshonestos, para que 
se estime perpetrado el referido delito, en razón a que se- 
gún doctrina establecida por el Tribunal Supremo de Es- 
paña en su sentencia de 30 de Noviembre de 1875, dic- 
tada con motivo de la aplicación del artículo 461 del Có- 
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digo Penal de aquel país idéntico al 446 vigente en estas 
Islas, el objeto de la Ley es el de castigar, no la violen- 
cia que se hace a la persona objeto del rapto, toda vez que 
da por supuesto su consentimiento, sino el ultraje que hace 
a la familia y la alarma que en ella produce la desapa- 
rición de un individuo de la misma, que tanto por su 
edad como por su sexo, está más expuesto a las seduc- 
ciones y al engaño, siendo indiferente y por lo mismo no 
lo expresa el Código Penal, el sitio o lugar donde se ve- 
rificó el rapto. Igual doctrina se sienta en las sentencias 
de *9 de Octubre de 1895, y 31 de Marzo de 1896. (E. U. 
vs. Reyes, 20 Jur. Fil., 521.) 



Las miras deshonestas constituyen un elemento nece- 
sario del delito de rapto cometido con anuencia de la rap- 
tada, y, a falta de prueba que demuestre la existencia 
de tales miras, deberá absolverse al procesado. (E. U. 
vs. Santiago, 13 G. O., 389.) 



La ofendida había ido voluntariamente con el acusado 
al sitio en que ella creía encontrar a su prometido, pero 
tan pronto como se covenció de que éste no se hallaba 
allí trató de volverse a su casa a lo que se opuso el 
acusado, y contra su voluntad fué por él llevada al sitio 
en que abusó de ella. Esta oposición del acusado a que 
la mujer se volviera a su casa fué el principio de la 
sustracción violenta o contra la voluntad de la mujer; y 
habiéndola retenido entonces y durante tres días después 
en su compañía y contra su vduntad, y siempre con miras 
deshonestas. Se declara, Que estos hechos son constituti- 
vos del delito de rapto de fuerza previsto y castigado en 
el artículo antes citado (445). (E. U. vs. Vivar, 13 
G. O., 753.) 

Responsabilidad criminal. 

Cuando tres individuos que trabajan de consuno para 
la realización de un ñiismo fin, se conciertan para cometer 
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un delito, el hecho de que uno de ellos no haya tomado 
parte directa y personal en su ejecución, no le exime de igual 
responsabilidad. La unidad de proposito y de acción re- 
sultante de tal concierto hace que todos los que en él 
han tomado partes sean solidariamente responsables del 
delito. (E. U. vs. Matanug, 11 .Tur. Fil., 193.) 

Roño. 

En la comisión del delito de robo no es esencial que 
la persona de quien se roban los bienes mediante amena- 
zas o violencia sea la dueña de los mismos. Es suficiente 
que los bienes se roben del poder de esa persona mediante 
el empleo de amenazas y violencia con ánimo de lucro. 
La posesión de los bienes es suficiente. No es necesaria 
la propiedad. El delito de robo puede cometerse ya contra 
un depositario ya contra una persona que a su vez robó los 
bienes. Aún el mismo dueño de unos bienes puede ser 
culpable de robo. Por ejemplo, cuando los sustrae del 
poder de un depositario con ánimode cobrar a este su va- 
lor. (E. ü. vs. Albao, 13 G. O., 439.) 



Siendo hecho cierto, afirmado por el que se dice ofen- 
dido, que la vaca, objeto de la acusación por robo, es cría 
de otra de la propiedad del acusado; y cierto también, así 
lo afirma el mismo que se dice ofendido, que éste era 
inquilino y el pastor que guardaba las vacas del acusado, 
con el convenio entre ambos de que por cada tres crías 
dos serían para el dueño y la tercera para el pastor, siendo 
la que se dice robada la mayor y quedando otras dos me- 
nores, la presunción legal, no habiendo prueba en contra- 
rio, es de que la cría, tanto como la madre, son propie- 
dad del dueño de ésta, por derecho de accesión, en cuanto 
partas sequilar venir em. 

No es posible aun partícipe de una comunidad de 
este género llamarse dueño exclusivo de la cosa común sin 
previa partición y adjudicación que es la que produce el 
dominio singular y extingue la comunidad. No estando 
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probado que se haya hecho división ni adjudicación de la 
cosa común partible, no hay cosa ajena que robarse pueda, 
sino cosa común, propiedad por igual entre el que se dice 
que robó y el que presume de dueño a quien se ha robado. 
(E. U. vs. Caballero, 25 Jur. Fil., 366.) 



Cométese delito de robo con fuerza en las cosas, y 
no de hurto, cuando se hace uso da llaves falsas y falsas 
son las llaves, aunque fuesen las legítimas del propietario, 
cuando a éste le hubieren sido sustraídas. (E. U. vs. 
Gernale, 23 Jur. Fil., 485.) 



El hecho de apoderarse con violencia y bajo intimi- 
dación por agentes de la autoridad que procedieron con 
apariencia de que cumplían con la ley, pero con ánimo 
e intención de lucro de un artículo objeto de una ley 
prohibitiva como el opio, reviste caracteres del delito de 
robo, puesto que los caracteres oficiales de que estaban re- 
vestidos los individuos que ejecutaron el hecho no justifi- 
can la intención criminal que determinaron la ejecución 
del hecho punible, ni puede cambiar la índole del delito 
que habían perpetrado en razón a que no obraron en 
aquella ocasión como agentes de la autoridad en el cum- 
plimiento de sus deberes, sino como meros particulares 
acompañados de algunos chinos, los cuales según resulta 
del proceso conspiraron y se pusieron todos de acuerdo bajo 
la dirección del tesorero municipal para apoderarse de una 
considerable cantidad de opio de gran valor, el cual era 
de la propiedad de un particular que lo condujo a tierra 
desde una embarcación para su venta. (E U. vs. Sana 
Lim y otros, 12 G. O., 2733.) 

T 
Tentativa del delito. 

El último párrafo del artículo 3 del Códgio Penal re- 
lativo a la tentativa, no es aplicable a los delitos previstos 
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y penados en las leyes de la Comisión. (E. U. vs. Ló- 
pez Basa, 8 Jar. Fil., 87.) 

V 

Vagancia. 

Nadie es culpable de vagancia con arreglo al párrafo 
segundo del artículo 1 de la Ley de Vagancia, por fre- 
cuentar cervecerías, tabernas o casas de juego, a menos 
que se pruebe que carece de medios visibles de subsis- 
tencia. (E. II. Hart, 2() Jur. Fil., 154.) 

PROCEDIMIENTO CRIMINAL. 

A 

A BOGA DOS IN( OM PETENTES . 

A y B trabaron, en unión de otros individuos, una 
lucha. Como resultado de esta lucha dos individuos fue- 
ron muertos, prácticamente a la misma hora y bajo las 
mismas circunstancias. A y B fueron acusados por separado 
del delito de homicidio. A fue juzgado primero. Un miem- 
bro del foro ayudó al fiscal en la causa contra A. A fué 
condenado. El mismo abogado fué nombrado defensor de 
oficio de B. El abogado y el fiscal convinieron en que todas 
las declaraciones recibidas en la causa contra A fueran ad- 
mitidas y tenidas en cuenta en la causa contra B, sin ne- 
cesidad de volver a llamar a los testigos. B fué condenado 
y. apeló. Se declara: Que el abogado de oficio se hallaba 
inhabilitado y no podía lega] mente representar a B. (E. U. 
vs. Laranja, 21 Jur. Fil., 521.) 

Acción penal, Extinción de la. 

Con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Criminal espa- 
ñola, cuyos principios informan las disposiciones de la Or- 
den General No. 58 en orden a la responsabilidad civil, la- 
extinción de la acción penal no lleva consigo la de la ci- 
vil, a no ser que la extinción proceda de haberse decla- 
rado por sentencia firme que no existió el hecho de que 
la civil hubiese podido nacer. (Oro vs. Pajarillo, 23 Jur. 
Fil. 495.) 
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Admisión. 

Parece bien sentada la doctrina de que las declaracio- 
nes prestadas por un acusado o por un tercero autorizado 
por él, de ser pertinentes, son admisibles en contra del 
que es acusado de un delito. Si el procesado ha hecho ma- 
nifestación nes que constituyen una admisión de los hechos 
acusados en la querella o pertinentes a la misma, son admi- 
sibles en contra suya. Los actos de un individuo, su con- 
ducta y declaraciones, clon de quiera qite se hayan manifes- 
tado, siempre que sean voluntarios, son admisibles en con- 
tra suya en razón a que es justo presumir que se amoldan 
a la verdad y que es culpa suya si no se amoldan. Si las 
admisiones extrajudiciales de *un individuo son admisibles 
en contra suya, parece que no hay razón para que sus 
admisiones hechas en el Juzgado abiertamente, bajo jura- 
mento, no hayan de ser aceptadas contra el. (E. U. vs. 
Ching Po, 23 Jur. Fil., 594.) 

Affidavits. 

Los hechos imputados a la persona del acusado en una 
causa criminal no pueden ser probados por medio de ajifda- 
rits; su admisión con ese objeto es ilegal. Los affidavits me- 
ramente son admisibles en casos especiales de procedimiento 
y son sencillamente prueba prima jacio. (Art. 348, Cód. de 
Proc. Civ.) El procesado en una causa criminal tiene el 
derecho de carearse y repreguntar a los testigos que declaran 
en contra suya; este derecho está garantizado por la Ley de 
Filipinas, y se halla comprendido en la sección 15 de la 
Orden General No. 5<S. (E. U. vs. Escondo, 25 Jur. Fil., 
599.) 

Apelación. 

Una apelación de la sentencia de un Juzgado Muni- 
cipal al Juzgado de Primera Instancia no puede retirarse. 
(Bautista vs. Jhonson, 2 Jur. Fil., 240.) 



Como quiera que no se pone al procesado en jeorpardy 
con motivo de la vista celebrada en virtud de la querella 
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y el demarren opuesto a la misma; y como quiera que la 
legislatura de las Islas Filipinas ha dispuesto por medio 
de una ley que puede apelarse, contra un auto estimando 
un demurrer: Se declara: Que la decisión en la causa 
contra Kepner no es óbice para que el Gobierno apele 
contra una resolución del Tribunal inferior, estimando un 
demvrrn\ (E. U. vs. Ballentine, 4 .Tur. Fil., 685.) 



Cuando un procesado apela contra una sentencia dic- 
tada con arreglo a las leyes de las Islas Filipinas renun- 
cia la defensa del jeopardy. Cuando un procesado apela 
debe arrostrar las consecuencias ya sean favorables o ad- 
versa* y someterse a nueva* vista de toda la causa. (K. 
l T . vs. Flemister, ó .Tur. Fil., 679.) 



La pendencia de un pedimento para la reapertura del 
juicio no suspende el término para interponer la apelación 
que expira al decimoquinto día después de dictarse la sen- 
tencia. (E. U. vs. Pérez, l' Jur. Fil., 882.) 



La fuga del acusado durante la pendencia de la ape- 
lación de la causa seguida contra el, implica necesariamente 
el abardono de este recurso legal, dentro de los principios 
que informan el procedimiento criminal vigente en la ac- 
tualidad, y la sentencia del Juzgado inferior queda firme 
y ejecutoria. (E. U. vs. Ravidas, 4 .Tur. Fil., 276.) 



La pendencia de pedimento de nueva vista no prorroga 
el plazo para la interposición de la apelación. (E. U. vs. 
Trincio, 4 Jur. Fil., 89.) 

AUTREFOTS ACQUTT. 

Los mismos actos pueden ser violatorios de dos o más 
disposiciones de la ley penal. Cuando así suceda, el proceso 
por una de estas infracciones no empece para que se pro- 
cese al culpable bajo otro artículo del Código Penal; esto 
es, que un acto puede ser constitutivo del delito de robo 
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y al mismo tiempo constituir un atentado contra los agen- 
tes de la autoridad en cuyo caso la alegación de antrefois 
aequtt en contra del segundo proceso no es admisible por- 
que el procesado haya sido ya enjuiciado por el delito de 
robo. (Los Estados Unidos contra Chan-Cun-Chay, 5 Jur. 
Fil. 404, Los Estados Unidos contra Flemister, 5 Jur. 
Fil., ()79). Un sólo acto puede constituir una infracción 
de dos leyes distintas, y si Li una ley requiere prueba de 
un hecho adicional que la otra no requiere, la absolución o 
condena bajo la una no exime al procesado de ser enjui- 
ciado y condenado bajo la otra. (E. U. vs. Capurro y 
Weems, 7 Jur. Fil., 24.) 

C 

Comparecencia. 

Si un arresto se efectúa irregularmente, tal irregula- 
ridad desaparece cu;.ndo el acusado comparece y presta 
fianza. (E. U. vs. Grant y Kennedy, 18 Jur. Fil., 123.) 

Competencia. 

En los casos en que la comisión de los diferentes de- 
litos, castigados en el Código Penal únicamente con la pena 
de arresto mayor, haya producido además del mal moral, 
un mal material que se deba reparar, o resarcir, o hu- 
biere alguna cosa que restituir, la cuantía de la indemnización 
al ofendido no suele exceder de F200, dadas las reglas 
de proporcionalidad de la pena en los delitos contra 
la propiedad, y por tanto es indiscutible la competencia 
del juez de paz tanto con relación a la pena personal, 
como por lo que respecta a la indemnización, en los casos 
en que hubiere responsabilidad civil a consecuencia del 
delito, como es de ver entre otros en los artículos 513, 
518, 'No. 4, 534, No. 1, y 557, No. 1, del Código. 

De los delitos de violación» estupro y rapto nacen es- 
pecialmente, por disposición expresa de la ley, responsabili- 
dades civiles que se traducen en las obligaciones de dotar a 
la ofendida soltera o viuda, de reconocer la prole que con 
carácter de hijo o hija natural diere a luz dicha ofendida, 
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y de manten* r la' propia prole, sea cual tuere la calidad de 
su origen, y por consiguiente de los procesos que se ins- 
truyan sobre los referidos tres delitos solo podrán conocer 
los Jueces (le Primera Instancia por cuanto que los tallos 
de tales juicios han de contener necesariamente pronuncia- 
mientos declarativos de las mencionadas obligaciones a que 
según el artículo 449 del Código Penal deben ser condena- 
dos los culpables, responsables, a consecuencia del delito, de 
la dote y de los alimentes, cuyas cuantías suelen ser muy 
superiores, a P200, y del reconocimiento forzoso de la prole, 
el cual determina el estado civil del nuevo ser con derecho 
a la vida, sin que la Ley haya atribuido o facultado ex- 
presamente al juez de paz a que pueda hacer dichas de- 
claraciones, indispensables en una sentencia sobre el delito 
de estupro, al concederle competencia para entender en 
delitos penados a lo más con seis meses de prisión. (E. 
U. vs. Bernardo, 19 Jm\ Pil., 278.) 



La competencia de los juzgados de paz en causan cri- 
minales se determina por la pena que puede imponerse; 
y, cuando una causa determinada, la pena que puede im- 
ponerse es mayor de seis meses de prisión y 1*200 de 
multa, el juzgado de paz carece de competencia para co- 
nocer del juicio. 

Por lo tanto, cuando la pena que se puede imponer 
es de seis meses de prisión y F200 de multa y, en adi- 
ción, inhabilitación temporal especial en su grado máximo 
a inhabilitación especial perpetua, la pena es superior a la 
que un juzgado de paz puede imponer, y por esta razón 
carece de competencia para conocer del juicio. (E. II. 
vs. Regala, 12 G. O., 1798.) 



Se presentaron ciertos billetes de lotería, decomisados 
por las autoridades de aduanas, como prueba en una causa 
criminal en la que el procesado en ella se hallaba acu- 
sado de su importanción ilegal, y fue condenado, y el juez 
ordenó que se destruyeran los billetes. El Administrador 
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de Aduanas ahora trata de obtener un mandamiento de 
inhibición y solicita que se le devuelvan los billetes por 
haber ya él comenzado las actuaciones para su confiscación. 
Se declara: Que la jurisdicción del Administrador de Adua- 
nas ya se había adquirido y que los billetes deben ser de- 
vueltos para los efectos consiguientes en las actuaciones pen- 
dientes ante él. (McCoy vs. Gale, 24 Jur. Fil., 99.) 

Condena. 

G fué sentenciado en 28 de Octubre de 1905 por el 
Juzgado de Primera Instancia de Bulacan a cuatro meses 
y cuatro días de prisión. En 11 de Noviembre de 1905, 
fué sentenciado a cuatro meses y un día de prisión en la 
cárcel de Bilíbid por el juzgado municipal de Manila. En 
11 de Noviembre se hallaba extinguiendo la primera con- 
dena en la cárcel de Bilíbid: Se declara, Que el tiempo de 
la segunda condena no empezó a correr sino desde que extin- 
guió la primera, según jurisprudencia sentada en la causa 
de los Estados Unidos contra Carrington, No. 2000. (Gor- 
don vs. Wolfe, 6 Jur. Fil., 79.) 

Confesión. 

La declaración de culpable hecha espontáneamente ante 
el juez de paz en las diligencias preliminares, aunque hu- 
biese sido retirada al siguiente día, puede admitirse como 
prueba competente en contra del acusado en la vista de su 
causa en el Juzgado de Primera Instancia. (E. U. vs. 
Alonso, 8 Jur. Fil., 76.) 



El artículo 4 de la Ley No. 619, referente a confesio- 
nes, no es aplicable a una conversación entre el acusado 
y un funcionario público, habida antes de que se formu- 
lase ninguna acusación por delito contra aquél. (E. U. vs. 
Calimag, 12 Jur. Fil., 7L1.) 



No puede recibirse como prueba una confesión por tes- 
timonio de un testigo, que, aunque estuvo presente cuando 
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aquella Se hizo, se enteró de su sentido por medio de un 
intérprete. (E. U. vs. Chu Chio, 8 Jur. FiL, 266.) 



Uní) confesión extrajudieial, hecha poruña persona acu- 
sada, de un delito, no es admisible como prueba, a menos 
que se demuestre primeramente que dicha confesión ha sido 
hecha voluntariamente y sin coacción. (E. U. vs. ( -loros - 
pe, 9 Jur. FiL, 404.) 



En cualquier tiempo antes de que se dicte la senten- 
cia, está a discreción del juez el permitir al acusado que 
retire su confesión de "culpable" y la sustituya por la o> 
"no culpable''. (E. U. vs. Neri, 8 .Tur. FiL, 680.) 



El acusado manifestó ante dos agentes del Gobierno 
que una lata de opio encontrada en el local de su prin- 
cipal era suya. En la vista negó que el opio fuera suyo, 
y además que hubiera jamás manifestado otro tanto a los 
agentes del Gobierno. Se declara . Que, según las pruebas 
presentadas, la confesión, se prestó tal como se alega y que 
era suficiente para establecer la culpabilidad del acusado. 

Según ha declarado el Tribunal Supremo de los Esta- 
dos Unidos, las confesiones extra-judiciales deben ser dete- 
nidamente analizadas y recibidas con gran cautela; pero si 
se prestan libre y voluntariamente son de las mejores 
pruebas que pueden ofrecerse respecto a los hechos objeto 
de dichas confesiones. (K. U. vs. So Fo, 23 Jur. FiL, 387.) 

n 

Declaración i>k <tlpabiljí>ai>. 

Cuando un acusado presta una declaración de culpa- 
ble, la decisión sobre si tal declaración puede ser retirada 
y sustituida por otra de no culpable depende de la dis- 
creción del Tribunal. (E. U. vs. Grant y Kennedy, 18 
Jur. FiL, 123.) 

Delito, Designación del. 

Cuando en la querella que inició la instrucción de 
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una causa criminal se relatan hechos de malos tratos a 
una mujer embarazada a quien produjeron abundante he- 
morragia de sangre seguida de aborto, por cuyo motivo 
estuvo la misma enferma durante ocho días, sin embargo 
de haberse imputado al agresor la comisión del delito de 
lesiones, una vez demostrado que el hecho ciertamente 
perpetrado es constitutivo del delito de aborto y que el 
acusado, asistido de su defensor, se enteró del texto de 
la querella e inquirido contestó que no se declaraba cul- 
pable, negó el cargo que se le atribuyera de haber ejecu- 
tado dichos malos tratos que ocasionaron hemorragia y el 
aborto consiguiente, y se defendió ampliamente del cargo 
contenido en la acusación, es perfectamente legal y justo 
que le sea aplicable la pena del delito que resultó de las 
pruebas y que verdaderamente había cometido el reo y no 
el consignado erróneamente en el epígrafe de la querella. 
(E. U. vs. Jeffrey, lo .Tur. Fil., 404.) 



Un funcionario público acusado en una querella del de- 
lito de malversación, puede ser condenado por el de estafa 
en virtud de la misma querella si de lo actuado resulta: 
l.o Que tal funcionario público se ha apropiado o ha 
distraído dinero, efectos o cualquier otra cosa mueble que 
hubiere recibido en depósito, comisión o administración, o 
por otro título que produzca obligación de entregarlos o 
devolverlos, o niegue haberlos recibid o. 2. o Que por razón 
de su cargo no estaba facultado para recibir el dinero, etc., 
que se apropió y se negó a devolver. (E. V. vs. Solis, 
7 Jur. PÍ1./201.) 
Denuncia. 

Aún cuando en la denuncia se alega y de las pruebas 
aducidas resulta el asesinato de tres personas distintas, se 
presumirá que 1«, sentencia condenatoria se refiere a un 
solo asesinato a no ser que de la misma conste lo contra- 
rio y cuando no se ha interpuesto objeción durante el jui- 
cio no se declarará la nulidad de la denuncia ni de lo 
actuado por acusarse de más de un delito. 
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Una querella cri rainal puede ser enmendada después 
de estimarse un demurrer contra la misma, si el Juzgado 
inferior así lo permite, aún cuando en la querella original 
los hechos imputados al acusado no eran constitutivos de 
delito. (E. U. vs. Pérez y otros, 2 Jur. Fil., 178.) 
Diligencias preliminares. 

Según la Ley No. 194 el juez de paz no está obli- 
gado a hacer constar por escrito la declaración prestada por 
el acusado en el curso de las diligencias preliminares, a 
menos que éste desee declarar como testigo bajo juramento 
sometiéndose a ser repreguntado como cualquier otro testigo, 
en cuyo caso el juez de paz tiene la obligación de hacer 
constar su declaración por escrito. (E. U. vs. Estabulo y 
otro, 9 Jur. Fil., G87.) 

F 

Fiadores. 

Los fiadores en una fianza para la apelación no se obli- 
gan a hacer comparecer al acusado en la vista de su causa 
en la Corte Suprema, y no puede declararse el decomiso 
del importe de la fianza antes de dictarse sentencia en 
virtud de la apelación. 

Las actuaciones en la Corte Suprema en virtud de una 
apelación en causa criminal no se suspenderán por motivo 
de la ausencia del acusado puesto que su presencia no es 
necesaria en la vista. (E. U. vs. Lewis, 2 Jur. Fil., 201.) 

Fianza. 

Los Juzgados de Primera Instancia tienen competen- 
cia y están facultados para conceder la libertad bajo fianza, 
antes de la condena, en una causa criminal, aunque se acuse 
de un delito penado con la pena capital. (E. U. vs. Ba- 
basa, 19 Jur. Fil., 209.) 

H 

Habeas CORPUS. 

La negativa, por parte de un Juzgado, a conceder a un 
acusado, en una causa criminal, cuando lo solicite, el plazo 
de dos días para prepararse para el juicio, que se establece 



en lii sección 30 del Código de Procedimiento Criminal 
(Orden General No. 58), siendo, como es, esa disposición 
imperativa, y no dejando nada a discreción del Juzgado, 
despoja al acusado de un derecho constitucional, a saber, 
un derecho a, un juicio por medio del debido procedimiento 
legal, y procederá el habeas eorpus para libertarle de la pri- 
sión impuesta por virtud de sentencia condenatoria en tal 
coso. (Schields vs. McMicking, 23 .Tur. Fil., 538.) 

J 

Jeopardv. 

El autor de unos malos tratos inferidos a una per- 
sona a quien al cabo de 27 días le sobreviene la muerte 
con algunas señales de lesión en las visceras y órganos 
internos del cuerpo, es el único responsable de la defun- 
ción de dicha persona que se considera muerta violenta- 
mente, no constando demostrado que su muerte obedeciera 
a alguna enfermedad natural. 

Una vez exhibidas y presentadas en juicio unas ac- 
tuaciones practicadas por el juez de paz para la celebra- 
ción de un juicio de faltas como prueba conducente a la 
excepción de jeopardy alegada por la defensa del acusado, 
y reiterada dicha presentación de actuaciones como prueba 
al terminar el proceso, no tiene obligación el fiscal pro- 
vincial de volver a presentarlas por tercera vez como 
prueba de la acusación y le asiste al representante del 
Gobierno indisputable derecho de valerse de ellas para de- 
mostrar la existencia del delito y la culpabilidad de su 
autor, por cuanto que es regla de derecho de que el do- 
cumento aducido como prueba por una parte puede utili- 
zarlo la parte contraria de iguaj manera, como prueba de 
los hechos motivo de su acción. • .• ■ 

La representación y defensa del acusado condenado como 
reo confeso y convicto de una falta, al alegar excepción de 
jeopardy fundada en dicha convicción y condena a una mul- 
la por el juez de paz, reconoce y admite desde luego la 
certeza del hecho indebidamente calificado de falta, no ha- 
biendo intentado demostrar que no era cierto el <, referido 
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hecho imputado al reo, ni tratado de desvirtuar la acu- 
sación . 

La alegación de que el acusado ha sido ya puesto en 
jeopardy al ser enjuiciado y condenado en juicio de faltas 
a rlO de multa, no es excepción procedente para impedir 
la prosecución de una causa criminal, por cuanto que el 
juez de paz que le había juzgado indebidamente, no era 
competente y carecía de jurisdicción para entender en un 
hecho constitutivo de un delito como el de homicidio. 
(E. U. vs. Díaz, ló Jur. FU., 128.) 



Un hecho puede ser constitutivo de delito con arreglo 
a las leyes del Estado, pudiéndose imponer penas por su 
comisión mediante uua ordenanza municipal dictada con 
arreglo a facultades correspondientes, y la imposición de una 
pena no sería óbice para la imposición de la otra por el 
municipio y viceversa. 

Cuando el mismo hecho constituye delito contra cada una 
de las dos soberanías que ejercen jurisdicción sobre el mismo 
territorio, la persecución emprendida por una de ellas no 
prescribe necesariamente la persecución por la otra. 

Un hecho puede ser constitutivo de delito contra un es- 
tado particular, al mismo tiempo que contra los Estados 
Unidos pudiendo ser castigado por ambo?. Por ejemplo, el 
hecho de dar circulación a una moneda falsa puede ser 
castigado por el "Estado bajo un aspecto y por los Estados 
Unidos bajo otro. (E. U. vs. Chan-Cun-Chay, 5 Jur. 
Fil., 404.) 



Se declara, Que, hasta que haya empezado de hecho 
la vista de la causa y se haya llamado al primer testigo, 
el acusado no está en jeopardy en el sentido en que se 
emplea* dicha palabra en la Ley de Filipinas. (E. U. vs. 
Gemora, 8 Jur. Fil., 19.) 



Aquella parte del BU I de Filipinas que entraña el 
principio de que ninguna persona será puesta dos veces 
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en jeopardy por el mismo delito debe hacerse extensiva, en 
cuanto sea posible, a todas las consecuencias que se sigan 
de un solo acto criminal impulsado por una sola intención 
criminal, aunque más de un delito, como podría llamár- 
sele de otro modo, se cometa en realidad por medio de ese 
acto. Cuando un solo acto constituye uno o más de- 
litos, o cuando un delito es el medio necesario para cometer 
otro, solamente puede imponerse una pena por todos los der 
litos cometidos por aquel acto. 

La posesión de una escopeta y de un revolver por la 
misma persona al mismo tiempo, y en el mismo lugar, no 
es sino un solo acto de posesión, una infracción de la ley, 
y la condena y pena por la posesión de una de las armas 
es óbice al procesamiento por la posesión de la otra. (E. U. 
vs. Gustilo, 19 .Tur. Fil., 220.) 



Una condena o absolución por un Tribunal que carece 
de jurisdicción es, así como todo, lo actuado en la causa 
absolutamente nula y no es, por consiguiente, óbice a un 
nuevo procesamiento y juicio ante un Tribunal que tiene 
jurisdicción sobre el delito. (E. U. vs. Jayme, 24 .Tur. Fil., 
94.) 



La destrucción de todos los autos en causas criminales 
de esta Corte no podría servir de base para la condena en 
causas pendientes en ella, ni como razón para la soltura 
de los presos bajo el fundamento de que un nuevo juicio 
constituiría un segundo jeopardy. (E. U. vs. Laguna, 17 
.Tur. Fil., 583.) 



La acusación y condena ante un Juzgado de Primera 
Instancia de una persona a quien se imputa el delito de 
lesienes graves (que consiste en inferir ilícitamente graves 
daños físicos que dejan al ofendido incapacitado para el 
trabajo por más de treinta días), persona que ha sido pre- 
viamente condenada en un juzgado de paz por el delito de 
lesiones leves (que consiste en inferir daños, leves que no 
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inhabilitan al ofendido para el trabajo), no pone al acu- 
sado dos veces en jeopardy por el mismo delito en contra- 
vención de la Ley de l.o de Julio de 1902 (32 Stat. at 
Larges 691, chap. 1369, par. 5), promulgatoria del RUI de 
derechos de Filipinas aún cuando resulte que las heridas 
que en ambas causas se- imputan fueran inferidas en una 
sola agresión. (E. U. vs. Ledesma y Bernad, 13 G. O., 
447.) 



Según se había convenido entre ambos acusados, como 
qltéda dicho, se expidieron cheques en distintas fechas por 
'diferentes samas, los cuales fueron certificados y posterior- 
mente pagados por el banco. La extracción de dinero del banco 
mediante cada uno de estos cheques por los medios em- 
pleados, constituía un delito distinto e independiente, y la 
condena por uno de éstos no puede alegarse como óbice 
para otra acusación contra los mismos individuos por ha- 
ber obtenido dinero fraudulentamente mediante otro che- 
que y por los mismos medios. Cada extracción fraudulenta 
de dinero del banco por los medios de que se ha hecho 
mérito, constituía un delito independiente, y la preparación, 
aprobación y pago de numerosos cheques bajo tales circuns- 
tancias no pueden considerarse como un. delito continuo. 
(E. U. vs. Lim Buanco, 14 .Tur. Fil., 497.) 



El delito de fumar opio no reúne ninguno de los ele- 
mentos constitutivos del delito de posesión ilegal de opio. 
Una condena basada en una querella no es óbice a una 
condena subsiguiente por virtud de otra querella, a me- 
nos que las pruebas que se requieran para apoyar la con- 
dena basada en una de estas querellas hubieran sido su- 
ficientes para sostener una condena por virtud de la otra. 
La prueba acerca de la existencia de un jeopardy anterior no 
consiste en que el acusado haya sido juzgado por elmismo 
acto, sino en que haya sido puesto en jeopardy por el mismo 
delito. (E. U. vs. Lim Tigdien y Esteves, 13 G. O., 875.) 
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Cuando se ha presentado una querella en el Juzgado 
de Primera Instancia acusando del delito de estafa y el 
acusado es juzgado debidamente por este delito, y el Tri- 
bunal determina erróneamente que carece de competencia 
sobre el juicio, lo sobresee, y absuelve al preso, la alega- 
ción de doble jeopardy es sostenible en un juicio posterior, 
sustanciade en el mismo Tribunal contra el mismo proce- 
sado y en el que se le acusa de malversación de fondos pú- 
blicos que nace de los mismos hechos exactamente, apare- 
ciendo en el segundo juicio que los hechos alegados y pro- 
bados no eran constitutivos de malversación de fondos pú- 
blicos sino de estafa, por la que el acusado ya había sido 
juzgado y absuelto por un Tribunal de jurisdicción compe- 
tente, (E. ü. vs. Regala, 12 G. O., 1793.) 

Cuando en virtud de una querella por un delito más 
grave se le absuelve al acusado del mismo, pero se le de- 
clara culpable de otro delito menos grave incluido en el 
primero, y cuando por virtud de una apelación interpuesta 
contra dicha sentencia el Tribunal de Apelaciones otorga 
la celebración de nueva vista, el acusado puede ser enjui- 
ciado en la nueva vista por el delito más grave expresado 
en la querella, y esa nueva vista no equivale a ponerle al 
acusado dos veces en peligro de ser castigado por el mismo 
delito dentro del significado de la Constitución Federal o de 
las disposiciones de la Ley de Filipinas del l.o de Julio de 
1902 (82 Stat., 691), referentes a la materia. 

La apelación interpuesta por el acusado en semejante 
caso equivale a una renuncia de sus derechos que le per- 
miten oponerse a que se le ponga dos veces en peligro de 
ser castigarlo por el mismo delito, pidiendo que se le enjuicie 
de nuevo por el delito del que ya ha sido una vez decla- 
rado culpable, y si se le concede dicha petición tiene que 
sufrir las consecuencias y gozar de los beneficios que resul- 
taren del nuevo juicio a que tiene que someterse por todo 
el asunto. (Trono vs. E. ü,, 11 Jur. FiL, 749.) 
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Los consejos de guerra generales pueden conocer, en vir- 
tud del articulo 62 de los de Guerra, de todos aquellos 
delitos no penados con pena de muerte, cometidos contra 
las leyes públicas, por un oficial o soldad del Ejército 
dentro de los límites del territorio en que estuviere de 
servicio; y aunque esta competencia no es exclusiva sino 
tan sólo concomitante o concurrente con la de los Tribuna- 
les ordinarios, si un consejo de guerra adquiere primero juris- 
dicción, los Tribunales ordinarios no pueden hacer caso omiso 
de la sentencia de dicho consejo por mero error o por cual- 
quier motivo que no afecte a la competencia del consejo 
que la dictó. (Grafton vs. E. IL, 11 Jur. Fil., 804.) 
Jurisdicción. 

En una causa criminal en que el juez de piz dicta 
sentencia a pesar de carecer de jurisdicción por lo que res- 
pecta a la persona del acusado, así como a la materia 
objeto de la causa, y se interpone apelación al Juzgado de 
Primera Instancia, y no se suscita cuestión alguna en este 
último Tribunal en cuanto a la jurisdicción del juez de 
paz, se presumirá que el acusado ha renunciado a toda ob- 
jeción, contra dicha jurisdicción pudiendo verse la causa en 
el fondo, con tal que sin embargo, no se altere la natura- 
leza de la acción y que el Juzgado de Primera Instancia 
tenga jurisdicción para conocer del delito imputado. Pero, 
cuando se opone objeción en tiempo y forma a la jusisdic- 
ción del Tribunal ad quem (el Juzgado de Primera Instan- 
cia) , para fallar dicha causa en el fondo, el Juzgado tan 
sólo adquiere jurisdicción para sobreseer la causa. ^ Carrol 1 
y Ballesteros vs. Paredes, 17 Jur. Fil., 95.) 

El delito de no proveer medios adecuados y convenien- 
tes para la seguridad de los animales durante su conduc- 
ción en un buque de un puerto extranjero a un puerto de 
las Islas Filipinas, cae bajo la jurisdicción de los Tribuna- 
les de las Islas Filipinas, cuando las condiciones prohibidas 
existieren mientras el buque se hallaba dentro de las 
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aguas territoriales, prescindiendo de que las mismas condi- 
ciones hubieran existido desde que el buque salió del puerto 
extranjero y cuando se hallaba en alta mar. (E.U. vs. Bull, 
15 Jur, FU., 9.) 



La jurisdicción, en causas criminales, no puede ser con- 
ferida al Tribunal por el acusado, por medio de renuncia 
expresa, o de otro modo, puesto que la jurisdicción se con- 
fiere solamente por la autoridad soberana que ha organi- 
zado los Tribunales, y solamente se concede de la manera 
y en la forma prescritas por la ley. (E. U. vs. Castañares, 
18 Jur. Fil., 212.) 



El Juzgado de Primera Instancia del puerto donde 
arribe un buque de la matrícula de Filipinas, después de 
perpetrado el delito, tiene jurisdicción para conocer de un 
delito cometido a bordo del mismo, con exclusión de todos 
los demás juzgados del Archipiélago. (E> U. vs. Dasal y 
otros, 3 Jur. Fil., 6.) 



Una objeción que se funda en la falta de jurisdicción 
del Tribunal sobre la materia es fatal, y puede utilizarse 
en cualquier estado de las actuaciones. (E Ü. vs. De la 
Santa, 9, Jur. Fil., 22.) 

Una pequeña porción de la Provincia de Ambos Ca- 
marines fue transferida a la Provincia de Tayabas. Poste- 
riormente, el Juzgado de Primera Instancia de esta última 
provincia, entendió en un delito cometido dentro del terri- 
torio transferido con anterioridad a la fecha en que se con- 
firió la jurisdicción. Se declara: Que 1m, jurisdicción del 
Juzgado de Tayabas, era plena. (E. U. vs. Jueves, 23 Jur. 
Fil., 102.) 



Para determinar la jurisdicción del Juzgado en causas 
criminales, deberá examinarse la querella con el objeto de 
cerciorarse de si los hechos en ella expresados y la pena 
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que la ley establece para los mismos, caen o no dentro de 
la jurisdicción del Juzgado ante el que se presenta la que- 
rella. Si los hechos relacionados en la querella son sufi- 
cientes para demostrar que el Juzgado ante el cual se pre- 
senta la querella tiene jurisdicción, entonces el Juzgado ten- 
drá jurisdicción. 

Si los hechos relacionados en la querella, en una causa 
criminal, son suficientes para demostrar que el Juzgado 
ante el cual se presenta tiene jurisdicción, dicho Juzgado 
podrá retener la jurisdicción sobre la causa al objeto de 
imponer la pena establecida por la ley, aún cuando las 
pruebas presentadas durante el juicio de la causa demuestren 
que se cometió un delito meno3 grave que aquel de que 
se acusa en la querrella. El Juzgado que haya adqui- 
rido jurisdicción por virtud de una querella suficiente puede 
imponer la pena que, según las pruebas, corresponda, aún 
cuando dicha pena sea inferior a la pena sobre la cual 
tenga el Juzgadp jursidicción original. Por ejemplo: se 
presenta una querella en el Juzgado de Primera Instancia 
en la que se acusa a uno de tentativa de asesinato. A 
la terminación del juicio, el Juzgado falla que el delito sólo 
constituye agresión y maltrato. Los juzgados de paz tienen 
jurisdicción original sobre los delitos de agresión y mal- 
trato. La querella, con todo, confirió al Juzgado de Pri- 
mera Instancia jurisdicción sobre el delito imputado. Re- 
tuvo la jurisdicción al objeto de imponer la pena estable- 
cida por la ley para el delito cuya comisión resultó probada . 
En otras palabras, la jurisdicción del Juzgado de Primera Ins- 
tancia se determina por los hechos que se alegan en la que- 
rella. (E. ü. vs. Mallari y Cueson, 24 Jur. FU., 378.) 

Uno que haya sido Juez de Primera Instancia de un 
distrito y después es nombrado Juez de Primera Instancia 
de otro distrito, no tiene facultad, después de pasar a ser 
Juez de este último distrito, para proveer o dictar resolu- 
ción alguna en aquellas causas que estuviesen pendientes en 
el otro distrito cuando cesó en él , a menos que esté au- 
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torizado para ello de acuerdo con lo previsto en los artí- 
culos 51 y 52 de la Ley No. 136. (E. ü. vs. Soler y 
otro, 6 .Tur. Fil., 831.) 



Cuando un procesado en causa criminal comparece ante 
un tribunal competente en cumplimiento de un auto de 
de prisión o de cualquier otra providencia judicial, para que 
pueda impedir que se le someta a la jurisdicción del tri- 
bunal, es preciso que plantee, tan pronto como tenga oca- 
sión para ello, la cuestión de la competencia del tribunal 
para juzgarle. Mas si presta fianza, interpone demurrer con- 
tra, la querella, presenta excepción dilatoria o contesta a la 
acusación, el tribunal por este solo hecho, adquiere compe- 
tencia para j uzearle. (Carrington vs. Peterson, 4 Jur. Fil., 
183.) 



Cuando resulta que el acusado, conductor de un ferro- 
carril, cobra de un pasajero la cantidad de un peso y vein- 
tidós centavos y Je expide un billete falso por otro viaje 
más corto por el que el precio debe ser diez y ocho cen- 
tavos, el delito de estafa queda consumado en el lugar en 
donde debe rendir sus cuentas y en el que entrega el ta- 
lón del billete falso expedido. (E. U. vs. Reyes, 1 Jur. 
Fil., 256.) 



(Concurrente?) 
Cuando varias personas han sido secuestradas y deteni- 
das en Bulacán y de allí llevadas a Nueva Ecija, los se- 
cuestradores pueden ser juzgados y castigados en Bulacán, 
lugar donde el delito comenzó a cometerse y fué consu- 
mado aunque haya continuado en otra parte. (E. U. vs. 
l>aureaga y otros, 2 Jur. Fil., 72.) 

JüRTSDTCCTÓN ÓONOUItKENTE . 

C celebró un contratro en la Ciudad de Manila por vir- 
tud del cual se comprometió a rendir cuentas a su man- 
dante en la ciudad de Manila. Por virtud de ese contrato 
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C cobro ciertas cantidades para su mandante en la ciudad de 
Cebú y dejo de dar cuenta de las mismas a su mandante en 
la ciudad de Manila. Se declara: Que el Juzgado de Manila 
era competente para conocer del delito en razón a que el 
delito de estafa acusado en la querella había sido come- 
tido, por virtud de ese contrato, en la ciudad de Manila. 
El contrato de servicios se había celebrado en la ciudad de 
Manila; deber del acusado era dar cuenta de sus actos a 
su mandante en la ciudad de Manila; su omisión de cum- 
plir su promesa u obligación para con su mandante se 
efectuó en la ciudad de Manila dentro de la jurisdicción 
del Tribunal sentenciador. (E. U. vs. Cardell, 23 . Tur. Fil., 
208.) 



En esta jurisdicción, en que las reglas estrictas del de- 
recho consuetudinario, relativas a la presentación de quere- 
llas, no ejercen influencia decisiva, los delitos cometidos 
parte en una provincia y parte en otra, es decir, en el 
caso de que algunos actos importantes y esenciales del de- 
lito y necesarios para su consumación ocurren en una pro- 
vincia y otros en otra, son enjuiciables en una u otra pro- 
vincia, teniendo los Tribunales correspondientes de cada 
una de ellas jurisdicción concurrente sobre tales delitos. 
(E. ü. vs . Santiago, 12 G. O. 1177.) 



Pena, Imposición de la. 

Cuando en la querella se acuse al procesado del delito 
de robo simplemente, este no puede ser condenado por el 
de robo en cuadrilla. No es dable condenar a un proce- 
sado por delito más grave que el que se le imputa en 
la querella. La circunstancia de "cuadrilla" puede apre- 
ciarse en concepto de agravante en causa por simple robo, 
mas no puede considerarse como cualificativa del delito. 
(E. U. vs. Torres y otros, 5 Jur. Fil., 524.) 



El delito de simple robo previsto en el artículo 503 
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del Código Penal y el de "robo en cuadrilla" o * en 
despoblado" previsto en el 504, son de litos distintos y no 
puede condenarse y sentenciarse a un procesado por el 
más grave de ellos en virtud de fina querella por el delito 
menos grave y comprendido en aquél. (E. U. vs. De 
los Santos, o .Tur. Fil., o91.) 



Cuando en una querella sólo se acusó del delito de ho- 
micidio a los autores de la muerte violenta de un agente 
de la autoridad, aparte de que el hecho delictivo reviste 
a la vez caracteres de un atentado a dicho agente de la 
autoridad, no es lícito condenarles por asesinato, delito más 
grave, por haber concurrido en la agresión la circunstancia 
cualificad va de alevosía, y tampoco es procedente imponer 
a los enjuiciados la pena señilada por la ley al delito de 
atentado no expresado en la querella, ni hacer aplicación 
al caso de lo dispuesto en el artículo 89 del Código. Penal 
que trata de un solo hecho punible constitutivo de dos 
o más delitos o de que uno de ellos sea medio necesario 
para cometer el otro. (E. U. vs. Ginosolongo, 28 .Tur. 
Fil., 178.) 



Cuando en una querella no ha sido objeto de acusación 
el delito de hurto que resultó probado durante la sustan- 
ciaron del juicio, no es procedente condenar al acusado 
en sentencia definitiva por el delito probado, puesto que 
en el calificativo de bandolerismo no cabe considerar legal - 
mente comprendido el de hurto. CE. TJ. vs. Martique y 
otro, 8 Jur. Fil., 098.) 



Aún cuando los Tribunales pueden imponer pena por 
cualquier delito descrito en la querella y que se haye pro- 
bado durante el juicio de la causa, no pueden imponer 
pena por un delito no descrito, aunque éste se haya re- 
velado por las pruebas. Por ejemplo, si una querella acusa 
de homicidio, los Tribunales no pueden imponer pena por 
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asesinato, aunque las pruebas claramente demuestren que 
se cometió el último delito en lugar del de homicidio. (E, 
U. vs. Tría, 25 Jur. Fil., 81.) 

Proceso, Impedimento del. 

Los procesados fueron acusados del delito de rapto por' 
haberse apoderado por la fuerza y llevado de su casa, a 
una joven llamada E contra su voluntad y con miras des- 
honestas. Fueron todos condenados, a excepción del acu- 
sado R, el cual fué absuelto por haber contraído posterior- 
mente matrimonio con la víctima del rapto, o sea E: Se 
declara, Que dicho matrimonio, según el artículo 2 de la 
Ley No. 1773 impedía el proceso de los otros acusados por 
el delito imputado y perseguido en la querella. (E. I T . vs. 
Poquis, 14 .Tur. Fil., 264.) 

Pruebas. 

La huida inexplicada de un acusado podrá tenerse en 
cuenta, como regla general, como prueba tendiente a de- 
mostrar su culpabilidad. (E. II. vs. Alegado, 25 Jur. Fil.. 
527.) 



El Juez erróneamente se negó a permitir al ofendido 
que practicara pruebas en el curso del juicio criminal en 
cuanto a los daños por el sufridos a consecuencia del delito. 
Por las razones expuestas no estaba el acusado sujeto a 
doble jeopardj/ por el hecho de que esta Corte haya confir- 
mado la sentencia de culpabilidad y devuelto la causa con 
el único objeto de fijar su responsabilidad civil. (E. I . 
v-t. Heery, 25 Jut. Fil., 621/) 



No pueden aceptarse como equivalentes de pruebas he- 
chas bajo juramento los convenios hechos por los abogadas, 
deque ciertos testigos adicionales, si fueran presentados y 
juraran, declararían lo mismo que los testigos que ya han 
declarado con respecto al fondo de la cuestión. No es de 
suponer que un abogado sepa y pueda predecir lo que haya 
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de declarar un testigo bajo la sanción de su juramento y 
la prueba de las repreguntas. Ni es posible que el Juez pese 
las declaraciones contradictorias de testigos que no han sido 
presentados ni sometidos a su observación y juicio con res- 
pecto a su credibilidad. Una sentencia condenatoria no debe 
fundarse en meras conjeturas. (E. U. vs. Manlimos, 11 .Tur. 
Fil., 564.) 



No es procedente ni permitido por la Ley Procesal 
dar por terminada una causa, ni dictar en ella sentencia 
en virtud de un convenio celebrado entre el riscal provin- 
cial y el defensor del acusado referente a hechos favorables 
a la defensa unos, y relacionados con la acusación otros, 
sin haberse practicado ninguna diligencia de prueba ni ha- 
berse recibido declaración a los testigos mencionados en 
dicho convenio; práctica no autorizada que desnaturaliza el 
juicio criminal con abierta infracción de las reglas de pro- 
cedimiento criminal, especialmente de la sección 32 de la 
Orden General No. 58, doctrina establecida igualmente en 
la decisión recaída en la causa de Los Estados Unidos con- 
tra Donato (9 Jnr. Fil., 722.) (E. U. vs. Pobre, 1 1 .Tur. 
F¡1., 51.) 

q 

Q.riíTlELLA. 

La firma del que jura una querella no es un requisito 
esencial de la misma y su omisión es, cuando más, un de- 
fecto' de mera forma y no sustancial. (E. U. vs. Ago-Chi, 
6 .Tur. Fil., 235.) 



Todos los delitos públicos de que conocen los Juzgados 
de Primera Instancia o Tribunales de jurisdicción análoga 
por regla general, deberán ser perseguidos por el ministerio 
fiscal en nombre de los Estados Unidos, así haya empezado 
la causa en virtud de denuncia o se haya iniciado por 
querella. (S^cs. 2.a y 3.a, Orden General No. 58.) 

La causa formada en virtud de denuncia de un par- 
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tieular, intervenga éste o no en el proceso como ofendido, 
se seguirá y se tramitará a gestión del Ministerio Fiscal 
en igual forma que si el proceso se haya incoado en vir- 
tud de querella del Fiscal que tiene el deber de prose- 
guir la sustanciación de la causa iniciada por querella o 
por denuncia. 

El artículo l.o de Ley No. 1773, empero, preceptúa 
* entre otras co^as; que no se incoará ningún proceso por 
los delitos de adulterio, estupro o injuria sino a instancia 
de la persona ofendida y en caso de que ésta no sea há- 
bil a comparecer en juicio, deberán ejercitar la asción pe- 
nal sus padres, abuelos o tutor, por lo que tratándose de 
dichos tres delitos de carácter privado es indispensable que la 
denuncia escrita sea presentada por la misma parte ofen- 
dida o por sus representantes en caso de su incapacidad 
con arreglo a la ley, a excepción del delito de injuria 
cuando se ha cometido contra funcionarios o empleados pú- 
blicos, en cuyo caso dicho delito podrá ser pfrseguido por 
el Ministerio Fiscal. 

Por el mero hecho de aparecer estampada la firma del 
agraviado en una querella firmada y presentada en el Juz- 
gado por un Fiscal, no puede darse por cumplido el pre- 
cepto de la ley, que exige denuncia por escrito del mismo 
ofendido o sus representantes, para que el Juzgado pueda 
adquirir jurisdicción y conocer del proceso sobre un delito 
de carácter privado. (E. ü. vs. Cruz y Reyes, 20 Jur. FU., 
,372.) 



Esta Corte ha decidido en gran número de causas que 
cuando no se haya presentado objeción a la suficiencia de 
la querella en el Juzgado, no se tendrá en cuenta una ob- 
jeción que se plantee por primera vez en apelación. (E. 
U. vs. Gow Chiong, 23 Jur. Fil., 139.) 



Las excepciones u objeciones fundadas en la defeca 
tuosa exposición en cuanto a la forma o sustancia de "las 
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acciones u omisiones denunciadas," como lo requiere la 
sección 6 de la Orden General No. 58, en su párrafo 3, 
no interpuestas en primera instancia, no podrán utilizarse 
en la Corte Suprema, (E. U. vs. Sarabia, 4 Jur. Fil., 

575.) 



Aunque una querella por el delito de adulterio bajo el 
Código Penal de las Islas Filipinas, puede ser fatalmente de- 
fectuosa por no contener las alegaciones esenciales en cuanto 
al lugar y conocimiento por p&rte del acusado de que la 
mujer era casada, las objeciones de esta naturaleza deben in- 
terponerse en el acto del juicio, de lo contrario, y si las 
alegaciones omitidas fueren suplidas con pruebas competen- 
tes, no constituye error el que la Corte Suprema de las 
Islas Filipinas se niegue a estimar tales objeciones en ape- 
lación. (Serra vs. Mortiga, 11 Jur. Fil., 789.) 



Aunque, según las disposiciones de la sección 11 de 
la Orden General No. 58, en una denuncia o querella no 
se debe acusar más que de un delito, y que si se llama 
la atención del Juez hacia el hecho de que se acusa de 
más de un delito, es el deber del Juzgado ordenar al fis- 
cal que elija uno de los delitos o que presente dos o más 
querellas independientes acusando cada delito por separado, 
con todo, si por error o inadvertencia se persiguen en una 
querella dos o más delitos distintos, y sin oposición del acu- 
sado se celebra la vista, y las pruebas son suficientes para 
condenarle por uno de ellos, nú puede ser oído en apela- 
ción sobre la cuestión de que había otros delitos compren- 
didos en la querella, por los cuales no fue condenado. (E. 
U. vs. Lampano, 13 Jur. Fil., 414.) 



Aunque una querella puede acusar de más de un de- 
lito y las pruebas pueden establecer la culpabilidad del 
acusado con respecto a ellos, se debe inferir que la sen- 
tencia condenatoria se refiere solamente, a un delito, a me- 
nos que aparezca en ella lo contrario, y, cuando no se ha 
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hecho ninguna objeción en el acto del jiicio, no se de- 
clarará nula la querella ni los procedimientos por incluir 
multiplicidad de delitos. (E. U. vs. Palacio, 16 .Tur. 
Fil., 667.) 



Cuando se interpone un demurrer a una querella, y es 
el mismo estimado por razones distintas a la falta de ju- 
risdicción y el Tribunal no ordena expresamente la pre- 
sentación de una nueva querella, debe sobreseerse una 
querella nueva acusando del mismo delito. (Julia vs. Sotto, 
2 Jur. Fil., 259.) 



T y G fueron procesados por el delito de adulterio. Se 
presentó la querella de conformidad con los requisitos de 
la ley. Antes de celebrarse la vista de la causa, T falle- 
ció. Se sustanció la causa contra G, fué finalmente decla- 
rado culpable y sentenciado, contra cuya sentencia apeló. 
Pretende que, puesto que su coacusada falleció, la causa no 
pudo haberse sustanciado contra él. Se declara: Que ha- 
biéndose presentado la querella contra ambos adúlteros, 
conforme a la ley, el fallecimiento de uno de ellos no pro- 
ducía el efecto de suspender la acción contra el superviviente. 
(E. ü. vs De la Torre y Gregorio, 25 Jur. Fil., 37.) 



La Ley No. 1773 establece una distinción entre los 
procesamiento* por injuria y adulterio o estupro. Cuando 
un funcionario o empleado público es insultado en el des- 
empeño de sus deberes y deja de entablar un proceso, 
podrá aún ser necesario, como cuestión de conveniencia 
pública, que sea judicialmente investigada la cuestión, y 
por lo tanto, se confieren facultades al ministerio riscal para 
entablar el procesamiento. Esto, sin embargo, no es cierto 
en lo que respecta a adulterio o estupro, aún cuando la 
parte agravíala sea un funcionario o empleado público 
en cuyo caso es todavía necesario que la querella sea pre- 
sentada por la parte agraviada, o por alguno de los repre- 
sentantes de la misma que enumera el artículo 1 de di- 
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cha ley. , (Quilatan y Santiago, vs.. Carruncho, 21 Jar. FU., 
416.) 

R 

Reapertura del juicio. 

Según lo dispuesto en la sección ''42 de la Orden Gene- 
ral No. 58, el Tribunal sentenciador, a moción del acu- 
sado, tiene facultad para proceder a la reapertura de la 
causa "en cualquier estado del procedimiento, antes de que 
adquiera carácter firme la sentencia condenatoria' ' : Se de- 
clara, Que no habiendo el procesado interpuesto objeción 
contra la reapertura de la causa que se estaba viendo en 
el Tribunal inferior, se debe entender que consintió en ella, 
y la acción del Juzgado al abrir de nuevo la causa, sin 
que el acusado presentara formalmente moción para la re- 
apertura, fué, a lo sumo, un error no perjudicial, y no puede 
servir de fundamento para una revocación, (K. > U... vs. 
Rota y otros, 9 Jur. Pil., 487.) 



El Juzgado sentenciador puede, en el ejercicio de su 
discreción, dentro de límites razonables, abrir de nuevo una 
cau«a con el objeto de volver a oír pruebas por una \i otra 
parte, y, a menos que los apelantes demuestren que han sido 
perjudicados en sus derechos sustanciales por el ejercicio de 
dicha discreción, no es un error la reapertura del, Juicio. 
(E U. vs. Tría, 17 Jur. Fil., 304.) 

Referencia, Testimonio de. 

Cuando se admite el testimonio de un testigo con el 
objeto de probar que el acusado le hizo cierta confesión en 
una causa por hurto, pero sin probar el hecho mismo del 
hurto, sus pruebas son directas y no deben ser rechazadas 
cómo si fueran de referencia. (E. ü. vs. Galanco y otro, 
11 Jur. Fil., 593.) 

Éesponsabilidad individual. 

A falta de un plan o un convenio previo para ce meter 
un delito, la respr nsabilidad criminal que producen los di- 
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ferentes actos dirigidos contra una misma persona es indi- 
vidual y no colectiva, y cada uno de los que los han co- 
metido es responsable solamente de los actos ejecutados por 
él. (E. U. vs. Magcomot, 13 Jur. FU., 392.) 



Sentencia. 

Habiendo sido reducida por el Gobernador .General la 
sentencia del solicitante, de veinte años a seis años, en vir- 
tud de los hechos expuestos en la opinión concurrente,^ 
declara: Que dicho solicitante no tiene derecho al benefi- 
cio de tal conmutación a menos que cumpla realmente los 
seis años de prisión, y que su sentencia no puede redu- 
cirse de nuevo eii virtud de la Ley No. 1533. (Asunto de 
la Solicitud de Juan Toledo, 13 Jur. FU.. 50.) 



Cuando se conmuta una sentencia de prisión, el con- 
denado tiene derecho a los beneficios de la Ley No. 1533, 
relativa a la reducción de la sentencia impuesta a los pre- 
sos condenados por cualquier delito y sentenciados a un 
término dado de prisión mayor d# 30 días y menor de 
prisión perpetua por razón de su buena conducta y dili- 
gencia, a menos que clara y expresamente aparezca lo con- 
trario del decreto del Jefe Ejecutivo. (Frank vs. Wolfe, 
11 Jur. Fil., 481.) 



El Juzgado de Primera Instancia que impone una senten- 
cia de muerte tiene facultad para suspender tepiporalmente la 
ejecución de dicha sentencia, después que ésta ha quedado firme 
y después déla fecha fijada para la ejecución, con el fin de 
garantir y conservar .todo derecho legal que se aduzca en 
favor del reo, detenido en virtud de la referida sentencia, 
en Vista de las causas que surjan con posterioridad a la 
fecha en que la sentencia ha quedado firme, y cuya re- 
solución no impugna la validez de la sentencia condenato- 
ria y de la pena impuesta al reo, ni implique la revi- 
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sión o reconsideración de las actuaciones en que se funda 
la sentencia. 

En cualquier caso en que tanto el Poder Ejecutivo 
como el Poder Judicial huyan otorgado la suspensión de 
un auto en el cual se señala el día en que se ha de 
ejecutar una pena de muerte, *no puede existir conflicto de 
autoridades si se conceden plena fuerza y efecto a ambas 
órdenes de suspensión de la ejecución, la cual, en ese 
caso, se verificará en la última fecha hasta la cual se haya 
suspendido el plazo fijado en el auto primitivo, ya en vir- 
tud de la orden de suspensión del Poder Ejecutivo, ya en 
virtud de la del Poder Judicial. (El Director de Prisiones 
vs. El Juez de Primera Instancia de Cavite, Décimo Distrito 
Judicial, 18 G. o., rm.) 



Un juez que de buena fe y estimado como tal por 
error común, continúa funcionando, después de la abolición 
del juzgado que desempeñaba debe ser considerado como 
juez de hecho del juzgado que sucede a la jurisdicción del 
presidido por él anteriormente. 

La sentencia dictada por un juez de hecho estimado 
y reconocido como tal por error común del público es vá- 
lida y eficaz. (E. U. vs. Abalos, 1 Jur. Fil., 75.) 



Por virtud de las disposiciones de la sección 47 de la 
Orden General No. 58, una sentencia en una causa crimi- 
nal en las Islas Filipinas adquiere carácter firme por el tras- 
curso de quince días desde la fecha en que se dictó. El 
trascurso de quince días desde la fecha en, que se dictó 
una sentencia en las Islas Filipinas tiene el mismo efecto 
acerca del carácter definitivo de la sentencia que la expi- 
ración del período de sesiones del Juzgado en otras juris- 
dicciones. Después de haber quedado firme una sentencia, 
cualquier tentativa por parte del Departamento Judicial para 
alterarla, reformarla o modificarla, exeepto para corregir 
errores de pluma, no tiene fundamento jurídico y no puede 
en modo alguno afectar a la sentencia firme. La expe- 
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riencia de largo tiempo ha ind acido a los Tribunales a es- 
tablecer la regla de que cuando una sentencia queda firme 
no puede ser cambiada, alterada o modificada por ellos 
excepto para subsanar errores de pluma. Se cree que es 
la política más sabia, después de que una sentencia ha 
adquirido carácter firme, en casos en que después se des- 
cubra por primera vez que debió' de haberse hecho uso de 
clemencia, el dar conocimiento del asunto al Departamento 
Ejecutivo para que lo resuelva conforme a las facultades 
generales de conceder indultos. Desde el momento en que 
una sentencia en una causa criminal queda firme, el De- 
partamento Judicial pierde su jurisdicción sobre el proce- 
sado, así como su derecho a cambiar, alterar o enmendar 
dicha sentencia. El procesado se halla entonces bajo la 
custodia de] Departamento Ejecutivo del Gobierno para la 
ejecución de la sentensta. Si inadvertidamente se ha co- 
metido una injusticia el Departamento Ejesutivo tiene fa- 
cultades, dentro de las generales para conceder indultos, 
para subsanarla. (E. U. vs. Juzgado de Primera Instancia 
de Manila, 24 Jur. Fil., 333.) 



Las sentencias en las causas criminales no deberán ser 
alternativas. Nada hay en la ley que permita a los Tri- 
bunales dictar sus sentencias en forma alternativa. Las sen- 
tencia?? no sólo deberán demostrar los hechos por los que se 
declare culpable al acusado, sino que deberán indicar cla- 
ramente el delito particular del que se le baya declarado 
culpable, así como deberán indicar también definitiva y 
positivamente y sin duda alguna la pena Verdadera que 
se imponga. (E. U, vs. Chong Ting y Ha Kang, 23 Jur. 
Fil., 123.) 



El arresto ilegal de una persona 1 " acusada no es causa 
suficiente para dejar sin efecto una sentencia válida dictada 
por virtud de querella suficiente después de un juicio libre 
de todo error. 
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Si un arre3to se efectúa irregularmente, tal irregulari- 
dad desaparece cuando el acusado comparece y presta fianza. 
(E. U. vs. Grant y Kennedy, 18 Jur. FiL, 123.) 



En una causa por el delito de falso testimonio co- 
metido en causa criminal no puede sentenciarse al delin- 
cuente en tanto no haya recaído sentencia definitiva en 
la causa en que declaró. (E. U. vs. Opinión, 6 Jur. FiL, 

683.) . . 



El Tribunal a quo puede sentenciar al procesado sin 
necesidad de practicar pruebas cuando aquel se hubiese 
confesado culpable bajo una querella en que se le acuse 
suficientemente 1 * y con claridad de la comisipn de un de- 
lito previsto y penado por la ley, sin que sea preciso citar 
testigos. En todos aquellos casos en que se examinen tes- 
tigos y sus declaraciones se hagan parte de los autos de- 
ben conservarse aquellas con arreglo a lo dispuesto en la 
sección 32 de la Orden General No. 58. (E. U. vs. Tal- 
banos, 6 Jur. FiL, 560.) 

Sobreseimiento. 

Al tiempo en que la acusación dio por conclusas sus 
piuebas, el acusado solicitó el sobreseimiento de la acción 
bajo el fundamento de que el Juzgado no tenía competen- 
cia sobre su persona. El Juzgado desestimó la moción, 
declarando que la falta de competencia, si existía, apare-" 
cíaen la misma querella y debió haberse alegado* me- 
diante demurnei-, y que se alegó demasiado tarde. Esto 
constituyó un error, si es que, como cuestión de hecho, el 
Juzgado carecía de competencia. Las cuestiones sobre la 
competencia de los Tribunales pueden suscitarse en cual- 
quier tiempo. Si el Juzgado, cirece, de hecho, de compe- 
tencia no puede dictar una sentencia o condena válida en 
la causa. La objeción sobre la competencia de un Tribu- 
nal puede presentarse en cualquier tiempo, aún después de 
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la terminación del juicio. (E. U. vs. Gariboso, 25 Jur. 
Fil., 175.) 



Testigos. 

Si un Juez de Primera Instancia no está completa- 
mente satisfecho de las pruebas presentadas en una causa, 
criminal, puede, a su propia iniciativa, llamar de nuevo 
a cualquiera de los mismos testigos, o llamar testigos adi- 
cionales con el objeto de llevar a su ánimo el conveci- 
miento en cuanto a algunos de los hechos comprendidos en 
la causa. (E U. vs. Base y otros, 9 Jur. Fil., 50.) 



En un juicio criminal la madie del acusado es tes- 
tigo competente a su favor y la negativa del Juzgado a 
permitirla que declare es un error. Cuando resulta, con 
todo, que su testimonio era incompetente o inaplicable, y 
que su exclusión no perjudicó ni pudo perjudicar en modo 
alguno al acusado en sus derechos esenciales, el error no 
es un error revocable. (E. U. vs. Estrada, 24 Jur. Fil., 
415.) 

LEY ELECTORAL. 



Competencia. 

Los' Juzgados de Primera Instancia, en asuntos sobre 
elecciones disputadas, no están facultados por la ley para 
reconocer o proclamar a alguna persona determinada como 
candidato electo. (Lagahit vs. Nengasca y Wislizenus, 12 
Jur. Fil., 435.) 

CÓMPUTO DEL TIEMPO. 

Las dos semanas dentro de las cuales, según la Ley 
Electoral, el recurrente en una protesta electoral debe pre- 
sentar su protesta, deberán -contarse desde la expedición de 



115 

la proclama de la junta provincial de escrutinio y no desde 
el día de la elección. (Manalo vs. Sevilla y Melendres, 
24 Jur. Fil., 631.) 

P. 
Perjurio. ' 

Cualquiera persona que jure falsamente, al tiempo de 
su registro como votante, que no es morosa en el pago 
de sus contribuciones, es culpable de una infracción del 
párrafo 4, artículo 30, de la Ley Electoral. No puede ex- 
cusarse de haber hecho tal declaración falsa probando que 
la junta de inspectores de elección, por medio de resolu- 
ción, había declarado que los contribuyentes morosos po- 
dían registrarse como votantes, pero no se les permitiría 
votar, a menos que las contribuciones fueran pagadas antes 
del día de la elección. (E. U. vs. Arzadón, Jur. Fil., 186.) 

Protestas electorales. 

Una protesta presentada con antelación a la proclama 
de la junta provincial de escrutinio es prematura y debe 
ser sobreseída, si se presenta contra ella una oportuna 
objeción. (Manalo vs. Sevilla y Melendres, 24 Jur. Fil., 631.) 
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